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 Resumen 
  
Escenarios de la ciudadanía intercultural en la democracia local. El caso de la 
Localidad Rafael Uribe Uribe de Bogotá (2004 - 2011).  
 
Este estudio presenta una interpretación sociológica de los escenarios de la ciudadanía 
intercultural en la democracia local, entendidos como espacios políticos que recrean los 
actores sociales cuando incursionan en la escena pública e interactúan (dialogan) para 
reivindicar la representación de sus intereses, poniendo en circulación discursos que 
entran en conflicto para llegar a acuerdos (negociaciones), a partir del reconocimiento 
mutuo de las diferencias culturales (de la subjetividad) y de la realidad social y las 
relaciones de poder que suscriben. La investigación abordó el caso particular de la 
Localidad Rafael Uribe Uribe de Bogotá en el contexto de los gobiernos de izquierda del 
Polo Democrático que tuvieron lugar entre 2004 y 2011, y se desarrolló desde los 
postulados teóricos de la sociología del sujeto que propone Alain Touraine en el marco del 
debate sobre la democracia y la ciudadanía en América Latina. El ejercicio investigativo 
nos permitió comprender cómo estos escenarios de la ciudadanía y la interculturalidad 
constituyen la representación de la vida social de los actores sociales para proyectar la 
acción hacia el futuro. 
 
Palabras clave: sociología del sujeto, ciudadanía, interculturalidad, democracia local, 
actores sociales, Bogotá, descentralización, sociedad civil. 
 
 
  
 Abstract 
 
Intercultural citizenship sceneries in local democracy. The case of Rafael Uribe 
Uribe locality in Bogota (2004-2011). 
 
This study puts forth a sociological interpretation of the intercultural citizenship sceneries 
in local democracy. Such sceneries are understood as political spaces that social actors 
recreate when entering the public scene and interacting (dialoging) to vindicate the 
representation of their interests by producing discourses that come into conflict to achieve 
agreements (negotiations) based on mutual acknowledgement of the cultural differences 
(subjectivity), social reality, and the power relationships involved. In this research the case 
of Rafael Uribe Uribe Locality of Bogota was raised in the context of the left-wing 
governments of the Polo Democrático Party between 2004 and 2011. The research was 
developed based on the theoretical postulates of the sociology of the Subject proposed by 
Alain Touraine within the debate on democracy and citizenship in Latin America. The 
researching exercise helps us to understand how these citizenship and interculturality 
sceneries set up the representation of social actors’ social life in order to plan their actions 
towards future.  
 
 
Key words: sociology of the subject, citizenship, interculturality, local democracy, social 
actors, Bogota, decentralization, civil society.  
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Introducción 
El estudio sociológico de los escenarios de la ciudadanía intercultural en la 
democracia local alude a la comprensión de los espacios políticos que 
recrean los actores sociales cuando incursionan en la escena pública e 
interactúan (dialogan) para reivindicar la representación de sus intereses, 
poniendo en circulación discursos que entran en conflicto para llegar a 
acuerdos (negociaciones), a partir del reconocimiento mutuo de las 
diferencias culturales (de la subjetividad) y de la realidad social y las 
relaciones de poder que suscriben.  
  
El debate contemporáneo sobre la ciudadanía y la interculturalidad en 
América Latina, enmarcado en los procesos de democratización en la región 
que se consolidan con el rediseño institucional de los Estados nacionales 
durante los años ochenta y noventa (González, 2007), ha otorgado especial 
centralidad a la discusión sobre la subjetividad en los escenarios de 
construcción y negociación de las decisiones públicas, particularmente en el 
nivel local.  
 
En los espacios locales, que adquieren relevancia política con la 
descentralización del aparato estatal, en donde la cercanía entre la 
sociedad civil y el Estado ha posibilitado que los actores sociales 
incursionen en la configuración de lo público, se resignifican las formas 
tradicionales de la política y se construyen nuevas ciudadanías que 
reclaman el reconocimiento de la identidad cultural y se asumen como 
sujetos de derechos, que apuestan por la transformación de la segregación 
y la desigualdad social que sufren los sectores populares de las ciudades 
latinoamericanas con la imposición del modelo económico neoliberal. Los 
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impactos de la globalización en las sociedades latinoamericanas se 
observan en las nuevas lógicas culturales producidas por los flujos de 
información y de bienes culturales, así como en las transformaciones 
económicas y sociales que produce la hegemonía del mercado, reduciendo 
significativamente el margen de maniobra de la acción política, con 
inevitables consecuencias en términos de exclusión social y de conflictos de 
tipo cultural en los contextos populares urbanos, donde la expansión 
demográfica urbana ligada a la pobreza se ha incrementado 
vertiginosamente (Gilbert & Garcés, 2008).  
 
La democracia local se configura en buena medida como una respuesta a 
esta crisis de lo político, que se expresa fundamentalmente en la crisis de 
representación y en la incapacidad de la política para resolver los problemas 
ligados a la segregación social que produce la lógica del mercado. Surge en 
el contexto de una fuerte crítica a la manera de tomar decisiones basadas 
en la representación política tradicional (de partidos y movimientos 
políticos), deslegitimada por el lastre del clientelismo y la corrupción, en 
contraste con el surgimiento de nuevos escenarios de acción colectiva en 
las ciudades, impulsados por los movimientos sociales latinoamericanos 
desde los años setenta y ochenta, que demandaban la resignificación de la 
ciudadanía frente a las prácticas corrientes de discriminación (racial, étnica, 
sexual, religiosa, entre otras) y exclusión social (Torres, 2007).  
 
En ese contexto, el resurgimiento de la democracia en el continente 
latinoamericano ha suscitado una reaparición de la izquierda con 
posibilidades reales de acceder al poder, que se explica en buena medida 
por el descontento de las clases populares frente a la desigualdad social y 
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la exclusión que genera el proyecto neoliberal y la globalización en la región 
(Gilbert & Garcés, 2008). 
 
En Bogotá, donde el voto independiente se ha venido imponiendo desde 
mediados de los noventa frente a las maquinarias políticas tradicionales de 
un bipartidismo camaleónico, asistimos al primer gobierno de izquierda en el 
año 2004, gracias a un clima de opinión favorable y a la confluencia de 
distintas fuerzas de izquierda en el movimiento político denominado Polo 
Democrático Independiente que posibilitó la elección del líder sindicalista 
Luis Eduardo Garzón como alcalde de la ciudad, (segundo puesto político 
más importante del país). Hecho político que tiene una significación 
importante en tanto contrastaba con un gobierno nacional de derecha y 
abría, por primera vez, el camino del poder a la izquierda democrática en 
Colombia. 
 
El gobierno de Garzón (2004-2007) replantea la gestión pública de la ciudad 
desde su plan de desarrollo denominado Bogotá sin indiferencia, 
concentrando significativamente la inversión de los recursos en la política 
social, a la vez que incorpora la noción de sujetos de derechos, en su 
discurso sobre la ciudadanía, como eje central de la formulación e 
implementación de la política pública. Durante este gobierno se diseñaron 
—con la participación de los actores sociales— políticas públicas que 
reconocieron la diversidad cultural de la ciudad desde la especificidad 
reivindicativa (la identidad cultural) de las subjetividades: el género, la 
identidad sexual, la pertenencia étnica, poblacional (diferencial) o territorial, 
entre otras (Corredor, 2010). 
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En los comicios electorales de 2007 gana nuevamente la izquierda en 
Bogotá para gobernar la ciudad durante el periodo 2008-2011. Samuel 
Moreno Rojas, nieto del General Gustavo Rojas Pinilla, llega al poder 
gracias, en buena medida, a una percepción ciudadana favorable frente a la 
gestión desarrollada por el alcalde ‘Lucho’ Garzón. Sin embargo, las formas 
tradicionales de la política permearon este nuevo gobierno llevándolo al 
cadalso político por cuenta de la corrupción y el incumplimiento de las 
promesas de campaña —y el consecuente descontento ciudadano— que 
terminó, por primera vez en la ciudad, con la destitución y el 
encarcelamiento del Alcalde Mayor. 
 
No obstante, estos dos gobiernos de izquierda generaron políticas que 
tuvieron efectos significativos sobre la dinámica política de lo local en la 
ciudad, que ya contaba con una trayectoria importante desde la Constitución 
Política de 1991, materializada en el desarrollo de un diseño institucional 
para la democracia en las Localidades, que posibilitó la interacción 
(conflictiva) entre representación política y participación ciudadana, 
articulada (relativamente tutelada) desde el nivel Distrital (central). En ese 
tránsito hacia la configuración de la democracia en las Localidades se 
desconcentraron funciones y competencias hacia el nivel local, se 
implementó la elección directa de las Juntas Administradoras Locales 
(desde 1992) e indirecta de los alcaldes locales, y se dio un desarrollo 
paulatino de la planeación participativa en la gestión pública como apuesta 
de descentralización político-administrativa de la ciudad, facilitando la 
participación de los actores sociales en nuevos escenarios de construcción 
de las decisiones sobre lo público en el marco de lo territorial-local.  
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En ese sentido los escenarios de construcción-negociación de lo público en 
las localidades son por excelencia lugares donde entran en escena los 
actores sociales de la sociedad civil y el Estado en los que se reinterpretan 
las representaciones sociales y la ciudadanía. Sin embargo la política 
tradicional, de corte patriarcal y ligada al intercambio calculado de favores, 
también se adapta a esta nueva espacialidad permeándola, invadiendo la 
democracia local con sus discursos y prácticas clientelistas/tradicionales 
(García, 2003). Situación que los actores sociales interpretan como 
escenario político del pasado que aún se impone en el presente, como 
modelo cultural (hegemónico) de lo político que se debe transformar para 
construir escenarios de futuro. 
 
La Localidad Rafael Uribe Uribe, al suroriente del área urbana la Bogotá, 
refleja ese rico mosaico cultural en el que construyen la ciudadanía los 
pobladores urbanos en las ciudades latinoamericanas. Hacia la primera 
mitad del siglo XX, entre los años veinte y los cincuenta, se forja su proceso 
de urbanización, con la consolidación de los primeros barrios obreros como 
el Olaya, Santa Lucía, Quiroga, El Libertador. Luego del 9 de abril, por 
cuenta de la denominada época de la Violencia, se inicia el proceso de 
poblamiento de Las Lomas con la primera invasión masiva de la ciudad que 
devino en el barrio Las Colinas en 1961. A partir de entonces predominaron 
procesos legales e ilegales de urbanización no planificada en las zonas 
altas y el extremo sur, en una constante ausencia estatal, que redundó en 
un acelerado poblamiento que hoy la posiciona como la Localidad más 
densamente poblada de la ciudad y con el mayor déficit de espacio público.1 
  
                                               
1
 El incremento poblacional ha sido bastante significativo en la Localidad, que Actualmente se ubica como la 
de mayor densidad poblacional con 288 habitantes por hectárea. Esta situación tiene que ver con la escasa 
6 
 
En ese contexto los pobladores locales generaron lógicas de acción 
colectiva para acceder a los servicios públicos, a la infraestructura vial 
básica, a equipamientos colectivos, y para exigir sus derechos a través de 
juntas comunales, asociaciones de vecinos, comités barriales, colectivos de 
jóvenes y organizaciones comunitarias diversas que fueron tejiendo una 
sociedad civil local, mucho antes de que el Estado hiciera presencia, y que 
encontró en el desarrollo de la democracia local la posibilidad de acceder a 
la construcción de lo público desde la experiencia cotidiana. Así pues, las 
distintas formas de participación ciudadana que han surgido en las últimas 
décadas en la Localidad abrieron el debate público sobre los problemas 
compartidos que se producen en el espacio local. 
 
La Localidad Rafael Uribe Uribe puede plantearse entonces como un 
espacio social que a lo largo de sus 1.310 hectáreas posibilita la interacción 
de múltiples actores en un territorio urbano que evidencia serias 
problemáticas sociales. La confluencia de los estratos socioeconómicos 
bajo y medio bajo configura la mayoría de la población que según la 
proyección actual asciende a 422.000 personas (SDP, 2009) —5,5% de la 
población total de la ciudad— de las cuales aproximadamente el 52% son 
mujeres y el 48% hombres. El porcentaje de pobreza es del 11%, que 
incluye a pobladores con una o más necesidades básicas insatisfechas, y la 
tasa de desempleo es del 11%, ubicándola como la segunda localidad 
después de Ciudad Bolívar con mayor nivel de desocupación de Bogotá. 
 
De manera que se hace necesario comprender cuál es esa ciudadanía que 
se forma y se ejerce en los escenarios de la democracia de la Localidad 
Rafael Uribe Uribe que es, a la vez, el resultado de la apropiación que han 
hecho los actores sociales de las formas de gestión política en las que ha 
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devenido la descentralización del Estado y de las políticas públicas 
implementadas por los gobiernos de izquierda en la ciudad.  
 
En ese orden abordamos el problema investigación mediante la 
interpretación de los escenarios de lo público que producen los actores 
sociales. De manera que estructuramos el objeto de estudio en torno a la 
ciudadanía y la interculturalidad en el espacio micro-social articulando los 
elementos teóricos necesarios para interpretar las relaciones sociales entre 
las subjetividades en la democracia local, con el propósito de elaborar un 
marco conceptual, que nos permitiera identificar e interpretar los sentidos 
manifiestos (y latentes) de los contenidos culturales y políticos de la entrada 
en escena de los actores sociales en la construcción y negociación de lo 
público, para avanzar en la comprensión de las prácticas políticas y los 
discursos de los actores. De esta manera, en el primer capítulo se aborda el 
debate sobre los escenarios de la ciudadanía y la interculturalidad en la 
democracia local desde la teoría del sujeto planteada por el sociólogo 
francés Alain Touraine, situando la discusión en el contexto latinoamericano. 
 
El segundo capítulo describe (contextualiza) el surgimiento y desarrollo de 
los escenarios de la democracia en las localidades de Bogotá, a partir de la 
evolución del diseño institucional de la descentralización político-
administrativa del Estado, como marco para comprender las dinámicas de la 
ciudadanía en la democracia local, en la particularidad de los gobiernos 
distritales del Polo Democrático, entre 2004 y 2011. Allí recorremos el 
camino que va de la expectativa al desconcierto ciudadano en torno a los 
gobiernos de izquierda en la ciudad. Asimismo se hace un balance sobre los 
discursos en torno a la ciudadanía así como de los alcances y limitaciones 
de las políticas públicas y la descentralización en este periodo. 
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Finalmente el tercer capítulo presenta el componente interpretativo de la 
investigación, desarrollado a partir del estudio sociológico de los escenarios 
de la ciudadanía y la interculturalidad en la Localidad, soportado en el 
análisis cualitativo de la información documental y de las entrevistas y 
grupos de discusión adelantados con diferentes actores claves de la 
democracia local. En ese orden se complementó el análisis triangulando los 
resultados, a través de la sistematización y categorización de fuentes 
primarias y secundarias sobre diferentes dimensiones de la democracia 
local (representativa y participativa), con el propósito de garantizar la 
rigurosidad metodológica en el ejercicio investigativo. De esta manera la 
investigación se propuso interpretar el sentido de las relaciones entre los 
actores sociales de la democracia local, para indagar en las diversas y 
múltiples articulaciones de la sociedad civil local y el Estado las 
posibilidades para constituir escenarios de la ciudadanía intercultural. 
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Capítulo 1. Escenarios de la ciudadanía 
intercultural en la democracia local 
“Lo que debe tener en común toda sociología, cualquiera sea la parte del mundo hacia la 
cual se dirige, es la voluntad de reencontrarse con el actor, siempre y en cualquier lugar, 
en vez de creer que la realidad social es puro cambio o, por el contrario, puro sistema. 
Siempre es el teatro donde se enfrentan actores por el control de los principales recursos 
culturales disponibles” 
Alain Touraine 
(1987: 14) 
 
1.1 La interpretación de escenarios como 
representaciones de la vida social 
En la sociología del sujeto que propone Alain Touraine los actores sociales 
entran en escena en los lugares de lo público para reivindicar la 
representación de sus intereses a través de los discursos que ponen en 
circulación y que entran en conflicto en el proceso de construcción de las 
decisiones en la democracia. Cuando aludimos al término escenario 
evocamos la imagen del teatro y enseguida visualizamos el lugar donde se 
desarrolla la acción (representada). De manera que podemos comprender 
las relaciones sociales entre los actores a partir de los escenarios que éstos 
recrean en sus múltiples interacciones. 
Planteamos la interpretación de escenarios de lo público, entendidos como 
los lugares (espacios políticos) y las circunstancias que dotan de sentido la 
acción social que, a su vez, refieren las representaciones de la vida social 
que recrean los actores sociales (individuales y colectivos), desde su 
identidad cultural, para proyectar la acción hacia el futuro. En esta 
perspectiva desarrollamos la interpretación sociológica de los escenarios de 
la ciudanía intercultural en la democracia local. 
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1.1.1 Subjetividad y democracia local: nuevos escenarios de lo 
público 
La cuestión de la subjetividad ha devenido central en el debate 
contemporáneo sobre la democracia y la ciudadanía, particularmente en los 
espacios micro-sociales en donde es posible un acercamiento cara a cara 
entre la sociedad civil y las instituciones del Estado en los procesos de 
construcción y negociación de lo público. La reconfiguración de la sociedad 
civil en el espacio político local, que ha posibilitado la incursión ingeniosa de 
nuevos actores sociales, permite la puesta en escena de nuevas 
ciudadanías que se fundamentan en la identidad cultural y se reivindican 
como sujetos de derechos (diversos) que apuestan por la transformación de 
la realidad social de exclusión y desigualdad que sufren los sectores 
populares en las ciudades latinoamericanas.  
 
Se constituyen de este modo nuevos escenarios de la ciudadanía y la 
interculturalidad en los que convergen las diversas formas organizativas de 
la sociedad civil y el Estado en el nivel local, que promueven 
transformaciones en el modelo cultural (hegemónico) de las formas 
tradicionales de lo político ligadas a las redes clientelistas y la cooptación de 
lo público. 
 
En América Latina el proceso democratizador en la década de 1980, tanto 
en los países con dictaduras militares como en las denominadas 
‘democracias de baja intensidad’ (México y Colombia), estuvo acompañado 
de una paulatina descentralización del Estado que propició la gestión social 
y política de las regiones y ciudades (de lo local) con relativa autonomía 
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(Torres, 2007). De esta manera, lo local en su doble dimensión de espacio 
físico y político devino en el nuevo territorio de referencia de lo político, a 
partir de lo cual es posible repensar tanto la actuación sobre la crisis de 
gobernabilidad de las sociedades modernas como las soluciones al conjunto 
de las problemáticas ligadas al reconocimiento de las diferencias y la 
desigualdad social (Jouve, 2004). Sin embargo, asistimos a una crisis de lo 
político. La política se transforma, ya no es el vértice central para el 
ordenamiento de lo social en la medida en que ha sido desplazada por el 
mercado, lo que a su vez ha generado un caos social, porque precisamente 
la globalización económica ha demostrado su incapacidad de producir el 
orden, de autorregularse (Lechner, 2000). 
 
De manera que cada vez es más difícil para la política simbolizar la unidad 
de una sociedad cada vez más diversa, diferenciada, desigual y compleja. 
Las formas tradicionales de la política (ideologías, partidos políticos, lógicas 
clientelistas) están cada vez más lejos de la subjetividad de las personas, 
quienes exigen ser reconocidas tanto en su dignidad individual como en su 
especificidad cultural y su pertenencia a una comunidad de sentido 
(Lechner, 1996). En este contexto se produce una subjetividad 
(individualidad) fuertemente privatizada de espaldas a la sociedad y a la 
política. 
 
No obstante, en este contexto también han surgido nuevas expresiones de 
acción colectiva en el ámbito popular urbano que asumieron una distancia 
crítica ante las prácticas clientelistas y reivindicaron su autonomía frente al 
Estado, identificándose con las ideologías reformistas o revolucionarias de 
izquierda, a la vez que se diferenciaron de otras formas organizativas 
subordinadas al Estado (como las Juntas de Acción Comunal en el caso 
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colombiano), enfatizando su alternatividad en las visiones de futuro (Torres, 
2007). Así pues, “[…] dichas experiencias asociativas independientes 
también contribuyeron en la formación de nuevas identidades sociales y 
subjetividades políticas entre quienes participaron de los procesos de 
organización y lucha” (Torres, 2007: 243). 
 
En la década de 1990 estos procesos de acción colectiva que promueven y 
reconocen nuevas ciudadanías, asisten a un escenario de cambios 
institucionales que dieron cuenta de la consolidación de los procesos de 
democratización en la región impulsados desde los años ochenta, 
traducidos en la ampliación del reconocimiento de derechos, la 
descentralización de la gestión estatal en niveles territoriales, así como en la 
incorporación de nuevos espacios y mecanismos de participación ciudadana 
(Bromberg, 2011). 
 
Es en esta perspectiva que nos interesa comprender cómo los actores 
sociales asumen y construyen los escenarios de la democracia local que, en 
el caso que nos compete, se enmarca, de una parte, en los desarrollos del 
proceso de descentralización político-administrativa en Bogotá desde la 
Constitución Política de 1991 y, de otra, en las políticas públicas y los 
discursos sobre la ciudadanía que promovieron los dos gobiernos de 
izquierda del Polo Democrático en la ciudad, entre 2004 y 2011. 
 
En tal sentido, la construcción del marco conceptual para abordar nuestro 
objeto de estudio responde a la intención de realizar una interpretación 
sociológica de los escenarios de la ciudadanía y la interculturalidad en la 
construcción de lo público en el nivel local, entendido como espacio político 
proporcionado por la descentralización del Estado que posibilita nuevos 
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escenarios de conflicto, diálogo y negociación entre actores sociales y 
políticos diversos que convergen en el contexto de la cultura popular 
urbana, particularmente en la Localidad Rafael Uribe Uribe al suroriente de 
Bogotá.  
 
Así pues, las orientaciones conceptuales que desarrollamos en este capítulo 
encuentran una fundamentación adecuada (necesaria) en la sociología del 
sujeto propuesta por Alain Touraine en tanto comprende las realidades 
sociales, políticas y culturales de las sociedades contemporáneas a partir de 
la capacidad de acción de los sujetos. De esta manera se apunta a generar 
una conversación permanente entre la teoría y la realidad que nos brinde 
caminos posibles para comprender cuál es el sentido de la democracia 
local, cuáles son los significados de lo cultural y lo político (de la ciudadanía) 
para los actores sociales que convergen en el espacio público local, cómo 
logran (o no) estas subjetividades diversas posicionar sus agendas de 
incidencia política en los escenarios de decisión, y cómo se ejerce y se 
forma la(s) ciudadanía(s) en los escenarios de participación y de 
representación política que permiten el encuentro (y la negociación) entre la 
sociedad civil y el Estado en la construcción de lo público en lo local. 
 
Tal propósito hace necesario centrar el estudio en una perspectiva 
sociológica que nos permita interpretar las relaciones sociales entre las 
subjetividades diversas que luchan por el reconocimiento de su identidad 
cultural y de sus derechos en los escenarios de participación y decisión en 
el espacio público local, esto es, una sociología del sujeto que nos posibilite 
la articulación teórica y las rutas metodológicas adecuadas para 
comprender las condiciones en las que se constituye la ciudadanía desde la 
subjetividad (y viceversa), y para ver cómo ésta (la ciudadanía) incide en las 
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transformaciones de la realidad en el contexto territorial de lo local, en el 
que predomina la cultura popular urbana y la segregación social y espacial 
de los pobladores (Restrepo, 2006).  
 
1.2 La sociología del sujeto: el retorno de los actores 
sociales a la escena pública  
Los paradigmas y modelos teóricos en las ciencias sociales han sufrido 
cambios sustanciales en las últimas tres décadas, soportados en amplias y 
profundas revisiones a las pretendidas certezas de la teoría crítica, el 
funcionalismo sistémico y el estructuralismo (González, 2004). Cada 
perspectiva planteaba, a su manera, rígidos principios de cientificidad que 
redundaron, en algunos casos, en el determinismo de los roles y funciones 
en los que se valora el papel de la acción o de una estructura en virtud de si 
ayuda al mantenimiento del sistema o si es disfuncional (Dubet, 1989) y, en 
otros, en el uso de modelos cuantitativos y matemáticos para reivindicar el 
supuesto carácter de neutralidad del conocimiento científico (González, 
2004).  
 
En Latinoamérica los paradigmas de análisis sociológico sobre los procesos 
urbanos se suscribieron en esta tendencia. Inicialmente tiene lugar el 
‘paradigma modernizante’ a partir de la segunda posguerra (1945), 
expresado en la influencia del funcionalismo sistémico de Talcott Parsons 
(Jaramillo, 1997), perspectiva en la que el actor es producido por la 
socialización y por la internalización de los elementos estables del sistema. 
En esta época se asiste a un acelerado proceso de migración de pobladores 
rurales hacia los centros urbanos en la región, que se explica por el 
desarrollo de proyectos empresariales en zonas agrícolas que fueron 
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desplazando las economías campesinas, y por la expectativa que generaron 
las urbes para mejorar la calidad de vida de estos nuevos pobladores. En el 
caso colombiano estas migraciones se debieron a las oleadas de violencia 
política en la ruralidad que propiciaron el desplazamiento de campesinos 
hacia las ciudades, principalmente Bogotá. De esta manera se “hablaba de 
una transición de los roles o papeles sociales desde la sociedad ‘tradicional’ 
a la sociedad ‘moderna’” (Jaramillo, 1997: 2). En tal perspectiva sociológica 
(sistémica) la cuestión de la identidad responde a la concepción de la 
sociedad como un sistema de integración que alude a una organización de 
roles y de estatus orientados hacia valores colectivos, de tal forma que la 
acción social se reduce a “la realización adecuada de esta integración” 
(Dubet, 1989: 525). 
 
Como lo plantea el sociólogo colombiano Jaime Eduardo Jaramillo en su 
investigación sobre la cultura popular urbana:  
Esta emergencia de nuevos habitantes urbanos vinculados en sus sitios de 
origen a redes sociales específicas y a culturas: indígenas, campesinas y 
aldeanas; su difícil inserción en los espacios y el tejido social, político y cultural 
ciudadanos, fueron analizados por investigadores de la región y de fuera de 
ella, desde una perspectiva dualista y evolutiva, propia de los paradigmas 
entonces dominantes en las ciencias sociales, en especial en los Estados 
Unidos (1997: 1).  
 
De esta manera la reflexión sobre la modernidad en América Latina se 
centró en dos aspectos determinantes. Por un lado, la centralidad de la 
dependencia económica que marcó el proceso modernizador y, por el otro, 
la precariedad de la modernización política que resaltó el debate sobre la 
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necesidad de ampliar los procesos de democratización política y social en la 
región.  
 
Posteriormente, a mediados de la década de 1960, tiene lugar en América 
Latina un cambio de paradigma hacia el estructural-marxismo, que tiene su 
origen en la radicalización política de las universidades en la región 
(Jaramillo, 1997), cuya expresión más contundente se evidenció en la 
denominada teoría de la dependencia, que planteaba la vida social y política 
del continente como un mero reflejo de la dominación imperialista y colonial, 
constituyéndose de esta manera un capitalismo periférico en la región como 
determinante estructural que condicionó las lecturas sobre la realidad socio-
económica latinoamericana en la década del setenta (Touraine, 1987). Sin 
embargo, los estudiosos del paradigma dependentista encuentran serias 
dificultades para definir a los sectores populares en los contextos urbanos 
como una clase social. Evidentemente en el continente latinoamericano la 
clase obrera industrial ha sido minoritaria, “[…] la naturaleza del modo de 
desarrollo latinoamericano explica el sentido particularísimo que adoptan en 
este continente categorías como obreros, campesinos, clases medias, o 
incluso nociones como clase, partido, sindicato, y también como dictadura y 
democracia” (Touraine, 1989: 46). En tal sentido, al ampliar la mirada sobre 
las interacciones cotidianas de los sectores urbanos, se evidencia una 
diversidad de actores sociales que se explica en tanto “los países 
latinoamericanos son sociedades híbridas, donde se cruzan todo el tiempo 
formas distintas de disputar y negociar el sentido de la modernidad” (García, 
1995: 187). 
 
Ante esta tendencia, como plantea Touraine (1987), los actores sociales se 
rebelan contra el sistema, rechazan tanto su participación funcional en la 
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sociedad como el determinismo estructural sobre su identidad, situación que 
produce una crisis de la sociología que se aceleró con la incursión de los 
movimientos sociales en la década del sesenta, que se concentraron en las 
reivindicaciones desde la subjetividad (desde la identidad cultural). Desde 
entonces el actor social concentró su esfuerzo en la búsqueda de su 
identidad, en algunos casos aislándose y en otros articulándose a “grupos 
de concientización y expresión”. En ese sentido, en los ochenta ya no es 
posible una “representación dominante de la vida social”, de manera que se 
hace indispensable “remplazar la representación de la vida social de la 
sociología clásica, por otra distinta” (Touraine, 1987: 17). 
 
La sociología clásica —con excepción de la sociología comprensiva de Max 
Weber que se fundamentó en la interpretación de la acción social— había 
restringido el espacio para la idea de actor social. Cuanto más se otorgó 
centralidad a la idea de sociedad menos se habló de actores sociales, en 
tanto estos eran concebidos a partir de los atributos de los que son 
portadores, inherentes al lugar que ocupan en el sistema social, desde el 
cual comparten en mayor o menor medida los valores de la modernidad 
(Touraine, 1987). Este ocaso de la sociología clásica (sistémica), de 
acuerdo a los planteamientos de Touraine, tiene efectos y significados con 
relaciones complejas entre sí:  
[…] el finalismo de la modernidad deja su lugar a un análisis más científico de 
las relaciones sociales. Sobre las ruinas del evolucionismo y el funcionalismo 
asociados se construye un análisis de la cultura, de la economía y hasta de los 
sistemas sociales que elimina todo apoyo en la naturaleza de la sociedad o en 
el sentido de la historia. El objeto de la sociología ya no es la “sociedad” sino las 
conductas y las relaciones sociales (Touraine, 1987: 26). 
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Tales críticas y objeciones a la sociología clásica que tuvieron lugar durante 
los años setenta y ochenta, dieron paso a nuevos planteamientos y 
alternativas para el quehacer científico que reconoce en el sujeto y en los 
procesos de construcción de la subjetividad la capacidad creadora de los 
actores sociales. En este contexto se adelantó el proceso de 
descentralización del Estado en América Latina (y en Colombia) en el marco 
de las reformas estructurales y la implementación de las políticas 
neoliberales, y se inicia la consolidación de lo local como escenario de lo 
político, impulsado por estos movimientos sociales que demandaban ser 
reconocidos como sujetos políticos capaces de asumirse como actores de la 
democracia, de la construcción de lo público, en un contexto de ausencia 
estatal, o más bien, de excesiva presencia represiva del Estado y escaso 
bienestar social en los sectores populares urbanos (Gantiva, 1998). 
 
En esta perspectiva Alain Touraine (1987) plantea como principio central del 
análisis sociológico la capacidad que tienen los actores sociales de producir 
su historia a través de movimientos sociales en donde los actores entran en 
conflicto por el dominio de los modelos culturales que prevalecen en la 
organización de la sociedad. La sociología del sujeto surge frente al 
predominio de aquella sociología clásica que desdibujaba a los actores 
sociales en los roles funcionales ocupados por cada individuo dentro de la 
sociedad concebida como sistema social. La modernidad estuvo soportada 
durante mucho tiempo sobre esta idea de sociedad, sin embargo, “hoy solo 
puede desarrollarse desembarazándose de ella, combatiéndola incluso, y 
apoderándose del sujeto, que es cada vez más directamente opuesto a la 
idea de sociedad” (Touraine, 2006: 103). 
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El método de análisis sociológico que propone Alain Touraine (2003) se 
cimenta en la perspectiva teórica del sujeto. En tal sentido, se centra en la 
capacidad de acción de la sociedad sobre ella misma, esto es, en la 
capacidad que tienen los actores sociales de orientar su acción a partir de 
sus intereses, sus convicciones y su identidad; de manera que encuentra en 
las relaciones sociales la constitución de las orientaciones culturales de una 
comunidad política, aquello que Touraine denomina su historicidad. 
 
Precisamente este proceso que Touraine define como historicidad permite 
dar cuenta de las condiciones en las que los sujetos desarrollan la acción:  
El actor tiene unidad, ejerce un control regularizador y organizador sobre sus 
actividades solo en la medida en que viva personalmente su historicidad, es 
decir la capacidad de desprenderse de las formas y normas de reproducción de 
los comportamientos y del consumo, para participar en la producción de 
modelos culturales (Touraine, 1987: 32).  
 
De allí la pertinencia de abordar el análisis y la interpretación de las 
relaciones sociales en lo local desde la perspectiva sociológica del sujeto, 
en tanto los actores sociales que confluyen en la sociedad civil en el espacio 
micro-territorial incursionan en la democracia local con el propósito de 
generar transformaciones culturales en las formas tradicionales de lo 
político, lo que pone en cuestión la lógica hegemónica de la representación 
política para abrir (recrear) nuevos escenarios para el ejercicio ciudadano 
en la construcción de las decisiones, fundamentados en el diálogo 
intercultural y el reconocimiento de sujetos (de derechos) para la gestión de 
la política pública. 
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1.2.1 Interpretar las relaciones entre los actores sociales en los   
escenarios de la democracia local 
La sociología comprensiva de Max Weber define la relación social como una 
conducta plural de varios actores sociales que “[…] por el sentido que 
encierra, se presenta como recíprocamente referida, orientándose por esa 
reciprocidad” (1977: 17) En tal sentido, la relación social consiste en “la 
probabilidad de que se actuará socialmente en una forma (con sentido) 
indicable” (Weber, 1977: 21). La acción social de un individuo (o de un 
grupo de individuos) está orientada por la acción de los otros.  
 
De tal forma que el objeto de la sociología —y también de la historia, que se 
encarga de encontrar imputaciones causales en las personalidades, 
estructuras y acciones individuales, lo cual es fundamental para sustentar el 
análisis sociológico— es precisamente captar de la conexión de sentido (los 
motivos) de la acción, como una explicación válida dentro de una 
comunidad de sentido. La investigación sociológica busca entonces 
comprender el significado de la acción social, que es acción con sentido 
mentado, en tanto la acción de los individuos se orienta por la acción de los 
otros, y la significación se materializa en esas relaciones (escenarios) con 
los otros.  
  
La acción social siempre implica fines y propósitos, y para interpretarla —
comprender el sentido que conlleva— es necesario primero explicarla 
causalmente. Para ello Weber propone los tipos ideales, entendidos como 
planteamientos conceptuales que surgen como producto de las 
generalizaciones-abstracciones, promediando idealmente la acción, con la 
intención de encontrar “reglas generales del acaecer” (1977: 16) que se 
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distancian de la realidad histórica concreta, en tanto se construyen con 
adecuación de sentido. Weber llega a este planteamiento retomando la 
discusión de Rickert sobre el carácter irracional de la realidad, que sólo 
podemos asir a través de la racionalidad, es decir, transformándola a través 
de los conceptos, que nos permiten efectuar cortes, seccionar una realidad 
que es constante movimiento (Gómez, 2002). De allí la necesidad que tiene 
el investigador social de dotarse de un aparato conceptual que le permita 
acercarse a la realidad y compararla, evidenciando las cercanías y las 
distancias frente a los tipos ideales, que a su vez pueden reajustarse, 
redefinirse a partir de la experiencia interpretativa que supone la mirada 
hermenéutica (Alonso, 1998). 
 
En tal sentido el método sociológico hermenéutico que nos permite articular 
la investigación de nuestro objeto de estudio desde la teoría del sujeto, 
busca hacer evidente el sentido de un texto, en nuestro caso, de la acción 
como texto. Weber (1977) plantea que para comprender el sentido de la 
acción —racional con arreglo a fines o a valores, o irracional (afectiva)— es 
necesario explorar en la vivencia de los actores, en su experiencia, es decir, 
en el entramado de experiencias relacionales que constituyen lo social, en 
la medida en que los individuos soportan su acción en determinados valores 
que son compartidos o negociados en la interacción discursiva.  
 
El lenguaje hace posible que los actores sociales se relacionen, que 
compartan significados o difieran en éstos para sustentar sus prácticas 
sociales y culturales, otorgando valores culturales que soportan la 
colectividad. Reconocer el papel central del lenguaje en la constitución de lo 
social implica distanciarse de una “visión descriptivista y logicista de éste —
una visión fundamentada en su articulación gramática o sintáctica— para 
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entrar en la generatividad social de significados” (Alonso, 1998: 45). De tal 
manera que “los enunciados comunicativos expresan así líneas 
connotativas de significación, en tanto que el lenguaje no solamente tiene 
capacidad de referirse a hechos objetivos, sino que también es capaz de 
crear significados intersubjetivos” (Alonso, 1998: 45). 
 
En este orden, es posible plantear a manera de hipótesis orientadora que en 
la democracia local se presentan diferentes tipos de relaciones, conflictivas 
o complementarias entre actores sociales —que luchan por el 
reconocimiento de su subjetividad, de sus derechos, en la esfera pública— 
que abren las posibilidades para la configuración de escenarios de la 
ciudadanía intercultural, en términos de diálogo entre las diferencias 
culturales (González, 2007), expresados en las tensiones de los nuevos 
escenarios de participación ciudadana y de representación política en el 
proceso de construcción-negociación de lo público en lo local. 
 
La democracia local deviene, en tal sentido, en la condición institucional 
indispensable para la creación de opciones de futuro por parte de los 
actores. De no ser así, se degrada en mecanismos institucionales al servicio 
de los poderosos, a lo que hay que agregar que estos últimos se mantienen 
en el poder a través del sostenimiento de clientelas locales y del 
silenciamiento del debate político, obstruyendo el camino hacia el 
fortalecimiento de la cultura democrática que, como afirma Touraine (1994), 
propende por dos órdenes de conducta: la acción personal libre y el 
reconocimiento del otro. En este sentido, la cultura política democrática no 
puede existir sin una reconstrucción del espacio político y sin un retorno al 
debate político. Así pues la democracia local recrea el espacio local como 
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un escenario de negociación permanente entre múltiples sujetos y lógicas 
de poder.  
 
1.3 La democracia como política del sujeto en un “mundo 
social desgarrado” 
La idea occidental de sociedad y la idea de modernidad se complementan y 
se refuerzan en la medida en que la autoproducción de la sociedad aumenta 
la confianza en nuestra capacidad de ser modernos (Touraine, 2006). La 
acción social es, en esta perspectiva, la creación de un universo de obras 
culturales por el trabajo humano. En el mundo moderno las instituciones 
sociales son producto de la creación colectiva y, como tal, pueden ser 
transformadas o destruidas (Touraine, 1965). La democracia permite 
modificar las reglas de funcionamiento de la vida colectiva. Tenemos 
entonces un polo instituido, el de las reglas definidas por su utilidad 
colectiva, y uno instituyente, el terreno del sujeto.  
 
Sin embargo la definición de la democracia que nos propone Touraine 
(2004) no se limita al conjunto de procedimientos para establecer quiénes y 
cómo toman las decisiones. La democracia, más allá del aspecto 
procedimental, debe posibilitar la articulación de tres dimensiones 
fundamentales: la dimensión social-cultural que alude a la representación de 
intereses sociales diversos en los gobernantes; la dimensión moral que 
reclama la limitación de la arbitrariedad del poder (político y económico) y el 
reconocimiento de los derechos fundamentales como principio universal; y 
la dimensión cívico-política que establece la ciudadanía como principio de 
pertenencia al conjunto social. La ciudadanía entonces permite la 
construcción de un espacio propiamente político que constituye, al mismo 
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tiempo, la garantía de los derechos jurídicos y políticos de todos los 
ciudadanos. 
 
De esta forma la ciudadanía se define en tanto sentido de pertenencia a una 
comunidad y garantía de los derechos individuales. No hay democracia sin 
conciencia de pertenencia a una colectividad política: el país, la ciudad, la 
localidad. La ciudadanía supone una responsabilidad política individual que, 
a la vez, otorga el derecho de participar en la gestión de la sociedad, directa 
o indirectamente, frente a las lógicas no políticas de dominación como el 
mercado en su fase neoliberal. Como nos recuerda Touraine “No hay 
democracia que no sea representativa, es decir que no descanse sobre la 
movilización de las demandas sociales y la capacidad de los actores 
sociales para tomar conciencia de su realidad colectiva y organizar la 
defensa de sus intereses e ideas” (1987: 13). 
La democracia y el sujeto se erigen entonces como fuerzas de mediación 
ante la separación de la lógica de la racionalidad instrumental y la defensa 
de la identidad cultural que evidencia un mundo social desgarrado 
(Touraine, 2004), un mundo globalizado que se caracteriza por la 
separación y la jerarquización del universo de los flujos mundiales y el de 
las identidades locales, que se traduce en la disociación creciente entre la 
racionalidad instrumental y las identidades culturales.  
 
La globalización se impone predominantemente como la 
internacionalización de la producción de los intercambios económicos 
posibilitada por la mediación tecnológica en tiempo real. Alude al hecho de 
que la actividad económica y los actores económicos se organizan y 
funcionan cada vez más a nivel mundial, mientras que el resto de actores 
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socio-culturales no están organizados a ese nivel. De ahí entonces la 
ruptura entre el mundo económico y el mundo social. Ruptura que 
denominamos capitalismo, componente esencial de la evolución económica 
que consiste en liberar la economía de cualquier tipo de control social 
(Lechner, 1996).  
 
A partir de las reformas estructurales impulsadas por el denominado 
Consenso de Washington en la década de los noventa los Estados 
latinoamericanos desarrollaron esquemas de gestión de la política pública 
basados en la competitividad, acorde con el modelo neoliberal, sustentados 
en la eficiencia, la reducción del tamaño del Estado y la disminución de las 
intervenciones y regulaciones públicas en favor de una amplia capacidad 
regulatoria del mercado (Roth, 2010).  
 
En Colombia precisamente la Constitución Política de 1991 signó el quiebre 
de la república unitaria hacia la descentralización, siguiendo un modelo 
enmarcado en las grandes trasformaciones estructurales y económicas, con 
la puesta en marcha de las políticas neoliberales que apuntaron a la 
reducción del tamaño del Estado y de la regulación política de la economía 
de mercado (Zambrano, 2010). El neoliberalismo impone, de acuerdo a los 
planteamientos de Lechner (1996), el remplazo del orden producido (por la 
política) por el orden autorregulado (equilibrio espontáneo de la acción 
humana). De esta manera el mercado se erige como el principio constitutivo 
de la organización social. Sin embargo, el mercado no logra dicha 
autorregulación porque no posee la capacidad de autolimitación y 
autosuficiencia, de manera que no constituye un orden autorregulado. El 
mercado no puede sustituir a la política en tanto responde a racionalidades 
diferentes. 
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Se trata del predominio del capital financiero que produce como 
consecuencia la descomposición social (de las organizaciones, los partidos, 
las familias, los barrios, las ciudades, etc.). En esta ruptura, entre lo social y 
lo económico, lo social se descompone, caemos en la desesperanza de 
nuestras esperanzas, de nuestros intentos desesperados por dar soluciones 
locales a problemas producidos globalmente, pese a que tales soluciones 
no existen ni podemos encontrarlas (Bauman, 2009). Lo único que nos 
queda en este proceso de descomposición es el derecho a ser nosotros los 
creadores de nuestra propia existencia.  
 
La razón de ser de la democracia consiste entonces en aportar las 
condiciones institucionales indispensables para la acción del sujeto 
personal, capaz de constituirse como actor para hacer de su experiencia de 
vida el ejercicio de su libertad. Para Touraine (2004) el reto de nuestras 
sociedades consiste en integrar el diálogo entre la razón y el sujeto. Entre la 
racionalidad técnica y la libertad del sujeto. Y la democracia es el espacio 
político abierto que permite la discusión entre la razón instrumental y la 
identidad cultural. De esta manera el sujeto, individual o colectivo, 
reinterpreta su memoria para ser moderno, se nutre de su pasado para ser 
proyecto, y reconoce en los otros la capacidad de ser sujetos.  
 
1.3.1 El sujeto en el escenario global 
La globalización es una forma extrema de capitalismo sin contrapeso que 
impulsa la circulación acelerada de bienes y servicios, de obras y prácticas 
culturales, de representaciones sociales y políticas (Bauman, 2009). La 
globalización se materializa en la sociedad de masas, constituida a partir de 
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la circulación de los mismos productos materiales y culturales en todos los 
países con niveles de vida y tradiciones culturales muy diversas; fenómeno 
que produce el distanciamiento entre la actividad tecnoeconómica y la 
conciencia de sí (Touraine, 2004). 
 
El escenario global se explica a partir de la creciente disociación de los 
mecanismos financieros-económicos que funcionan a nivel mundial, y de las 
organizaciones políticas, sociales y culturales que operan a escala reducida. 
Los problemas globales solo pueden tener soluciones globales. Pero éstas 
han estado hasta el momento fuera de nuestro alcance puesto que 
actuamos a escala local o regional (Bauman, 2009). 
 
Es frente a la constatación de esta escisión que Touraine define la 
democracia como la política del sujeto, como posibilidad para la 
recomposición del mundo fragmentado de la modernidad, en donde cada 
vez es más creciente la disociación entre lo universal y lo particular, entre la 
racionalidad ligada a la unidad de la ley y la técnica frente a la diversidad 
cultural y la libertad personal. El sujeto aparece entonces como la 
capacidad, individual o colectiva, de asumirse como actor para propiciar el 
debate por la defensa de los derechos fundamentales. Es la combinación 
entre la resistencia a la dominación, el amor a sí mismo y a su libertad, y el 
reconocimiento de los demás como sujetos, en una apuesta por vincular la 
acción al debate democrático (Touraine, 2004).  
 
El sujeto es a la vez disidencia y resistencia frente a la imposición de 
poderes externos que intentan dominarlo, como la fuerza del mercado. 
Lucha al mismo tiempo contra la lógica del comunitarismo que lo encierra en 
la identidad, reproduciendo la violencia e impidiendo el reconocimiento de 
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los otros, y contra la lógica del mercado que lo reduce a consumidor 
(Touraine, 2006b), al mismo tiempo que desplaza la política.  
  
1.3.2 Movimientos sociales y nuevas ciudadanías 
Lechner (2000) plantea dos elementos cruciales para comprender las 
transformaciones de la política: de una parte, los cambios estructurales 
expresados en los procesos de diferenciación y de globalización; y de otra, 
los cambios en la dimensión simbólica de la política. Los procesos de 
diferenciación aluden a la relativa autonomía y a la capacidad de 
autorreferencialidad de los sistemas funcionales (sistema económico, 
jurídico, educativo, y por supuesto el sistema político) que se dotan de esta 
manera de lógicas específicas y provocan el descentramiento de la política, 
haciendo de la “cuestión del orden social” un problema crucial (una crisis) 
en la medida en que se restringe la capacidad de la acción política por 
causa de la expansión del mercado (sistema económico). En ese escenario 
asistimos a un debilitamiento de la dimensión simbólica de la política que se 
expresa en el “desperfilamiento de las ideologías” (desideologización). 
Situación que se explica por el colapso del sistema comunista luego de la 
caída del muro de Berlín y por las transformaciones que implicaron este 
“cambio de época” (Lechner, 2000: 4). 
 
De acuerdo con Lechner, actualmente nos encontramos en un periodo de 
inflexión en el que “las dinámicas del mercado determinan el dinamismo 
social” (1996: 7), de manera que asistimos a la pérdida de centralidad de la 
política. En este contexto  
[…] fenómenos de larga data y fenómenos emergentes se entrecruzan en 
múltiples amalgamas. Resulta entonces difícil distinguir entre formas 
efectivamente nuevas y configuraciones propias a la fase de transición. 
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Digamos con cautela que el proceso general de transformación conlleva una 
transformación de la política misma (Lechner, 1996: 8).  
 
La modernidad, de acuerdo con Touraine (1995), se define a partir de dos 
principios no sociales que fundamentan la sociedad: la creencia en la 
racionalidad y la acción racional, y el reconocimiento de los derechos 
individuales como principios universales. En la modernidad la integración 
del mundo y el hombre se quiebra, dando lugar a un principio interior en 
éste. La modernidad es la separación del mundo racional del mundo 
sagrado, es el nacimiento del hombre interior, de la intimidad (Touraine, 
1995). En esta concepción descansa la idea de la separación entre la vida 
pública, ligada a la razón y la ley según la organización racional de las 
relaciones sociales, y la vida privada, vinculada a la tradición y a las 
pasiones. En tal sentido la modernidad lleva consigo una tensión 
permanente entre la razón y los derechos individuales, de un lado, y el 
interés colectivo, del otro. De esta manera es posible observar cómo el 
descentramiento de la política conlleva a la reestructuración de lo público y 
lo privado. 
 
Es evidente el distanciamiento y la tensión entre un proyecto de 
racionalización elitista y la fragmentación social y cultural manifiesta en 
intensos procesos de subjetivación alentada por los movimientos sociales 
latinoamericanos (Lechner, 1990). Movimientos sociales que, si bien no 
responden en estricto sentido a la definición propuesta por Touraine (1987) 
en cuanto al conflicto por el control social de la historicidad, surgieron como 
un intento de aliviar la tensión entre el universo de la racionalidad 
instrumental y el universo simbólico, a través de un esfuerzo consciente de 
subjetivación justificado en la necesidad de ser reconocidos como actores. 
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Racionalidad instrumental y subjetivación devienen entonces en las claves 
para la comprensión de la modernidad latinoamericana, abriendo de esta 
manera el camino para el análisis de la realidad política y social desde las 
nociones de sujeto y actor social, que permitieron la resignificación de la 
ciudadanía desde la acción de estos movimientos sociales. 
 
Así pues, los movimientos sociales y populares, durante las décadas de 
1970 y 1980, constituyeron un detonante crucial para la renovación teórica y 
política en América Latina. Concebida para algunos teóricos como una 
sociedad dual que se caracteriza por la división tajante entre la masa que 
consume y los marginales que son excluidos (Touraine, 1989). De allí se 
desprende una nueva concepción de la ciudadanía que se expresó en las 
diferentes luchas por el reconocimiento de derechos que estaban 
confinados a la regulación del mercado y a las dinámicas de lo privado, o 
que ni siquiera se concebían culturalmente válidos (Dagnino, 2001). Son los 
movimientos sociales los que hacen retornar los actores sociales a la 
escena política, de la que habían sido expulsados por la interpretación 
determinista del proceso histórico, de un lado, y por la concepción y la 
práctica elitista de la democracia que redujo la idea de ésta a la 
competencia entre élites económicas y políticas por el poder, del otro. 
 
La acción colectiva para luchar por los derechos económicos, sociales y 
culturales en una sociedad excluyente y jerarquizada permitió que el 
proceso democratizador se extendiera hacia el reconocimiento de las 
diferencias culturales, lo que ha significado un avance crucial para la 
inclusión social y política de las mujeres, los homosexuales, los niños, las 
comunidades étnicas, entre otros grupos. Sin embargo, en esta lucha los 
actores sociales se enfrentan a un neoliberalismo exacerbado que entiende 
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la ciudadanía como “fascinante integración individual al mercado” (Dagnino, 
2001: 75) y que propende por la eliminación de estos derechos adquiridos 
en la lógica de la reducción del Estado y de sus responsabilidades. En ese 
contexto se produce una redefinición de la ciudadanía en dos sentidos. Por 
un lado, una “ciudadanía instrumental” descreída de la política que reclama 
del Estado eficiencia administrativa pero que no está interesada en la 
participación y, de otro lado, una “ciudadanía política” que apuesta por (la 
participación) la acción colectiva de los propios ciudadanos (Lechner, 2000). 
 
La respuesta a esta situación fue la ingeniosa reelaboración de la relación 
entre cultura y política que impulsaron los movimientos sociales, a partir de 
la constitución de nuevos sujetos políticos que asumieron la construcción de 
su identidad en relación con el entramado de diferencias culturales que 
constituyen los otros. De allí se desprende una nueva concepción de la 
ciudadanía en términos de derechos culturales —además de sociales y 
políticos— y de nuevas formas de hacer política: una nueva cultura política 
que al reconocer la importancia de la vida cotidiana, de la identidad cultural 
de los sujetos, permite renegociar los límites entre lo público y lo privado, 
redefiniendo la esfera pública como escenario de deliberación de los 
ciudadanos sobre sus problemas comunes (Fraser, 1997), pero además 
como un espacio institucionalizado de interacción discursiva entre la 
sociedad civil, la sociedad política y el Estado para ampliar el espectro de la 
representación de los intereses. Lo cual es más coherente para una 
sociedad latinoamericana que se caracteriza por su heterogeneidad —y su 
hibridez cultural— y por un proceso modernizador exógeno, que dio lugar a 
una modernidad particular signada por Estados autoritarios que alternaron 
procesos de modernización económica con tradicionalismo político-religioso, 
clientelismo y tutelaje (Touraine, 1989).  
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De esta manera lo cotidiano, que estaba relegado a la esfera de lo privado, 
reaparece en la esfera pública, quiere ser discutido, negociado. El interés 
por la vida cotidiana se debe a un descontento con la vida cotidiana y con 
las formas habituales de hacer política. Lo interesante entonces es asumir la 
vida cotidiana como un campo de análisis de los contextos en los cuales 
diferentes experiencias particulares llegan a reconocerse en identidades 
colectivas y se constituyen en actores sociales que reinterpretan la relación 
entre lo cultural y lo político (Lechner, 1990). 
 
En esta perspectiva nos interesa indagar de qué manera los escenarios de 
la democracia, en la Localidad Rafael Uribe Uribe, han propiciado (o no) 
avances significativos en la construcción de la cultura democrática al 
posibilitar el reconocimiento y la intervención positiva sobre los derechos 
humanos de los diferentes, de los otros que estaban ocultos, invisibilizados 
por aquellos discursos y prácticas políticas tradicionales, más cercanas a 
las lógicas clientelistas que al debate democrático, más preocupadas por la 
reproducción electoral que por el sentido profundo de lo político (Torres, 
2007). Se hace necesario entonces comprender cómo se redefine la esfera 
pública, que va de lo local a lo global y viceversa, y que no puede quedar 
confinada por el Estado ni por la sociedad civil, sino que más bien deber ser 
entendida como el producto de la tensión entre ambos. 
 
1.3.3 La sociedad civil en la cultura popular urbana y la 
redefinición de la esfera pública  
Según Touraine “la democracia se define por la naturaleza de los vínculos 
entre la sociedad civil, la sociedad política y el Estado” (2004: 160), y no por 
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la separación de poderes como propone la teoría liberal de la democracia. 
En América Latina (y en Colombia) la democracia se ha caracterizado por la 
combinación entre democracia representativa, corrupción y clientelismo 
(Roll, 2002), dejando de lado el principio según el cual las fuerzas políticas 
deben estar al servicio de la diversidad de intereses. Ahora bien, si la 
democracia se reduce a un mercado político abierto (de redes clientelistas y 
marcas políticas) y no se define como la gestión de los cambios históricos, 
se pierde en la partidocracia, los lobbies y la corrupción (Touraine, 2004). 
 
En contraste, en el momento en que actores sociales y actores políticos 
están vinculados unos a otros y, por lo tanto, cuando la representatividad 
social de los gobernantes está asegurada, la democracia puede 
desarrollarse plenamente. Esto asociado a la limitación de los poderes y a la 
conciencia ciudadana de pertenencia a la comunidad política. Sentimiento 
de pertenencia que, a la vez que significa garantía de los derechos, orienta 
la formulación de las demandas y permite que los ciudadanos asuman la 
responsabilidad de su gobierno. De esta forma la democracia se concibe 
como un sistema de mediaciones entre el Estado y los actores sociales (la 
sociedad civil), en donde el sistema político es el escenario de las 
reivindicaciones en una sociedad consciente de sus orientaciones y 
conflictos (ver gráfico 1).  
 
La separación de sociedad civil, sociedad política y Estado es una condición 
central para la formación y el funcionamiento de la democracia, según el 
planteamiento de Touraine (2004). El sistema político es el espacio de la 
sociedad política. Se define por la interacción entre la pluralidad de 
intereses de los actores sociales y la unidad de la ley, permitiendo las 
relaciones entre la sociedad civil y el Estado. 
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Gráfico 1. La democracia como escenario de la sociedad civil, la sociedad 
política y el Estado 
 
Elaboración propia a partir de los planteamientos de Touraine (2004). 
 
La existencia de un conflicto general entre los actores sociales que 
configuran la sociedad civil constituye la base más sólida para la 
democracia. De allí la importancia que reviste para la democracia la 
representatividad de los intereses de los diversos actores políticos, lo que 
demanda cierto nivel de agregación de las demandas de las diversas 
categorías sociales con capacidad de organización autónoma, en el nivel 
mismo de la vida social y por encima de la vida política: sindicatos, 
asociaciones, organizaciones sociales, grupos religiosos, colectivos 
diversos, medios de comunicación comunitaria, entre otros. 
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Los aportes de Gramsci al respecto han sido fundamentales para la 
renovación conceptual de la izquierda latinoamericana en la medida en que 
produjeron un giro radical en la concepción del sujeto político y la sociedad 
civil, tomando distancia de la premisa del determinismo económico que 
hace prevalecer las estructuras sociales y económicas sobre la capacidad 
de acción de los actores políticos (Herrera, 2009). Para Marx el Estado y la 
sociedad civil aluden a dos esferas antitéticas, atravesadas por los 
conflictos sociales y las formas históricas de producción (Gantiva, 1998). La 
sociedad civil integra el mundo de las relaciones económicas, familiares, 
corporativas. Gramsci, en cambio, ubica a la sociedad civil en el nivel de la 
superestructura, de manera que  
[…] se pueden fijar dos “planos” superestructurales: el que puede llamarse de la 
“sociedad civil”, es decir, el conjunto de los organismos llamados “privados” y el 
de la “sociedad política o el Estado” que corresponde a la función de 
“hegemonía” ejercida por el grupo dominante en toda la sociedad y a la función 
de “domino directo” o de mando que se expresa en el Estado y en el gobierno 
“jurídico” (Gramsci, citado en Gantiva, 1998: 66). 
 
La ubicación que hace Gramsci de la sociedad civil en la superestructura 
plantea la incorporación de la cultura, las ideologías orgánicas, la ética y la 
ciudadanía en el terreno de la hegemonía política (Gantiva, 1998). 
Elementos que expresan la dimensión intelectual y moral del proyecto 
histórico del modelo cultural hegemónico. De esta forma el Estado, 
expresión (conductor) de la hegemonía política, es a la vez sociedad política 
y sociedad civil. En ese contexto los intelectuales se erigen como grupo 
social que garantiza (en tanto produce) la homogeneidad de la totalidad 
social (Gantiva, 1998). En tal sentido las funciones del Estado son tanto 
éticas, educativas y culturales, como coercitivas y administrativas. 
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En este sentido, como recoge Dagnino, tres conceptos centrales en 
Gramsci constituyen este giro en la izquierda de América Latina: el de 
hegemonía, que alude al “proceso de articulación de diferentes intereses en 
torno a una implementación gradual y siempre renovada de un proyecto 
para la transformación de la sociedad” (2001: 56), y que requiere de una 
reforma moral e intelectual y del consentimiento activo para operar; el de 
transformación social que otorga una centralidad importante a la cultura y 
que permite superar la idea según la cual revolución solo puede ser el 
producto de la lucha violenta por obtener el control del Estado, en tanto la 
hegemonía implica más que eso, ya que conlleva una nueva visión del 
mundo; y el de la sociedad civil como “terreno de lucha política” en el que se 
amplía el espectro de lo político más allá del Estado y se reconoce la 
pluralidad de las relaciones de poder (Dagnino, 2001).  
 
En ese sentido el concepto de hegemonía, según la lectura que hace Laclau 
de Gramsci alude a una  
[…] fuerza concreta (que), en cierto momento, no se limita a su propia 
concreción, sino que al mismo tiempo, representa el horizonte imaginario de 
toda una sociedad o de todo un campo de fuerzas; el objeto último de esta 
representación —la sistematicidad del sistema— no tiene forma directa de 
expresión y es siempre una particularidad concreta la que lo va a encarnar. Esta 
relación de encarnación constituye la relación hegemónica (1997: 77). 
  
Laclau (1997) desarrolla de este modo la noción de rearticulaciones 
hegemónicas, las cuales comienzan en el nivel de la sociedad civil, dando 
lugar a una subjetividad hegemónicamente concebida. De manera que la 
relación hegemónica es constitutivamente política. Para Gramsci la 
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sociedad civil es el escenario en el que se materializa la hegemonía, a la 
vez que es el lugar en el que se despliega la lucha por la transformación de 
ésta, por el poder político. La sociedad civil es entonces el escenario de 
confrontación ideológica y política. Esto explica la importancia que tienen 
para Gramsci las formas organizativas de las clases subalternas, en la 
medida en que se materializan instrumentos poderosos de cohesión que se 
inscriben en las luchas por el poder político y en sus reivindicaciones. Es 
precisamente en estas luchas que las clases subalternas deben incorporar a 
los intelectuales y asumirse como tales, en tanto se trata de una lucha 
predominantemente ideológica y cultural por el poder político (Santana, 
1989). 
 
Las luchas de los sectores populares y los excluidos en las ciudades 
latinoamericanas encontraron en la acción colectiva tanto la capacidad de 
expandir y conquistar sus derechos como la posibilidad de constituirse y ser 
reconocidos como actores políticos (Torres, 2007). Sin embargo las 
organizaciones de base surgidas a mediados de siglo fueron en su mayoría 
subsumidas por las lógicas corporativas o de clientela características de los 
sistemas políticos que suscribían. En el caso colombiano esto se evidenció 
con la creación de las Juntas de Acción Comunal en 1958 que, en el 
contexto del Frente Nacional y de la Alianza para el Progreso, se 
convirtieron en las instancias que permitieron canalizar institucionalmente 
las demandas e iniciativas de los pobladores.  
 
En ese contexto se impuso el clientelismo, “entendido como intercambio de 
recursos entre organizaciones de base y sistema político en un contexto de 
escasos de recursos” (Torres, 2007: 243), generando series de redes 
clientelistas que viabilizaban el acceso a recursos y la atención de las 
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demandas de los pobladores populares, al tiempo que reproducían las 
relaciones de dominación de los partidos políticos en el poder. De manera 
que esta relación instrumental entre el Estado y los pobladores populares 
urbanos impuso una suerte de pragmatismo de los líderes comunitarios que 
generaron una experticia en la consecución de recursos que les permitió 
acaparar la representación de los pobladores de los barrios frente a las 
autoridades.  
 
Ante este escenario surgieron en los años setenta una serie de apuestas 
organizativas en los barrios populares que cuestionaron esa lógica de la 
acción política y generaron formas creativas de empoderamiento y 
autogestión. De acuerdo con las investigaciones de Alfonso Torres sobre los 
procesos de acción colectiva en los sectores populares de la ciudad: 
En Bogotá, al igual que en otras ciudades del país y el continente, desde la 
década de los setenta dicho monopolio (de las redes clientelistas) fue 
cuestionado por una serie de asociaciones de base con pretensión de 
autonomía y alternatividad a las estrategias de control social y político 
generadas por el gobierno desde mediados de siglo. Impulsadas por activistas 
provenientes del espectro político, eclesial y cultural de izquierda y por nuevos 
actores sociales de los barrios, como las mujeres y los jóvenes, se ocuparon de 
nuevas problemáticas como la educación infantil y de adultos, las actividades 
culturales y artísticas, la autogestión económica, el medio ambiente y la 
comunicación (Torres, 2007: 42). 
 
De manera que indagar por la dinámica de estos movimientos sociales hace 
indispensable vincularlos como integrantes de la sociedad civil. En 
Colombia estos movimientos sociales tuvieron una importante presencia en 
las luchas por los derechos sociales a finales de los años setenta y en la 
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década de los ochenta, expresados en movimientos cívico-populares de 
corte reivindicativo urbano y regional alrededor de la demanda de servicios 
públicos, de transporte e infraestructura urbana y contra la violencia 
principalmente, que desarrollaron sus apuestas a través de la acción 
colectiva de comités cívicos locales, juntas comunales, asociaciones de 
vecinos, ONG, entre otros (Santana, 1989). Asimismo, a mediados de los 
ochenta el movimiento sindical encuentra su mayor expresión de cohesión y 
potencial político en la conformación de la Central Unitaria de trabajadores 
(CUT). De manera que se produce una revalorización de la sociedad civil 
con una clara connotación política: el cuestionamiento de (y la intensión de 
transformar) “las condiciones sociales de la democracia”, sumado al interés 
intelectual “por arraigar la democratización en los problemas concretos de la 
gente común” (Lechner, 1990: 30). 
La noción gramsciana de transformación social alude, de una parte, a la 
noción de poder en términos de la relación entre fuerzas sociales que deben 
sufrir una transformación y, de otra, a la construcción histórica como 
proceso y no como determinación de las estructuras económicas y sociales 
(Dagnino, 2001). En tal sentido, es posible reinterpretar el papel de las 
subjetividades y de la significación cultural en el proceso de construcción de 
la hegemonía. De esta forma la discusión entre los intelectuales 
latinoamericanos sobre la democracia adquirió una relevancia tal que se 
relaciona con el debate político sobre, y desde, la sociedad civil, en la 
resignificación del Estado y su excluyente centralidad —que había 
conllevado a un sesgo en el análisis por mucho tiempo al priorizarse una 
concepción estatista de la política. 
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Es en esa perspectiva que la propuesta gramsciana de resignificación del 
papel de la sociedad civil en la construcción de la hegemonía constituye la 
base teórica que posibilita a la izquierda encontrar allí un nuevo escenario 
de la política, que permite superar la concepción y el discurso funcionalista 
que había subsumido a la ciudadanía —sobre todo para los sectores 
subalternos— así como la visión que reduce la democracia a la 
competencia entre las élites del poder. Tiene ahora sentido la necesidad de 
una reforma intelectual y moral (Dagnino, 2001) que dinamice el debate 
sobre la construcción colectiva del espacio público, y que posibilite la 
continuidad entre la sociedad civil y el Estado. Es por esa vía que hacen su 
aparición en el escenario las diferencias culturales que componen la 
heterogeneidad de la sociedad civil que, en ese tránsito, ponen de relieve la 
necesidad de encontrar en la negociación permanente entre los diversos 
sujetos políticos la salida a los conflictos sociales, económicos y culturales 
de los pobladores populares urbanos en las ciudades latinoamericanas.  
 
En la Localidad Rafael Uribe Uribe, ubicada al suroriente del área urbana de 
Bogotá, la reconfiguración de la sociedad civil se relaciona con el proceso 
histórico2 de ocupación del territorio que inició con la construcción de los 
barrios obreros planificados como el Barrio Inglés, Santa Lucía, Quiroga, 
Olaya, Centenario y San José Obrero entre los años veinte y cincuenta del 
siglo XX. Entre las décadas de 1950 y 1960 se consolida el poblamiento 
urbano en las zonas residenciales bajas de estos barrios, la mayoría por 
autoconstrucción (SDP, 2009), a partir de las oleadas de desplazados 
impulsadas por el 9 de abril, las violencias y los modelos de desarrollo que 
                                               
2
 Sin embargo, si miramos más atrás, sus orígenes se remontan a los proceso de urbanización de las haciendas 
y fincas de las cuales aún se conservan huellas-memoria en los nombres de los barrios (Llano de Mesa, Santa 
Lucía, El Porvenir, La Yerbabuena, San Jorge, Quiroga, Granjas de San Pablo, Granjas de Santa Sofía, Los 
Molinos de Chiguaza y La Fiscala) (SDA, 2009: 6). 
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enseguida generaron el significativo hito que constituyó la primera invasión 
masiva en Bogotá que devino en la creación del barrio Las Colinas en 1961 
(Restrepo, 2006). 
 
Entre las décadas de 1960 y 1980 se desarrolla el poblamiento de la zona 
de Las Lomas, que había iniciado con la invasión del barrio Las Colinas, 
expresión de lo que serían las luchas por el derecho a la vivienda en la 
ciudad (Zambrano, 2007). Durante los años 60 y 70 los pobladores del 
sector San José, Quiroga, Gustavo Restrepo y Las Colinas, a través de sus 
organizaciones sociales, asociaciones de vecinos y Juntas de Acción 
Comunal lucharon por el derecho a la ciudad, por el derecho a la vida social 
urbana (Lefebvre, 1978). Luchas por los servicios públicos (agua, 
alcantarillado, energía eléctrica) y la legalización de barrios, expresadas en 
solicitudes al Estado y movilizaciones sociales para reclamar la construcción 
de infraestructura vial, rutas de transporte, colegios y equipamientos 
colectivos. Estos movimientos sociales son la expresión de las luchas 
ciudadanas por superar la desigualdad social y económica en un contexto 
de ausencia estatal que sirvió de escenario para la expansión exacerbada 
no planificada de la ciudad hacia el suroriente. En este contexto 
sociocultural también se tejió una importante solidaridad vecinal que se 
puede observar en la acción colectiva que se generó para construir salones 
comunales, parroquias, redes de suministro de agua, casas comunitarias, 
parques, entre otros (Restrepo, 2006). 
 
En 1979 se inicia el poblamiento de la parte más suroriental de la Localidad 
con la urbanización ilegal promovida por Alfredo Guerrero Estrada, político 
liberal y lugarteniente del Alcalde de entonces Hernando Durán Dussan 
quien auspició esta ocupación con comprobados fines electorales (Zuluaga, 
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1986), que dio origen al barrio Diana Turbay integrado por nueve sectores 
que se fueron consolidando a finales de los ochenta y comienzos de los 
noventa. Entre 1988 y 1998 se desarrollaron alrededor de treinta 
asentamientos en “condiciones de subnormalidad” en el extremos sur de la 
Localidad aumentando considerablemente la densidad poblacional3 y los 
indicadores de necesidades básicas insatisfechas y de problemas de 
convivencia social, que la ubican en el sexto lugar entre las localidades más 
desiguales y segregadas de Bogotá (SDP, 2009). Igualmente entre los años 
ochenta y noventa fueron ocupadas las zonas con mayores pendientes en 
zonas escarpadas de la Localidad. De esta manera se generó el actual 
mosaico urbanístico, integrado por un parte plana y unas montañas 
pobladas, en el que predomina la estética urbanística de la 
autoconstrucción. Esta geografía particular se debe a que la Localidad está 
incrustada entre la cuenca media oriental del río Tunjuelo, atravesada por la 
Quebrada Chiguaza, y la cuenca del río Fucha de la que hacen parte los 
canales Albina y Río Seco. 
 
En este entramado de relaciones sociales, entre prácticas culturales en el 
territorio se fue constituyendo en lo local, el campo urbano-popular 
(Jaramillo, 1997), reflejo de la apropiación espacial que adelantaron las 
familias de desplazados provenientes de diferentes regiones del país 
(Restrepo, 2006) constituyendo un entramado cultural muy diverso: “[…] la 
                                               
3
 El incremento poblacional ha sido bastante significativo en la Localidad, que actualmente se ubica como la 
de mayor densidad poblacional 288 hab/ha, entre 1985 y 1993 mientras Bogotá reportó un crecimiento 
general de la población del 27% en la Localidad fue del 34%. Para esta época (1993) la densidad poblacional 
en Rafael Uribe Uribe era de 274,2 hab/ha mientras la media de la ciudad era de 141,6 hab/ha. La tendencia se 
confirma en 2005 conservando el primer lugar con una densidad poblacional de 271,9 hab/ha si bien la 
densidad promedio de la ciudad había aumentado a 176 hab/ha (SDA, 2009: 13). Esta situación tiene que ver 
con la escasa oferta de espacio público y de zonas verdes en un contexto de muy baja calidad de vida en la 
mayor parte de la Localidad. De manera que la ocupación territorial de acuerdo a su dinámica demográfica y 
socioeconómica ha producido una Localidad que en el actual ordenamiento territorial de la ciudad 
corresponde en su totalidad a suelo urbano. 
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Localidad Rafael Uribe Uribe es una muestra de la heterogeneidad de la 
nación y una suerte de palimpsesto en el que se inscribe el pasado, el 
presente y el futuro de un país multicultural y multiétnico” (Restrepo, 2006: 
18). El campo urbano-popular, concepto que construye el profesor Jaramillo 
(1997) basándose en la teoría sociológica de Pierre Bourdieu, está 
integrado por una diversidad de actores sociales que en todo caso se 
encuentran mayoritariamente en una situación de subordinación 
socioeconómica y cultural, una situación de subalternidad frente a la 
hegemonía política y socio-cultural.  
En el campo urbano-popular (según la tentativa teórica que hacemos de 
construcción del concepto), entran en relación tanto de cooperación como de 
competencia, agentes adscritos a determinadas posiciones sociales, quienes se 
caracterizan una situación estructuralmente subordinada. En la formación 
social nacional, en el conjunto de las especies de “capital” (económico, social, 
político, cultural) se hallan en un cuádruple proceso de exclusión, o en todo 
caso, de apropiación parcial” (Jaramillo, 2007: 14) [Negritas en el texto 
original]. 
 
El concepto de campo urbano-popular permite complementar el análisis de 
la realidad sociocultural del espacio social local en este sector del suroriente 
de Bogotá, en tanto articula a la vez, la situación de subalternidad (de 
subordinación estructural —socio-económica y cultural— inducido por las 
reformas neoliberales) y la diversidad de subjetividades que observamos en 
los sectores populares, constituyéndose en un “campo social específico, 
que supone un horizonte de posibilidades y expectativas, propio de un 
conjunto de actividades laborales, de redes sociales y de intercambio 
simbólico, particulares” (Jaramillo, 2007: 19) 
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Esta apropiación del espacio que realizaron los actores sociales fue 
generando también una economía popular (predominantemente informal) 
manifiesta en los hacedores de oficios, obreros y prestadores de servicios 
(panaderos, modistas, sastres, ornamentadores, enfermeras, zapateros, 
carniceros, maestros de construcción, conductores, carpinteros, peluqueros, 
cocineras, celadores, vendedores ambulantes, y un gran etcétera) que 
fueron construyendo sus lugares de trabajo propiciando un entramado de 
relaciones socioeconómicas y culturales desde la subalternidad. Una 
economía simbólica subalterna que a su vez generó múltiples solidaridades 
(Restrepo, 2006), escenarios de organización social y participación que se 
fueron concretando en las luchas de los movimientos sociales por el 
derecho a la ciudad, por el derecho a ser reconocidos en su especificidad 
cultural y a la participación en la actividad económica en el espacio público 
local. Espacio local que es político en tanto da cuenta de las múltiples 
relaciones de poder que allí tienen lugar, recreando nuevos escenarios de lo 
público que dan sentido(s) a la(s) ciudadanía(s) en el contexto de la cultura 
popular urbana.  
 
A finales de los noventa y durante la década del 2000 se genera un 
importante movimiento de organizaciones sociales, juveniles, colectivos 
culturales, medios de comunicación comunitarios, y manifestaciones 
diversas de acción colectiva que se conforman a partir del encuentro de 
múltiples subjetividades en la Localidad (Jerena, 2009). La diversidad de 
formas de relacionarse con los otros en el mundo, y de apropiar el territorio 
local, evidencia la posibilidad de nuevas prácticas democráticas mediante la 
acción colectiva. En estos procesos de participación que propician estos 
grupos, la concertación es producto del reconocimiento de las diferencias, 
de tal forma que el intercambio entre las subjetividades estructura el trabajo 
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colectivo y visiones alternativas de futuro. En esta perspectiva, las nuevas 
colectividades surgen como actores sociales, a partir de agrupaciones de 
personas que identifican y abordan, a través de la acción colectiva, 
problemáticas sociales que se comprenden a partir de la reivindicación de 
las prácticas culturales y los derechos humanos de la población local. 
Situación que pone en evidencia las luchas de una sociedad civil local por 
obtener capacidad de negociación en los procesos de participación y 
decisión, frente a una sociedad política que apuesta, en buena medida, por 
la reproducción de un modelo cultural clientelista arraigado en las prácticas 
políticas, y que vuelve etéreo, difuso, el espacio público.  
 
De esta manera en esta investigación nos interesa indagar acerca de la 
significación cultural de las prácticas políticas de los actores sociales que 
asumen la democracia en la Localidad Rafael Uribe Uribe como un proceso 
de construcción, que suscriben una memoria colectiva que incide en la 
construcción del sentido de lo político, y que interpretan su espacio-
temporalidad y su lugar de enunciación según su posición en las relaciones 
de poder, en las que articulan sus intereses para construir opciones de 
futuro desde los escenarios de la democracia local en los que se ejerce la 
ciudadanía y se posibilita el diálogo intercultural.  
 
1.4 Ciudadanía e interculturalidad en los nuevos 
escenarios de la esfera pública 
El concepto de ciudadanía en la modernidad, tanto desde la perspectiva 
liberal como en la cívico-republicana, ha estado ligado a la idea de derechos 
individuales y a la noción de pertenencia o vínculo con una comunidad 
particular (Kymlicka & Norman, 1997). Si bien los liberales privilegian el 
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individualismo mientras los republicanos se inclinan más por la pertenencia 
al conjunto social, ambos elementos corresponden al principio de 
universalidad de la razón y de los derechos fundamentales, dotando a la 
ciudadanía de significación política. Paralelamente se introduce en la 
ciudadanía el principio de particularidad que corresponde a la identidad, a la 
subjetividad, al individuo como creador y no solo como consumidor, a la 
manifestación de la diversidad cultural.  
 
De esta manera la ciudadanía alude a la capacidad de combinar el principio 
de universalidad con el principio de particularidad. La noción de ciudadanía 
está estrechamente ligada a la de derechos. La historia de la ciudadanía es 
la de la reivindicación de derechos que van de los más abstractos a los más 
concretos, de los derechos civiles, políticos y sociales (Marshall, 1949) a los 
derechos culturales que incluyen las creencias, la lengua, la sexualidad. De 
esta manera la ciudadanía es un estatus que se otorga a los miembros de 
pleno derecho de una comunidad. Todos aquellos que poseen ese estatus 
son iguales en lo que se refiere a los derechos y deberes que esto implica. 
Es este camino el que constituye la construcción de la ciudadanía en el 
mundo moderno. 
 
Touraine subraya que hay una pluralidad de formas y vías de modernización 
que se han combinado con la memoria de cada espacio-temporalidad: “lo 
nuevo se hace con lo viejo” (2006: 20). El ciudadano reinterpreta su pasado 
para articularlo a la demanda de representación de sus intereses, para 
entrar en diálogo con otras subjetividades, con la precaución permanente de 
no caer en la autorreferencialidad de su identidad.   
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La ciudadanía es indispensable para el pensamiento democrático en tanto 
descansa sobre la separación entre la sociedad civil y la sociedad política. 
La ciudadanía significa la posibilidad de una construcción libre de la 
organización social que combine la unidad de la ley con la diversidad de los 
intereses y el respeto a los derechos fundamentales. La representación de 
los intereses es la condición para la garantía de los derechos fundamentales 
de cada individuo o grupo. La democracia se soporta de esta manera sobre 
la fortaleza de un sistema político en el que son representados, defendidos 
y negociados los intereses y demandas del mayor número de actores 
sociales. El sistema político democrático requiere hoy que la ciudadanía se 
haga cargo de las identidades y de las diferencias, que sea un escenario de 
permanente negociación. 
 
1.4.1 Ciudadanía y cultura democrática 
Las reflexiones sobre la calidad y la estabilidad de la democracia moderna 
han subrayado que ésta depende en buena medida de las cualidades y 
actitudes de sus ciudadanos. De allí que la cuestión de la ciudadanía sea 
también la de la cultura política, en tanto prácticas y significados de los 
individuos (y grupos) sobre lo político, sobre la esfera pública en toda su 
complejidad. La ciudadanía demanda cierto nivel de virtud y de 
preocupación por lo público, más allá de ciertos procedimientos 
institucionales de corte liberal. De esta forma es claro que se necesita una 
estrategia de educación para el cultivo de tales virtudes cívicas (Kymlicka & 
Norman, 1997).  
 
Ahora bien, si la democracia supone el reconocimiento del otro como sujeto, 
la cultura democrática pone en el centro de la discusión a las culturas 
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políticas como lugar principal de este reconocimiento. En tal sentido la 
cultura democrática, afirma Touraine (2004), propende por dos órdenes de 
conducta: la acción personal libre y el reconocimiento del otro. De manera 
que la cultura política no puede existir sin una reconstrucción del espacio 
político y sin un retorno al debate político, como bien lo expone García 
Canclini: 
Reconcebir la ciudadanía como ‘estrategia política’ sirve para abarcar las 
prácticas emergentes no consagradas por el orden jurídico, el papel de las 
subjetividades en la renovación de la sociedad, y, a la vez, para entender el 
lugar relativo de estas prácticas dentro del orden democrático y buscar nuevas 
formas de legitimidad estructuradas en forma verdadera en otro tipo de Estado. 
Supone tanto reivindicar los derechos de acceder y pertenecer al sistema socio-
político como el derecho a participar en la reelaboración del sistema, definir por 
tanto aquello en lo cual queremos ser incluidos (García, 1995: 37). 
 
La cultura democrática, plantea Touraine (1994), articula la resistencia al 
poder absoluto, la voluntad de crear y la libertad personal. Se comprende 
como esfuerzo de combinación de la unidad y la diversidad, de la libertad y 
la integración: “Es por eso que aquí se la definió desde el principio como la 
asociación de reglas institucionales comunes y la diversidad de los intereses 
y las culturas” (Touraine: 27-28). 
 
En la cultura contemporánea la relación con el otro se libera cada vez más 
de los marcos sociales o culturales, al mismo tiempo que los proyectos 
personales de vida se diversifican, a medida que la reproducción ocupa 
cada vez menos lugar y que la producción requiere más invención e 
imaginación. En este contexto adquiere especial importancia la educación 
democrática que se refiere tanto a la formación de la razón y de la 
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capacidad de acción racional, como al desarrollo de capacidades para la 
creatividad personal y el reconocimiento del otro como sujeto (Kymlicka & 
Norman, 1997).  
 
 
1.4.2 Escenarios de reconocimiento y comunicación intercultural 
La introducción de la idea de reconocimiento en la órbita política se 
fundamenta en dos principios: el de la dignidad universal y el de la 
diferencia (Bonilla, 1999). Para Taylor (1997) el ascenso de la idea de 
dignidad de todos los seres humanos (principio igualitario y universal) en el 
mundo moderno, en detrimento de la idea de honor (principio jerárquico y 
exclusivo), permite que los ciudadanos tengan el derecho a participar en la 
construcción de las decisiones en la comunidad política; proceso que otorga 
centralidad a la dimensión de la identidad, entendida como “lo que define a 
cada individuo, lo que da valor y sentido a su vida” (Taylor, 1997: 136).  
 
Iris Marion Young acuñó el término de ciudadanías diferenciadas para 
referirse a la identidad que reclama el reconocimiento de su diferencia frente 
a la integración a la comunidad política (Kymlicka & Norman, 1997). Sin 
embargo, además del reconocimiento de esta diversidad cultural, de grupos 
e identidades tradicionalmente excluidas (mujeres, etnias, homosexuales, 
jóvenes), es necesaria la implementación de políticas diferenciales para 
atender sus necesidades particulares: derechos de representación de 
grupos tradicionalmente excluidos, derechos de autogobierno para 
comunidades étnicas o minorías nacionales, y derechos multiculturales para 
los inmigrantes y comunidades religiosas, en la perspectiva multiculturalista 
demoliberal que defiende Kymlicka (1997). 
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El tránsito de la voluntad de ser sujeto, que va de la integración de la 
racionalidad económica y la identidad cultural a la acción democrática, 
posibilitando las condiciones institucionales para la libertad del sujeto, se 
logra solamente a través del reconocimiento de la capacidad de ser sujetos 
entre los individuos. La relación con el otro es de doble vía, y esa dualidad 
es análoga a aquella que define la relación del productor con sus obras. De 
un lado el individuo se identifica con un grupo, con un sujeto colectivo, 
compartiendo sentimientos, normas, intenciones. Del otro, enriquece su 
personalidad afirmándose en su relación con el otro como sujeto personal.  
 
Nos reconocemos, nos definimos en el diálogo y las conversaciones con los 
otros, en los escenarios de intercambio discursivo. De esta manera 
generamos nuestra identidad interiormente. Entre más diversos somos más 
capaces de dialogar con otras culturas. La comunicación intercultural es la 
clave para combinar las reglas universales y los derechos humanos 
(Touraine, 2007). De manera que la democracia, más que un sistema de 
procedimientos institucionales, es una cultura. Posibilita la combinación de 
lo uno y lo diverso en la sociedad, de la igualdad y la libertad: “La 
comunicación intercultural no es, pues, solo un esfuerzo de comprensión 
mutua: se trata de un acto de conocimiento que trata de situar al otro y a mí 
mismo en conjuntos históricos y en la definición de los procesos de cambio 
y de relaciones con el poder” (Touraine, 2004: 226). 
 
El ‘pecado del mundo’ es el no reconocimiento del otro, dice Touraine 
(2006). La democracia, entonces, debe defenderse del encierro comunitario 
en la identidad —que impide el reconocimiento de los otros como sujetos 
dotados de una memoria— así como de las fuerzas económicas que 
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modelan el consumo masivo y desdibujan el sujeto en el individualismo 
económico que reina en la ciudad contemporánea.  
 
1.5 La ciudad y el surgimiento de la esfera pública local 
La ciudad es la base de la modernidad. Es el laboratorio donde se pone en 
práctica y se desarrolla el reto de la convivencia diaria y pacífica con la 
diferencia. Es desde ahí que es posible desarrollar las habilidades de una 
ciudadanía que pueda hallar un lenguaje común y emprender un diálogo 
entre distintas poblaciones, naciones, razas y civilizaciones del planeta 
(Bauman, 2009). La importancia del espacio local en la actualidad radica 
precisamente en la necesidad de repensar la ciudad como el escenario 
estratégico de la experiencia (cotidianidad) y la renegociación de la 
globalización. Descubrimos cada vez más cómo los acontecimientos, los 
conflictos políticos, las crisis sociales que se producen cerca de nosotros, 
están dirigidos por acontecimientos lejanos: “Las circunstancias locales no 
son realmente portadoras del sentido de los acontecimientos que ahí se 
desarrollan, aunque la situación local añada un sentido secundario a 
acontecimientos que se explican ante todo a nivel mundial” (Touraine 2006: 
44). 
 
La descentralización del Estado nacional apunta a reafirmar las 
responsabilidades de la ciudadanía frente a los asuntos públicos, al tiempo 
que democratiza las decisiones sobre las políticas públicas que los afectan. 
Esta es una postura que promueve la izquierda en contraste con la de la 
Nueva Derecha que sugiere más bien restringir los derechos que otorgó la 
democracia social, postura sustentada en el argumento que subraya la 
dependencia que generan las políticas de bienestar promoviendo una 
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ciudadanía pasiva. La izquierda en cambio deposita su confianza en la 
participación democrática y la descentralización para promover la resolución 
de los problemas ligados a la ciudadanía en comunidades locales (Kymlicka 
& Norman, 1997).  
 
La esfera pública se ha construido siempre a través del conflicto. En tal 
sentido la esfera pública local se ha complejizado en la medida en que se 
ha construido por los actores sociales que demandan la representatividad 
de sus intereses, ligada al reconocimiento de su identidad cultural y a la 
superación de las condiciones de desigualdad y exclusión social a las que 
están sometidos los sectores populares urbanos. 
 
Así pues, como anotábamos anteriormente, para ubicar el debate sobre la 
esfera pública local hay que tener en cuenta que la discusión 
contemporánea sobre la democracia y la ciudadanía en América Latina, 
pasa necesariamente por tratar de comprender los efectos de la 
globalización y la transformación del rol del Estado, que dejó de ser el actor 
privilegiado del escenario de lo político (Lechner, 1996). Paralelamente, la 
fragmentación gradual del Estado —implementada como principio de 
descentralización— y el surgimiento de nuevos sujetos sociales que se 
reconocen en la diversidad cultural de espacio-temporalidades específicas, 
dan origen a lo local como escenario para una nueva ciudadanía que 
reinterpreta la vinculación entre lo cultural y lo político, ampliando en esa vía 
la discusión sobre las formas de participación, y sobre la concepción y la 
práctica de la democracia. Es importante tener en cuenta estos factores 
para buscar la diferenciación, y ubicar la caracterización del Estado, de la 
sociedad civil y del sistema político en el nivel local, para referirse en lo 
sucesivo a la democracia local.  
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En Colombia la Constitución de 1991 constituye precisamente una apuesta 
por recomponer la sociedad política que había sido cooptada por el 
bipartidismo pactado del Frente Nacional y su lento (y aparente) desmonte. 
Así pues, en el proceso de descentralización del Estado y de construcción 
paulatina de las autonomías locales se abrieron nuevos espacios de 
representación y participación política en correspondencia con la creciente 
multiplicidad de actores. De esta manera se fue consolidando lo que 
podríamos llamar un escenario político local que combina la democracia 
representativa con las nuevas formas de la democracia participativa. 
 
En tal sentido la democracia local se caracteriza por la generación de 
nuevos escenarios de participación ciudadana en un contexto generalizado 
de crisis del Estado nación y de representación política provocada por el 
cierre pactado del sistema político. En ese escenario nuevos discursos y 
prácticas políticas (nuevas ciudadanías) en las ciudades contemporáneas 
demandan recursos como la deliberación y la concertación en la elaboración 
e implementación de las políticas públicas. De esta manera tiene lugar la 
transformación de la noción del espacio-tiempo nacional que deviene en un 
espacio-tiempo local/global. Las identidades culturales quedan así 
territorializadas y temporalizadas dentro del espacio-tiempo local (Santos, 
2005). 
 
En esa perspectiva, el desarrollo de la democracia local se relaciona 
estrechamente con la transformación cualitativa de la ciudadanía que 
deviene objeto de reivindicación del derecho a la diferencia (cultural, racial, 
étnica, religiosa, etaria). La democracia local adquiere de esta manera un 
complejo redimensionamiento a través de los nuevos escenarios de 
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reconocimiento de las múltiples subjetividades, como lugares de encuentro 
de la diversidad de expresiones identitarias en el espacio-tiempo local.  
 
Lo local significa entonces proximidad política, democracia eficaz, 
instituciones alternativas al Estado nacional y nuevos espacios de 
participación. Es precisamente en esa perspectiva que nos interesa indagar 
cómo la democracia participativa en la Localidad Rafael Uribe Uribe permite 
subsanar la problemática de la desconfianza de los actores sociales hacia lo 
político. Asimismo, es posible encontrar en tal interpretación las claves para 
renovar el vínculo entre el Estado y la sociedad civil. En tal sentido, si el 
espacio local privilegia la democracia participativa y deliberativa, es 
necesario encontrar los caminos hacia una cultura política participativa 
orientada desde la identidad de los sujetos para redimensionar la esfera 
pública. 
 
 
1.5.1 El giro multicultural y la configuración política de lo local en 
la Constitución Política de 1991 
Colombia, heredera del modelo republicano francés, del centralismo y el 
presidencialismo, ha tenido un proceso de modernización impulsado por el 
liberalismo económico de un Estado no secularizado, con un sistema 
político democrático cooptado por las élites a través de los partidos políticos 
tradicionales Liberal y Conservador, que estuvieron enfrentados a muerte 
desde la segunda mitad del siglo XIX hasta mediados del siglo XX, situación 
que llegó a su máxima expresión en la denominada Violencia, entre 1930 y 
1952 (Martín-Barbero, 1990).  
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En ese contexto los partidos Liberal y Conservador materializaron el Frente 
Nacional, que sería la mayor expresión del cierre pactado de la sociedad 
política, en donde las élites del poder económico que habían permeado 
ambos partidos políticos se negaron a la ampliación del espacio 
democrático, en la medida en que éstas no apostaban por un ejercicio 
equilibrado del Estado ni por la conciliación entre sus intereses y los de los 
grupos subalternos. Lo moderno en ese sentido sería el lugar propio de las 
élites que dirigen el Estado. Lo tradicional gobernaría el mundo de los 
sectores subalternos según lo prescribe su obediencia a las formas arcaicas 
del poder. 
 
Posteriormente, durante la presidencia de Betancourt (1982-1986), el 
discurso de la paz y las propuestas de ampliación democrática que 
permearon el sistema político, significaron de manera diferente para las 
élites del poder como para los movimientos populares. Los primeros 
hablaban de modernización del Estado mientras los segundos de extensión 
de los derechos y participación efectiva, en un contexto de violencia urbana, 
narcotráfico, paramilitarismo, terrorismo guerrillero y delincuencia común; 
situación que había llevado a una creciente militarización de la vida 
cotidiana tornando aún más precaria la democracia (Martín-Barbero, 1990). 
A pesar de esto, en 1988 se aprobó la elección popular de alcaldes y se 
abrió el camino para la descentralización fiscal y administrativa, permitiendo 
el ingreso de la modernidad política en los lugares de producción de sentido 
de lo político.  
 
La Constitución de 1991 signó el quiebre de la república unitaria hacia un 
modelo multicultural de reconocimiento de la diversidad étnica y cultural, 
apoyado en la descentralización del Estado para la ampliación de la 
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participación política y la autonomía local. Giro multicultural que estuvo 
signado por un contexto de grandes trasformaciones estructurales y 
económicas, a través de la puesta en marcha de políticas neoliberales que 
apuntaban a la disminución del tamaño del Estado y de la regulación política 
de la economía de mercado. 
 
La nueva Constitución inauguró la democracia participativa en Colombia y la 
política del reconocimiento (por lo menos formalmente en sus inicios) de la 
diversidad cultural (Colombia como país pluriétnico y multicultural). En 
concordancia con esto la Constitución dio luz verde a la descentralización 
del Estado, lo que posibilitó que la ciudad se dotara de un marco jurídico de 
descentralización (Estatuto orgánico de Bogotá, 1993) y una autonomía 
financiera importante para la gestión de la política pública. La autonomía 
local posibilitó nuevos espacios de participación ciudadana, escenarios de 
democracia participativa en donde los actores locales discutirían sobre sus 
problemáticas y deliberarían sobre las soluciones a éstas desde acciones 
contempladas en los planes de desarrollo locales articulados al plan de 
desarrollo del gobierno distrital. 
 
En ese contexto Bogotá se ha inclinado por gobiernos independientes y de 
izquierda en los últimos quince años, tendencia que se asocia a los logros 
de los movimientos populares y de izquierda que impulsaron otra dinámica 
de la sociedad hacia el reconocimiento de la diversidad cultural y la 
ciudadanía de derechos. En Bogotá la sociedad civil local, compuesta de 
asociaciones de vecinos, organizaciones populares y grupos culturales y 
juveniles, ha impulsado la ampliación de la esfera pública, se ha articulado a 
los nuevos espacios y escenarios de la democracia participativa y, de esta 
manera, ha enriquecido la representación de los intereses de diversas 
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identidades culturales. La transformación de la ciudadanía opera desde la 
participación política en las políticas locales. En este contexto surgen las 
organizaciones sociales y la acción colectiva como integradoras de la 
sociedad civil local, apuntando a llenar un vacío en la representación de los 
intereses y en la negociación de las decisiones sobre lo público. 
 
De esta manera, es necesario comprender cómo los actores sociales en la 
democracia local, en el contexto popular urbano de la Localidad Rafael 
Uribe Uribe han ido propiciando una serie de escenarios de la ciudadanía 
intercultural en donde, en principio, se reconocen las diferencias (por lo 
menos formalmente), como punto de partida para adelantar distintas 
negociaciones que se verán reflejadas en la política pública local. De 
manera que nos interesa interpretar cómo la participación de la sociedad 
civil en la definición e implementación de las políticas públicas se adapta y 
actúa frente a los efectos económicos de la globalización y a la re-
territorialización de lo político.  
 
1.5.2 La transformación de la ciudadanía: puesta en escena del 
sujeto de derechos 
Los gobiernos de Bogotá que van de 1995 al 2003 (Mockus-Peñalosa-
Mockus) se caracterizaron por la intención de formar ciudadanía en 
términos que privilegiaron la pertenencia a la colectividad en detrimento del 
reconocimiento de las identidades culturales y la participación con 
capacidad de decisión. En este sentido se evidencia un énfasis en el 
universalismo de los derechos individuales que fue abriendo espacio al 
reconocimiento de la diversidad cultural y la multiplicidad de sujetos durante 
la administración de Luis Eduardo Garzón (2004-2007), quien llega a la 
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Alcaldía Mayor de Bogotá como representante de una alianza entre diversos 
sectores de izquierda aglutinados en el movimiento político Polo 
Democrático Independiente. 
 
Antanas Mockus impulsó en sus dos gobiernos (1995-1997, 2001-2003) su 
proyecto de formación de virtudes cívicas denominado ‘cultura ciudadana’, y 
definido como “el conjunto de actitudes, costumbres, acciones y reglas 
mínimas compartidas por los individuos de una comunidad, que permiten la 
convivencia y generan sentido de pertenencia. Incluye el respeto al 
patrimonio común y el reconocimiento a los derechos ciudadanos y a los 
deberes frente al Estado y los demás ciudadanos” (Pizano, 2003: 37). Esta 
definición evidencia que se privilegia la colectividad sobre la individualidad, 
el interés general sobre el interés particular, la pertenencia a la comunidad 
sobre la subjetividad individual. Lo que está aún distante de la constitución 
del sujeto, que quiere ser actor de su propia existencia.  
 
En tal sentido, a la cultura ciudadana se le pueden hacer dos críticas 
fundamentales: en primer lugar, la desarticulación del discurso de la 
ciudadanía frente a la desigualdad social y la precariedad de las 
condiciones de vida propias del modelo de modernización de una ciudad 
como Bogotá. En segundo lugar, la concepción de una ciudadanía 
materializada en el cumplimiento rígido de la norma con escasas 
posibilidades de incidencia política, poco crítica, y sin posibilidades de 
resistencia, a pesar del discurso oficial que promueve la participación 
ciudadana en instancias meramente consultivas. Es una concepción de 
ciudadanía que desestimulaba la articulación de la organización social, a 
través del desconcierto de la experiencia participativa, y que evadía la 
discusión sobre los sujetos de derechos. Es un proyecto de construcción de 
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ciudadanía que privilegia los deberes sobre los derechos a pesar de su 
discurso, fuertemente ligado a principios universales como los derechos 
individuales y la pertenencia a la comunidad, que se complementó con un 
énfasis neoliberal materializado en la venta de empresas públicas y la 
promoción de políticas de cultura tributaria (Gilbert & Garcés, 2008). 
 
La cultura ciudadana se define en este sentido a partir de la articulación de 
tres tipos de control que apuntan a regular las conductas de los ciudadanos: 
el control legal, el control social y el auto control o control moral, de tal forma 
que se privilegia la pertenencia a la comunidad y la convivencia como 
ejercicio de mutua regulación a partir del cual el individuo aprende a 
autorregularse, desde la moral. En contraste con esta visión la llegada del 
gobierno de izquierda en 2004 promueve el debate entre la perspectiva 
liberal republicana —que reducía la cultura democrática a la interiorización 
del régimen político de la democracia liberal— y la de ciudadanía de 
derechos que caracterizó a los gobiernos de Lucho Garzón y Samuel 
Moreno, y que planteó el reconocimiento de las subjetividades (en tanto 
diversidades culturales) para la formulación de la política pública. 
 
De esta manera es posible plantear el tránsito de una política cultural en 
Bogotá (la de cultura ciudadana) que en la primera década (1992-2003) 
privilegió una concepción de la ciudadanía desde un enfoque liberal-
republicano (o cívico-republicano), pero que no obstante sirvió de soporte 
para la apertura del espacio público y la incursión de los actores sociales en 
la democracia local, hacia la política cultural de la ciudadanía de derechos 
en los gobiernos del Polo Democrático. 
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De allí que sea en la administración de Luis Eduardo Garzón (2004-2007) 
donde el discurso sobre la ciudadanía se complementaría con la noción de 
sujeto de derechos y el reconocimiento de la diversidad cultural. En ese 
sentido el plan de desarrollo ‘Bogotá sin indiferencia’ apuntó a reconocer 
que en la democracia local hay actores sociales diversos, con intereses 
igualmente diversos, que se definen en términos culturales y no sociales, 
que fundamentan su participación en la esfera pública desde sus 
subjetividades. De manera que se hace necesario estudiar cómo estas 
políticas públicas afectaron la democracia de la Localidad para comprender 
cómo se incorpora el reconocimiento de las subjetividades en la conflictiva 
construcción de las decisiones locales.  
 
1.5.3 Derechos culturales y construcción/negociación de lo 
público en la democracia local 
La democracia local está constituida de relaciones sociales entre actores 
definidos al mismo tiempo por sus orientaciones culturales, sus valores, y 
sus relaciones de conflicto, cooperación o compromiso con otros actores 
sociales. De tal forma que analizar la democracia local implica indagar sobre 
los niveles de vinculación o no de actores sociales en el campo de las 
decisiones.  
 
Podría decirse que el sentido de las relaciones entre los actores sociales es 
la disputa por la ciudadanía, poniendo en juego la representación de los 
intereses de subjetividades diversas en relación con el despliegue de su 
identidad cultural. Son estas relaciones las que configuran el espacio 
público local como escenario político que pone en juego el intercambio 
cultural (dialógico) en diferentes procesos (instancias) de negociación de la 
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política pública y definición-construcción de representatividad de los actores: 
escenarios de representación política y nuevos escenarios (o escenarios 
alternativos) de participación política.  
 
En la creatividad de la política pública se encuentra un gran potencial para 
la formación de nuevas ciudadanías que abren escenarios posibles para la 
ciudadanía intercultural y el reconocimiento de los derechos culturales, que 
aluden a la demanda de individuos y grupos de ser no solamente 
escuchados sino comprendidos: reconocidos. Los derechos culturales no se 
refieren únicamente a la preservación de la herencia cultural o a la 
diversidad de las prácticas sociales, sino que apuntan a reconocer en cada 
uno, individual y colectivamente, la posibilidad de construir condiciones de 
vida y transformar la vida social en función de su manera de combinar los 
principios generales de la modernización con la identidad cultural (Touraine, 
2004). 
 
En esta perspectiva Bogotá ha ido consolidando un proceso de construcción 
de políticas públicas con enfoque de derechos, apuntando tanto al 
reconocimiento de la diversidad cultural como a la participación ciudadana 
deliberativa y autónoma de los sujetos de derechos. Una política pública 
complementada con rendición de cuentas (accountability), gobernanza 
(mayor articulación entre Estado y sociedad civil), integralidad, exigibilidad, 
y universalidad de los derechos humanos (Roth, 2010). El enfoque de 
derechos en los procesos de la política pública incursiona en los escenarios 
de participación (negociación) y representación política en el contexto de la 
diversidad cultural que integra la cultura popular urbana en la Localidad 
Rafael Uribe Uribe. De manera que se hace necesario indagar cómo se 
incorporan, se resignifican y se articulan (o se negocian) estos discursos en 
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la acción reivindicativa de los actores sociales. Asimismo es indispensable 
establecer qué tipo de transformaciones se promueven, o tienen lugar, en 
las formas hegemónicas-tradicionales de lo político, que inevitablemente 
entran en confrontación con los escenarios de las nuevas ciudadanías. 
 
 
1.6 Lo cultural y lo político en los actores sociales de la 
democracia local  
La perspectiva que abordamos en nuestro análisis de los escenarios de la 
ciudadanía intercultural en la democracia local otorgó desde el inicio un 
papel central a los actores sociales en la producción del sentido de lo 
político —de lo colectivo y lo público— en la Localidad Rafael Uribe Uribe, 
con la intención de evidenciar tanto sus intereses como sus estrategias 
discursivas y políticas para ganar terreno sobre sus apuestas, sustentadas 
en determinadas cosmovisiones y representaciones, en el particular 
contexto de significación cultural que constituye la construcción social del 
territorio local.  
 
En tal sentido retomamos y articulamos las unidades conceptuales que 
consideramos adecuadas y pertinentes para abordar el estudio de la 
ciudadanía en el contexto latinoamericano desde la resignificación de 
elementos centrales de la modernidad que vinculan lo cultural y lo político. 
Así pues, mientras en la década de los ochenta el interés sobre la cultura 
política en América Latina estuvo asociado con la transición a la 
democracia, y la reflexión sobre el papel de las creencias y los valores en la 
construcción del orden político y social (López de la Roche, 1999: 95), en la 
década de los noventa tiene lugar un progresivo posicionamiento de nuevas 
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identidades socio-culturales (de género, juveniles, sexuales, étnicas, etc.) 
que luchan por el reconocimiento de su autonomía y especificidad; 
fenómeno que se produce en el contexto de un descentramiento de la 
política en la vida social, expresado en la crisis de los partidos políticos y, 
por ende, de la democracia representativa ligada a concepciones 
hegemónicas de la ciudadanía.  
 
De esta manera lo cultural deviene fundamento de la acción política de 
estos movimientos y actores sociales que se asumen como nuevas 
ciudadanías y que reclaman ser reconocidos en los procesos de 
construcción de lo público. Se enfrentan a la cultura política dominante para 
transformarla. Comprenden que la cultura es política porque los significados 
son elementos constitutivos de procesos que buscan nuevas definiciones 
del poder social (López de la Roche, 1999).  
 
Encontramos así una redefinición conceptual de la cultura política que va 
más allá de las orientaciones psicológicas (conductistas) del individuo hacia 
objetos políticos, superando la clásica definición propuesta por Almond y 
Verba (1999) en términos de aptitudes (conocimientos) y actitudes (afectos, 
sentimientos) individuales frente a lo político. Se resalta de esta forma la 
intención de indagar la significación cultural de las prácticas políticas de los 
actores sociales, que asumen la democracia como un proceso de 
construcción, que suscriben una memoria colectiva que incide en la 
constitución del sentido de lo político, y que interpretan su espacio-
temporalidad y su lugar de enunciación según su posición en las relaciones 
de poder en las que se articulan sus intereses. 
 
64 
 
Esta nueva ciudadanía que promueven los actores sociales fundamentada 
en la identidad cultural expresa además de una estrategia política una 
política cultural: “[…] la nueva ciudadanía busca implementar una estrategia 
para la construcción democrática y la transformación social que afirma un 
vínculo constitutivo entre cultura y política” (Dagnino, 2001: 75). Se plantean 
así tres elementos fundamentales para la construcción de ciudadanía: el 
derecho a tener derechos; la constitución de sujetos sociales activos que 
luchan por su reconocimiento; y el derecho a participar en la definición o 
redefinición de lo público.  
 
Este es un proyecto de nueva democracia que se sustenta en la posibilidad 
del diálogo intercultural y que revalúa los escenarios tradicionales de lo 
político y del poder. La renovación de los vínculos entre cultura y política 
constituye entonces una apuesta por la reinterpretación de significados, 
dando lugar a nuevos escenarios de lucha de interpretaciones sobre lo 
político y sobre lo que se entiende por ciudadanía y democracia (Dagnino, 
2001: 76). En tal sentido, la reflexión sobre la rearticulación entre lo cultural 
y lo político permite rastrear cuáles son los significados de ciudadanía y 
democracia que se promueven o no, y cómo se insertan allí las agendas de 
reivindicación de los diferentes actores sociales que buscan la 
transformación de lo público en el territorio local. 
 
1.6.1 El territorio local como escenario para la democracia y la 
ciudadanía 
Para desarrollar nuestro proceso de investigación sobre la democracia local 
ha sido necesario abordar territorialmente la reflexión sobre las prácticas y 
los significados culturales que identifican los actores sociales en la dinámica 
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de la(s) esfera(s) pública(s) en el territorio que constituye la Localidad 
Rafael Uribe Uribe. El territorio es más que un mero receptáculo o soporte 
físico de las actividades sociales, económicas y culturales del hombre. 
Entendemos el territorio como escenario de representación de la vida social, 
como construcción social e histórica, resultado de las relaciones sociales 
que se expresan en diversas formas de uso, ocupación, apropiación y 
distribución del espacio.  
 
En esa perspectiva el reconocimiento del contexto territorial permite 
comprender mejor los conflictos y tensiones que propician las prácticas 
culturales de los actores sociales. Plantear la discusión cultural sobre el 
territorio, sobre sus usos en la vida cotidiana, es ante todo una discusión 
política que alude a los procesos de trasformación de las relaciones de 
poder en una sociedad, a su ubicación en la naturaleza y a las decisiones 
que la transforman y la redefinen (Ardila, 2006). En las tensiones que 
involucran las prácticas culturales y la apropiación del espacio siempre se 
ponen en juego distintas nociones de territorio que entran en conflicto. 
 
De esta manera, el territorio local es una noción que, además de su 
especificidad física concreta en el espacio, produce significados en la mente 
de los sujetos, los identifica con un paisaje, con una historia y una memoria 
común. La construcción de la definición de territorio es colectiva, se basa en 
la experiencia de cada comunidad particular y en las formas variadas de 
organización de su relación con la naturaleza (Ardila, 2006). El territorio es 
espacio construido por el tiempo. Cualquier región o cualquier localidad es 
producto del tiempo de la naturaleza y del tiempo de los seres humanos. En 
lo fundamental, el territorio es producto de la relación que todos los días 
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entretejemos entre todos nosotros con el espacio y con los otros seres 
humanos. 
 
Así pues, la idea de territorialidad alude a dos dimensiones que la articulan: 
una material (los paisajes) y una simbólica (los significados), a partir de las 
cuales construimos nuestro sentido de relación espacial y temporal. De allí 
que el territorio no sea únicamente nuestra ubicación espacial sino nuestro 
referente de ubicación social, a partir del cual establecemos las relaciones 
con los otros (Ardila, 2006). 
 
Si la democracia se define por la interdependencia de los tres principios 
referidos atrás: la defensa contra la arbitrariedad del poder, la 
representatividad y la ciudadanía, debemos indagar entonces sobre cuál es 
la particularidad de estos principios en el escenario democrático de la 
Localidad Rafael Uribe Uribe y cómo se articulan (o no) para favorecer la 
constitución de sujetos en actores que dinamicen el debate político y 
efectúen nuevos consensos que posibiliten la recomposición del mundo 
(Touraine, 2004), garantizando a la vez los derechos fundamentales y la 
construcción de ciudadanía.  
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Capítulo 2. Democracia local y ciudadanía en 
los gobiernos de la ‘Bogotá sin indiferencia’ 
(2004-2007) y la ‘Bogotá positiva’ (2008-2011) 
 
2.1 Dos gobiernos de izquierda en Bogotá: de la 
expectativa al desconcierto ciudadano 
En América Latina, donde la expansión demográfica urbana ligada a la 
pobreza se ha incrementado vertiginosamente, el resurgimiento de la 
democracia ha suscitado una reaparición de la izquierda con posibilidades 
reales de acceder al poder. Algunos analistas plantean que esta tendencia 
se explica en buena medida por el descontento de las clases populares 
frente a la desigualdad social y la exclusión que genera el proyecto 
neoliberal y la globalización en la región (Gilbert & Garcés, 2008).  
 
Si bien ha sido especialmente en los comicios nacionales donde se ha 
votado por presidentes de izquierda, existen algunos casos en ciudades 
importantes donde partidos políticos de izquierda han ganado las 
elecciones, gracias a la posibilidad que brindó la descentralización de que 
los ciudadanos elijan a sus gobernantes para dar solución a problemas 
particulares en contextos locales (Gilbert & Garcés, 2008). Bogotá 
constituye uno de estos casos, al elegir al primer alcalde de un partido de 
izquierda en 2003 (Luis Eduardo Garzón) y confirmar esta preferencia 
política en las votaciones de 2007, donde ganó nuevamente el candidato del 
Polo Democrático (Samuel Moreno). 
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Vale la pena resaltar que en el periodo estudiado (2004-2011) es 
significativo que estos gobiernos fuesen de izquierda, ya que el país tenía 
un presidente bastante popular de derecha y la Alcaldía de Bogotá es 
considerada como el segundo puesto político más importante en Colombia, 
lo que situó a la oposición en un lugar privilegiado para visibilizar su 
proyecto político.  
 
Lucho Garzón ganó las elecciones en 2003 en una ciudad que votó 
mayoritariamente por un presidente de derecha en 2002 y que lo reeligió en 
2006. Samuel Moreno fue elegido Alcalde en 2007 gracias a los aciertos del 
énfasis en ‘lo social’ que hizo el gobierno de Garzón en su Plan de 
desarrollo Bogotá sin indiferencia. Un compromiso social contra la pobreza y 
la exclusión (2004-2007). El Alcalde Garzón fue bastante exitoso en sus 
metas y políticas en contraste con el gobierno de Samuel Moreno.  
 
En comparación con las tendencias de la izquierda en América Latina 
Garzón fue expresamente un carismático socialdemócrata más que un 
radical o neo-populista. En este sentido estuvo más cercano a la tendencia 
moderada que representó el presidente Lula da Silva en Brasil que al 
radicalismo de Hugo Chávez en Venezuela, mientras que Samuel Moreno 
fue más un reflejo de la política tradicional en el país, asimilada al 
clientelismo y la corrupción, que se creía superada en la ciudad. 
 
Pero ¿fueron estos gobiernos de izquierda el continuo del proyecto político 
de la izquierda en Colombia aglutinada en el Polo Democrático, si 
asumimos que la izquierda hace énfasis en la política social, apuesta por 
reducir la pobreza y la desigualdad social, y promueve la democracia 
participativa y el reconocimiento de la diversidad cultural? (Gilbert & Garcés, 
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2008). Las dos administraciones tuvieron resultados muy diferentes, y es 
preciso establecer cercanías y distancias para responder a este 
interrogante. Surge entonces la necesidad de comparar sus logros y 
fracasos con el fin de establecer los alcances y las limitaciones para 
promover la participación ciudadana y el reconocimiento de las diferencias 
culturales como fundamento de la política pública en la democracia local, 
problema que nos ocupa en este estudio. 
 
La administración de Garzón fue competente, obtuvo niveles de aceptación 
ciudadana considerables, mejoró los indicadores de calidad de vida en la 
ciudad, a pesar de ser escasamente radical e interactuar amistosamente 
con un gobierno nacional de derecha y con las élites económicas de la 
ciudad (Gilbert & Garcés, 2008). Su programa bandera ‘Bogotá sin hambre’, 
que puso en funcionamiento los comedores comunitarios y la entrega de 
canasta básica de alimentos, constituyó un soporte fundamental para el 
mejoramiento de la calidad de vida de grupos poblacionales en situación de 
exclusión social. El Eje Social en el Plan de Desarrollo tuvo un soporte 
presupuestal significativo y sin precedentes en la ciudad al asignar durante 
el cuatrienio 2004-2007 el 57% del total de la inversión para el sector central 
y descentralizado (Bogotá Cómo Vamos, 2007). 
 
En contraste, si bien dio continuidad a la política social de Garzón, la 
administración de Moreno sucumbió ante la corrupción y el clientelismo 
tradicional en la política del país, lo que llevó no solo al incumplimiento de 
las metas propuestas en el Plan de Desarrollo Bogotá positiva. Para vivir 
mejor (2008-2012) sino a la suspensión del propio Alcalde y a la privación 
de su libertad; situación penosa y desconcertante que llevó al fracaso de 
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este proyecto de izquierda democrática expresado en el castigo electoral 
que recibió el Polo Democrático en los comicios de octubre de 2011. 
 
Los principales logros del gobierno de Garzón se observan en la 
visibilización y priorización de lo social dentro de la agenda del Estado, 
haciendo énfasis en la restitución y garantía de los derechos a través de la 
inversión social más que en el asistencialismo. Logró que el Estado 
asumiera la defensa de los derechos de la gente reconociendo su 
subjetividad e identidad cultural como lo demuestran los esfuerzos por 
mejorar los derechos de las mujeres, los indígenas, los afrodescendientes, 
los desplazados, los homosexuales y las personas en condición de 
discapacidad (Corredor, 2010). Demostró que la izquierda es capaz de 
gobernar y dirigir una administración responsable que dio continuidad a los 
logros de la ciudad durante los gobiernos anteriores, manteniendo además 
sanas sus finanzas.  
 
A pesar de esto, el mismo Garzón reconoce varias limitaciones de su 
administración reflejadas en la escasa mejoría en las condiciones de 
vivienda; las fallas en la integración de Bogotá a la región; y los incipientes 
avances en participación y descentralización socavados en algunos casos 
por el clientelismo en el nivel local (Garcés, 2008), aspecto que 
desarrollaremos en detalle más adelante. 
 
Sin embargo, los balances y evaluaciones reconocen que la administración 
de la ‘Bogotá sin indiferencia’ fomentó la participación a partir del 
reconocimiento de nuevos actores sociales, permitiendo visibilizar 
poblaciones tradicionalmente excluidas por sus orientaciones sexuales, su 
raza o su condición de pobreza, que no eran tenidas en cuenta en los 
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procesos de construcción de lo público, como las mujeres, los 
afrodescendientes, los grupos LGBT y los indígenas; actores que 
empezaron a incidir en la construcción de las decisiones y fueron 
reivindicados a través de acciones afirmativas materializadas en la 
formulación de políticas públicas diferenciales (Garcés, 2008). 
 
 
2.2 El enfoque de derechos y el reconocimiento de la 
diversidad cultural como fundamento de la política 
pública 
La académica Consuelo Corredor —directora durante este periodo del 
Departamento Administrativo de Bienestar Social (DABS), luego Secretaría 
de Integración Social (SDIS) a partir de la reforma administrativa de 2006— 
se encargó de la fundamentación de la política pública desde el enfoque de 
derechos, lo que significó, además de la reconceptualización de la 
ciudadanía promovida desde el Estado que pasó de concebir sujetos de 
necesidades a sujetos de derechos, un replanteamiento de la acción de éste 
hacia el fortalecimiento de las capacidades y oportunidades de las 
poblaciones vulnerables, excluidas por su condición o que ese encuentran 
en situación de pobreza (Corredor, 2010). 
 
En esta perspectiva resultó muy útil la propuesta conceptual de 
metaderechos planteada por Amartya Sen “para referirse a una situación en 
la cual, si bien no es posible garantizar el ejercicio pleno de un derecho, lo 
que sí debe existir es la política para hacerlo alcanzable, dado su carácter 
vital para la dignidad humana” (Corredor, 2010: 48). Por ejemplo, si el 
metaderecho establece que ningún ciudadano debe ser discriminado por su 
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orientación sexual, su raza o su condición de género, la política pública 
debe plantear acciones en el corto, mediano y largo plazo dirigidas a lograr 
progresivamente el ejercicio efectivo de este derecho. 
 
El espíritu del enfoque de derechos que incorporó la administración de 
Garzón en su plan de desarrollo parte de la equidad y la justicia social como 
base de la sociedad, en donde el Estado debe garantizar las condiciones 
mínimas en las dotaciones básicas para que las personas pongan en acción 
sus capacidades, equilibrando de esta manera la desigualdad de 
oportunidades.  
 
En esta perspectiva, los derechos humanos y la democracia no son 
pensados únicamente como un límite a la opresión y al autoritarismo, sino 
que además constituyen un programa que orienta las políticas públicas de 
los Estados para lograr la plena materialización de los derechos civiles y 
políticos, así como los económicos sociales y culturales.  
 
Este replanteamiento de la política pública resulta fundamental para hacer el 
balance de esta administración, en la medida en que supuso el 
reconocimiento de la diversidad cultural y la capacidad de acción de los 
ciudadanos como actores sociales que inciden en la construcción de lo 
público, más allá de la autorregulación en el espacio público y el 
cumplimiento de la ley que planteaba la política de ‘cultura ciudadana’ de las 
administraciones anteriores.  
 
La administración de la ‘Bogotá sin indiferencia’ se enfocó en la apropiación 
de los derechos por parte de los actores tradicionalmente excluidos o 
invisibilizados para centrar su acción en los derechos ciudadanos 
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(Bromberg & Gomescásseres, 2009). Toma distancia de la noción de 
‘cultura ciudadana’ al incorporar la perspectiva de derechos de los 
ciudadanos. De esta forma la concepción de la ciudadanía fue más allá del 
simple cumplimiento de las normas para incluir otras variables que aluden a 
la dignidad humana y a la naturaleza de un Estado social de derecho.  
 
En adelante la administración se refirió a los términos cultura de derechos, 
derecho a la cultura y derechos culturales para establecer la articulación 
entre la propuesta de Mockus y la de Garzón, entre deberes y derechos 
como aspectos indisolubles de una sociedad, que deben establecer un 
equilibrio adecuado, ya que si predominan los deberes sobre los derechos 
surge el autoritarismo (Patiño, 2009).  
 
 
2.2.1 La ‘ciudadanía activa’ en la ‘Bogotá sin indiferencia’: hacia 
una ‘cultura de los derechos’ 
Esta perspectiva resignifica el concepto de cultura ciudadana haciendo un 
llamado a la ‘responsabilidad por los demás ciudadanos’ como sujetos de 
derechos. De allí que no solo se insta a actuar por los propios derechos sino 
por los derechos de los otros, incorporando la noción de solidaridad a la 
cultura ciudadana, lo que se denominó en adelante ‘ciudadanía 
culturalmente activa’, entendida como: “[…] la capacidad de los ciudadanos, 
las poblaciones (como entes culturalmente definibles) y las comunidades 
(como habitantes que disfrutan de un territorio común), de asumir plena y 
conscientemente su calidad de sujetos de derechos y desarrollar su 
capacidad de interactuar pacíficamente en un marco de diversidad cultural” 
(Patiño, 2009: 186). 
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Siguiendo esta línea se promovió un cambio en el marco conceptual de la 
Encuesta Bienal de Cultura 2007 —instrumento implementado en el Distrito 
desde 2001 para la medición de la cultura ciudadana— para que la noción 
de cultura ciudadana incorporara la de ‘cultura de los derechos’ que alude a 
“a los marcos interpretativos y a las modalidades de hacer e interactuar que 
posibilitan que los ciudadanos conozcan, se apropien y ejerzan sus 
derechos” (Marco conceptual EBC, 2007). Si bien la encuesta no desarrolló 
un instrumento para medir esta cultura de los derechos sí permitió que se 
abriera la discusión conceptual sobre la cultura ciudadana, que parecía 
agotada, y se llegó al concepto de ‘cultura democrática’:  
Una alta cultura democrática significa: (1) aceptación del pluralismo; (2) 
capacidad para arriesgar confiando en los demás, porque los demás merecen 
nuestra confianza y por consiguiente me comporto para merecerla; (3) 
disposición a participar con los demás en proyectos colectivos (disposición a 
encontrar soluciones colectivas a problemas o propósitos que son colectivos), y 
(4) una preferencia abstracta por regímenes democráticos en oposición a 
dictaduras (Patiño, 2009: 188). 
 
Esto resulta particularmente importante para poder efectuar mediciones con 
indicadores concretos sobre temas aparentemente etéreos, como lo 
propone la Encuesta Bienal de Cultura que realiza el Observatorio de 
Culturas de la Secretaría de Cultura, Recreación y Deporte: 
[…] tales como la apropiación y ejercicio de los derechos, la capacidad para la 
inclusión social de poblaciones y sectores desconocidos como actores legítimos 
en la diversidad cultural y los niveles de participación en la producción, 
circulación y disfrute de los bienes y servicios culturales hacia el logro de una 
‘ciudadanía culturalmente activa’. El trasfondo conceptual reside en los avances 
hacia el fortalecimiento del sujeto democrático, autónomo, con conciencia de 
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sus responsabilidades frente al cumplimiento normativo y con conciencia de la 
titularidad de sus derechos, quien, al hacer parte de lo público, se convierte en 
un ciudadano culturalmente activo (Senn, 2005). 
 
En las encuestas 2007-2009 se incorpora la medición sobre la apropiación y 
la percepción de garantía de los derechos. De esta manera desde el 
Observatorio de Culturas se promueve el debate entre la perspectiva liberal 
republicana, que reducía la cultura democrática a la interiorización del 
régimen político de la democracia liberal, y la perspectiva de la ciudadanía 
de derechos que caracterizó a los gobiernos de Luis Eduardo Garzón y 
Samuel Moreno, y que planteó el reconocimiento de las subjetividades (en 
tanto identidades culturales) para la gestión participativa de la política 
pública. 
 
2.2.2 La perspectiva poblacional y territorial en la ‘Política social 
integral’ 
El enfoque de derechos busca la integralidad de las políticas públicas a 
partir de dos perspectivas transversales: la poblacional, en tanto las 
personas son sujetos de derechos, y la territorial, entendido el territorio 
como concepto cultural y social más que exclusivamente geográfico.  
 
La perspectiva poblacional plantea que las políticas hagan énfasis en el 
reconocimiento de la igualdad de los derechos y en la diversidad de 
identidades, y requiere la participación activa de las personas en su propio 
desarrollo. “El reconocimiento de las personas como sujetos significa ante 
todo dar cuenta de sus capacidades y potencialidades para vivir a plenitud 
individual y colectivamente” (Corredor, 2010: 101). 
 
76 
 
Siguiendo esta línea la política social de la ‘Bogotá sin indiferencia’ adoptó 
tres miradas poblacionales que han sido transversales a las diferentes 
políticas e intervenciones públicas: la diferenciación por ciclo vital (niños y 
niñas, jóvenes, adultos y personas mayores); la diferenciación según la 
condición de etnia, de género o de grupos poblacionales que padecen la 
vulneración de sus derechos; y la diferenciación por su condición de 
pobreza o pobreza extrema (Corredor, 2010). 
 
Por su parte, la perspectiva territorial aumenta las posibilidades de 
efectividad de la política social en el largo plazo, al incorporar en su 
desarrollo las especificidades del contexto local en relación con el regional, 
promoviendo estrategias de desarrollo endógeno que identifican y 
reconocen las potencialidades de los territorios y las poblaciones locales 
para adelantar proyectos de inversión social (Alcaldía Mayor de Bogotá, 
2005). Este énfasis realizado desde el Eje Social de la ‘Bogotá sin 
indiferencia’ en las poblaciones excluidas y el reconocimiento de su 
diversidad encontró en los planes de acciones afirmativas un instrumento 
clave para materializar las perspectivas poblacional y territorial.  
 
Como resultado de este enfoque la ciudad cuenta ahora con una serie de 
políticas públicas como la de Infancia y Adolescencia; el Plan de igualdad 
de oportunidades y equidad de géneros, la Política de Juventud; el Plan de 
atención integral a los habitantes de calle; la Política pública de ruralidad y 
los Planes de acciones afirmativas para los grupos étnicos; políticas que 
fueron formuladas y han sido implementadas a través de procesos 
participativos. De igual forma la Administración de la ‘Bogotá positiva’ 
continuó con el desarrollo de este enfoque con importantes avances que 
habían quedado pendientes en el gobierno anterior: la Política pública 
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LGBT; el Plan decenal de cultura y la Política para el envejecimiento y la 
vejez.  
 
En síntesis la doble perspectiva poblacional y territorial introduce cuatro 
elementos claves para la gestión de la política pública:  
 
1) El reconocimiento de la identidad cultural de los sujetos sociales que 
devienen actores protagónicos en su territorio para la promoción del 
desarrollo humano. 
 
2) La identificación de las potencialidades y capacidades de los actores 
sociales en su territorio, así como su relación con otras unidades territoriales 
de nivel local, regional, nacional e incluso internacional.  
 
3) La promoción de la participación ciudadana para el empoderamiento de 
las comunidades locales. 
 
4) El impulso progresivo a los procesos de desconcentración y 
descentralización de la gestión pública para aumentar la legitimidad, la 
pertinencia y la efectividad de las políticas públicas, así como la incidencia 
de los actores sociales y la consolidación de la democracia local. 
 
Sin embargo, la apuesta por la integralidad de la intervención pública sobre 
los territorios ha tenido muchas dificultades debido al predominio de la 
visión sectorial de la estructura administrativa, sumado a que la perspectiva 
territorial no logró materializarse en una estructura de desconcentración y 
descentralización que otorgara autonomía administrativa a las Localidades, 
que deben ceñirse a los lineamientos del nivel Distrital, lo que significó un 
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notable vacío en el diseño institucional que a su vez incidió en el escaso 
impacto de la participación ciudadana y ratificó la debilidad de la democracia 
en las Localidades (BCV, 2007). Esta situación no permitió avanzar en la 
gestión local social integral que proponía el gobierno de Garzón y que 
continuó impulsando Moreno con similares resultados. 
 
2.3 La incompletud de la democracia local: alcances y 
limitaciones de la participación y la descentralización en 
la ciudad 
El enfoque de derechos, dada la exigibilidad de éstos, insta al 
empoderamiento de los excluidos. Por ende requiere una política de 
descentralización y participación ciudadana acorde que permita la cercanía 
entre los ciudadanos y la administración, así como la posibilidad real de 
incidencia en la toma de decisiones sobre la política pública, en donde la 
ciudadanía y las organizaciones sociales participen efectivamente tanto en 
la identificación y la formulación como en la implementación, el seguimiento 
y la evaluación de la misma. 
 
La promoción de la ciudadanía activa ha sido una prioridad durante estos 
dos gobiernos, poniendo de presente que los asuntos públicos son tan 
importantes que no pueden ser exclusivos del ámbito estatal, “se trata de 
desestatizar las políticas públicas, reivindicando el derecho ciudadano a ser 
actor de los procesos sociales” (Corredor, 2010: 50). 
 
De esta forma se espera que la descentralización y la democratización de 
las decisiones aumenten la gobernabilidad a través de decisiones más 
legítimas construidas colectivamente. En este sentido la participación alude 
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a la capacidad de incidencia que pueden tener los ciudadanos, 
organizaciones sociales y grupos vulnerables sobre la asignación de 
recursos y la formulación e implementación de la política pública, en 
diferentes niveles y grados de intensidad en cada etapa de ésta (Gilbert & 
Garcés, 2008). 
 
Si bien la descentralización territorial no garantiza en sí misma la obtención 
de buenos resultados, es una condición indispensable para desarrollar la 
democracia local. De allí la necesidad de suscitar una reflexión en este 
sentido para interpretar los escenarios de la ciudadanía intercultural en la 
democracia local desde las posibilidades y las limitaciones que ofrece el 
sistema político de Bogotá y sus Localidades.  
 
Algunos analistas son pesimistas frente a la experiencia de la 
descentralización territorial en Bogotá, consideran que han sido más los 
fracasos que los aciertos (Maldonado, 2011) al no cumplir con su razón de 
ser: consolidar la democracia en el nivel local, en donde los ciudadanos 
estén más cerca de un gobierno local con autonomía administrativa y la 
participación ciudadana permita promover políticas públicas acordes con las 
problemáticas de las Localidades.  
 
Según estos estudiosos de la descentralización en Bogotá ésta no ha 
cumplido satisfactoriamente con sus propósitos y expectativas en tanto no 
es posible establecer cuál ha sido su impacto en la calidad de vida de los 
habitantes de las Localidades, no contribuye a la eficiencia en la provisión 
de servicios y no promueve la participación ciudadana y la organización 
social. Según las encuestas adelantadas al respecto la mayoría de los 
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ciudadanos desconoce las juntas administradoras locales (JAL) y no sabe 
quién es el alcalde local (Maldonado, 2007). 
 
Algunos prefieren hablar de desconcentración territorial más que de 
descentralización, otros refieren que apenas se ha logrado cierta 
descentralización fiscal pero no administrativa ni política. Quizás es más 
acertado referirse a descentralización incompleta (Maldonado, 2007), lo cual 
se explica en la medida en que las fuerzas políticas con poder en la ciudad 
han tenido un talante más bien centralista y poco democrático: No se 
permitió la elección popular de alcaldes locales, el Estatuto Orgánico de la 
ciudad ordenó una transferencia importante de recursos, pero negó la 
autonomía administrativa y redujo al alcalde local a la categoría de un 
funcionario de menor importancia, subordinado a las funciones delegadas 
desde el nivel central y con un reducido margen de acción. Además, las 
administraciones distritales han hecho uso de los instrumentos disponibles 
para limitar aún más la descentralización y el Concejo no ha querido asumir 
una postura firmemente descentralizadora y democrática (Maldonado, 
2010). 
 
En sentido contrario otros analistas como Bromberg consideran que “desde 
el punto de vista de la democratización, la descentralización bogotana ha 
sido muy exitosa: sí contiene una distribución real del poder de decisión 
hacia unos espacios de la estructura del aparato de Estado cuyo acceso 
está realmente disponible para muchos ciudadanos” (Bromberg, 2011). 
 
Efectivamente, a pesar de las dificultades las Localidades cuentan con un 
acumulado de gestión político-administrativa de veinte años, en donde el 
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“juego político” ha estado está asociado a la responsabilidad ante unos 
electores definidos por pertenencia territorial: la Localidad en la que se vota. 
 
En esta línea quien perdió con la descentralización territorial en Bogotá fue 
el Concejo, ya que tradicionalmente muchos concejales “ganaban 
elecciones atendiendo precariamente a grupos de electores barriales, 
dirigiendo hacia ellos el aparato de gestión de la administración central” 
(Bromberg, 2011). Así pues, la ‘descentralización-democratización’ otorgó 
esa facultad a los ediles, a través del presupuesto de inversión local, lo cual 
explica por qué “el Concejo no tuvo dificultad en expedir un proyecto de su 
propia iniciativa, el Acuerdo 13 de 2000 (el cual establece el proceso de 
planeación participativa en las Localidades), que restaba poder a los ediles 
declarando eso sí promover las bondades de la participación” (Bromberg, 
2011). 
 
2.3.1 Los escenarios de la democracia en las Localidades: una 
revisión necesaria 
Desde la Constitución de 1991 se planteó la participación ciudadana y la 
descentralización territorial como estrategia para ampliar la democracia 
hacia el nivel local y mejorar la provisión de servicios locales. De allí surgió 
la propuesta impulsada por Jaime Castro de descentralizar a Bogotá en 
Localidades, dadas las dificultades de administrar una ciudad tan grande 
desde un solo centro. Se discutió incluso la posibilidad de la elección 
popular de los alcaldes locales, propuesta que no fue acogida finalmente 
por cierto conservadurismo centralista que se hizo presente y que tiene 
mucho que ver con el desarrollo posterior del diseño institucional de la 
descentralización.  
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La Constitución Política de 1991 (Artículo 322) estipuló los lineamientos 
básicos de la descentralización estableciendo la creación de las Localidades 
como unidades territoriales en la ciudad con funciones político-
administrativas propias. En 1992 se expidió la ley 1ª que organizó la 
descentralización de la ciudad: dispuso un periodo fijo para los alcaldes y la 
asignación presupuestal del 10% de los ingresos corrientes del Distrito. 
Enseguida el Concejo de Bogotá emitió los Acuerdos 2 y 6 de 1992 
estableciendo la delimitación geográfica de las Localidades y la asignación 
de competencias respectivamente. Sin embargo, la implementación de la 
iniciativa supuso varias dificultades, una de ellas derivada de la 
desobediencia de los primeros alcaldes locales frente al Alcalde Mayor de 
turno (Jaime Castro), situación que lo motivó a promover algunas 
restricciones a la descentralización en la elaboración del Estatuto Orgánico 
de la ciudad. 
 
De esta manera, si bien la expedición del Estatuto Orgánico de Bogotá en 
1993 otorgó a las Localidades la posibilidad de un gobierno plural y 
participativo sustentado en la descentralización territorial, supuso una 
combinación singular y limitada entre la democracia representativa —a 
través de la elección directa de las juntas administradoras locales (JAL) e 
indirecta de los alcaldes locales que son designados por el Alcalde Mayor a 
partir de una terna enviada por cada JAL— y la democracia participativa, 
promoviendo procesos participativos de planeación y control social de los 
gobernantes.  
 
Cuando se viabilizaron las elecciones de las JAL la intención fue explícita: 
fortalecer la participación de las comunidades locales en la definición de los 
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planes y programas, de acuerdo a sus problemáticas reales, en la 
construcción del plan de desarrollo local articulado a los objetivos del plan 
de desarrollo distrital. Sin embargo, pronto estos liderazgos sociales y 
comunitarios que se lanzaron a las JAL fueron cooptados por la democracia 
representativa en la ciudad, por las prácticas político-electorales 
tradicionales que sustentaron el trabajo electoral en el intercambio de 
favores, el clientelismo y la corrupción (García, 2003). Tendencia que 
paradójicamente ha sido reforzada con las reformas políticas de 2003 y de 
2009 que redujeron ampliamente el número de partidos y movimientos 
políticos, restringiendo el “mercado político” y obligando-incentivando a 
estos liderazgos locales a suscribir acuerdos y transacciones electorales en 
términos de la relación costo-beneficio. 
 
La elección indirecta del alcalde local ha sido un mecanismo también 
controvertido que se presta para acuerdos bajo la mesa y promueve el 
clientelismo. En el primer año de su administración, Garzón enfrentó un 
fuerte golpe de opinión por los escándalos y denuncias de corrupción en las 
Localidades, situación que lo llevó a solicitar la renuncia a los veinte 
alcaldes locales en 2005. Posteriormente por decreto presidencial se 
estableció un mecanismo meritocrático para el proceso de selección de 
alcaldes locales a través de la prueba de conocimientos y se estipuló la 
participación de al menos una mujer en cada terna. Esto impulsó al alcalde 
Lucho Garzón a nombrar a veinte alcaldesas locales en agosto de 2005 
como un gesto de ampliación de la participación de las mujeres en su 
gobierno.  
 
Este modelo de descentralización territorial de la ciudad ha tenido rasgos 
sui generis que han dado lugar a unas Localidades muy débiles 
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administrativamente que dependen directamente del nivel central, tienen 
pocos recursos y no cuentan con autonomía administrativa ni funciones 
propias (Maldonado, 2007).  
 
Entre las principales limitaciones de este diseño restringido encontramos, 
entre otras, que el alcalde local no tiene un periodo fijo sino que se equiparó 
a un funcionario de libre nombramiento y remoción, lo que supone una gran 
debilidad para liderar la administración local (Maldonado, 2011). Sumado a 
esto las Localidades no cuentan con personería jurídica, situación que 
impide que sean sujetos de derechos y obligaciones con alguna autonomía. 
Sin embargo el Estatuto creó los Fondos de Desarrollo Local (FDL) con 
personería, cuya representación legal ejerce el Alcalde Mayor con 
posibilidad de delegarla al alcalde local o a los secretarios de despacho.  
 
De otra parte las Localidades no cuentan con una planta de personal propia 
o un mínimo gabinete, dependiendo de las entidades del distrito para el 
funcionamiento y el personal. Lo que Maldonado ilustra con un ejemplo 
refiriendo que sería como “si la planta de personal del Distrito fuera 
financiada por el Ministerio del Interior y el Alcalde Mayor tuviera que 
solicitar al ministro la asignación del recurso humano” (Maldonado, 2011). El 
modelo le restó importancia a la figura del alcalde local, equiparándolo a un 
funcionario desconcentrado del nivel central. A pesar de la transferencia de 
recursos importantes no se dotó a las Localidades de un aparato 
administrativo básico para el cumplimiento de sus competencias. 
 
Siguiendo este escenario tendencial, durante las administraciones Mockus-
Peñalosa-Mockus (1995-2003) no se promovió la descentralización de la 
ciudad, al contrario, se fortaleció la tendencia centralista suprimiendo la 
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delegación de la facultad de ordenación y contratación del gasto a los 
alcaldes locales y asignándolas a secretarios de despacho y directores de 
establecimientos públicos, a la vez que se crearon las Unidades Ejecutivas 
Locales (UEL) que asumieron los procesos de contratación de los Fondos 
de Desarrollo Local (Buitrago, 2003).  
 
2.3.2 Los alcances de la descentralización en Bogotá entre 2004 y 
2011 
El gobierno de Lucho Garzón (2004-2007) devolvió parte de la facultad de 
contratación a los alcaldes locales y buscó otorgarle personería jurídica y 
competencias precisas a las Localidades en su Proyecto de Acuerdo para la 
reforma administrativa del Distrito, pero la propuesta fue rechazada por el 
Concejo con el argumento del riesgo de corrupción y clientelismo en las 
Localidades. Sin embargo, hubo un avance significativo a través de la 
delegación de facultades de ordenación del gasto y contratación en 
competencias dentro de los sectores de cultura, ambiente, y participación 
ciudadana, y el consecuente desmonte de tres unidades ejecutivas locales 
en el entonces Instituto Distrital de Cultura y Turismo (IDCT), el 
Departamento Administrativo de Acción Comunal (DAAC) y el 
Departamento Administrativo de Medio Ambiente (DAMA).  
 
A su turno, el Plan de desarrollo del Alcalde Moreno (2008-2012) planteó 
como un objetivo estructurante la descentralización territorial, 
comprometiéndose a tramitar una reforma al capítulo sobre 
descentralización del Estatuto Orgánico a través de un proyecto de ley en el 
Congreso de la República y un proyecto de Acuerdo en el Concejo de 
Bogotá. Sin embargo, la meta no se cumplió y el único avance fue la 
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devolución de la facultad de contratación a los alcaldes locales vía Decreto 
101 de 2010, lo que si bien se considera un gran adelanto para el 
fortalecimiento local ha generado algunas controversias e investigaciones a 
algunos alcaldes que han tenido problemas en su aplicación por 
desconocimiento de los procedimientos de contratación, en algunos casos, 
y por corrupción y clientelismo, en otros (Revista Semana, 2010). 
 
En síntesis, el diseño institucional de la descentralización en Bogotá carece 
de un Acuerdo distrital que asigne competencias precisas y exclusivas a las 
Localidades, en tanto lo que se encuentra actualmente es una gran cantidad 
de funciones delegadas desde el nivel central que hacen del alcalde local un 
funcionario de tercera categoría, con el riesgo de incurrir en errores de 
procedimiento susceptibles de investigaciones disciplinarias.  
 
En este momento las Localidades no ofrecen servicios específicos que los 
ciudadanos referencien claramente y los Fondos de Desarrollo Local “se 
han convertido en una especie de caja menor para completar los proyectos 
distritales” (Maldonado, 2011). En tal sentido, es posible explicar los 
escasos niveles de participación, el desconocimiento de la gestión local y la 
valoración negativa del impacto de las Localidades (IDPAC, 2011). 
 
2.3.3 Participación ciudadana en las Localidades y nuevos 
escenarios de la ciudadanía intercultural 
El proceso de participación ciudadana más importante de la ciudad lo 
constituye la discusión y concertación de los planes de desarrollo en las 
veinte Localidades de Bogotá a través de los Encuentros Ciudadanos, en 
donde las organizaciones sociales y los habitantes de cada Localidad 
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deliberan y priorizan las problemáticas y las soluciones, teniendo en cuenta 
las posibilidades de recursos, que son limitados para las Localidades 
(apenas el 10% del total del presupuesto de Bogotá se distribuye en las 
Localidades teniendo en cuenta sus indicadores sociales). 
 
A partir del Acuerdo 13 de 2000 se reglamentó este proceso participativo 
que establece la conformación del Consejo de Planeación Local (CPL) 
como la instancia de planeación participativa de cada Localidad, en la que 
confluyen diversos sectores y organizaciones sociales que representan a su 
vez diferentes intereses o luchas por el reconocimiento. De esta forma, la 
participación ciudadana en las Localidades permite la interlocución entre la 
ciudadanía y la Administración Local para que la primera pueda incidir en la 
toma de decisiones y el control social sobre la gestión de lo público. 
 
Tabla 1. Asistentes a los encuentros ciudadanos en el Distrito 
Año Número 
de 
asistentes 
2001 39.098 
2004 55.841 
2008 66.225 
Fuente: IDPAC (2011) 
Sin embargo, es evidente que existe un profundo desconocimiento de la 
ciudadanía sobre estos mecanismos de participación que se refleja en la 
escasa participación, y que tiene que ver con la debilidad de las 
organizaciones y redes sociales (Gilbert & Garcés, 2008). Entre 2004 y 
2008 asistieron apenas 122.000 personas a los Encuentros Ciudadanos en 
Bogotá. De ahí la importancia de fortalecer la sociedad civil en la medida en 
que la academia y las organizaciones sociales pueden aportar 
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conocimientos y experiencias en el proceso participativo y el control social 
de lo público (Escallón & Sudarsky, 2001).  
 
Los actores sociales y sus múltiples formas de organización en las 
Localidades han jugado un papel crucial en los procesos de planeación 
participativa, particularmente en la identificación de las problemáticas y 
necesidades de los territorios, y en la articulación y el fortalecimiento de la 
sociedad civil en el nivel local. De esta forma, a pesar de las dificultades con 
las autoridades locales, quienes participan consideran que vale la pena 
invertir tiempo y esfuerzo en la formulación de los planes de desarrollo local, 
y que la participación puede ayudar a mejorar la calidad de vida en las 
Localidades (Gilbert & Garcés, 2008).  
 
En general, los Encuentros Ciudadanos han permitido una cercanía efectiva 
entre las alcaldías locales, la Administración Distrital, las organizaciones 
sociales y la ciudadanía. Sin embargo, el proceso ha sido bastante criticado 
en la medida en que la decisión final queda en manos de las juntas 
administradoras locales y los alcaldes locales, quienes en algunos casos no 
asumen lo que definió la voluntad ciudadana en los Encuentros y los 
consejos de planeación local (CPL) (Gilbert & Garcés, 2008), generando 
una creciente desconfianza en quienes participan, lo que deriva en una 
tensión permanente (natural) entre democracia participativa y democracia 
representativa. 
 
Es indispensable hacer la reflexión permanente sobre la relación entre 
descentralización y participación —ya que van de la mano— si se apunta a 
profundizar la democracia en la toma de decisiones en el nivel local, 
incorporando a grupos marginados y vulnerables en las políticas públicas. 
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Esto porque es en el nivel local donde ha habido un impacto significativo de 
la participación a través de los consejos locales de planeación, los 
Encuentros Ciudadanos y los diversos consejos participativos, en la medida 
en que las Localidades se han ido dotando de diversos escenarios de 
participación, cada vez más diferenciados para las poblaciones.  
 
El ejemplo más representativo al respecto lo constituyen los consejos 
locales de cultura que luego de la reforma al Sistema Distrital de Cultura —
que devino Sistema Distrital de Arte, Cultura y Patrimonio— incorporaron el 
enfoque poblacional y territorial y establecieron la representación de los 
grupos sociales (mujeres, LGBT, discapacidad), los grupos étnicos 
(afrodescendientes, raizales, indígenas, pueblo Rom) y los grupos etarios 
(jóvenes, adultos mayores), para adelantar procesos de concertación de las 
políticas culturales en el Distrito y las Localidades. 
 
Haciendo un balance de lo que se hizo en participación ciudadana durante 
estos dos gobiernos, con el ánimo de rastrear los escenarios posibles 
(potenciales o reales) de la ciudanía intercultural, encontramos que el 
discurso de la participación ciudadana estuvo presente en los dos planes de 
desarrollo y, a pesar de las limitaciones, se materializaron importantes 
avances que evidencian un compromiso de estas administraciones con el 
tema. 
 
En la administración de Luis Eduardo Garzón se llevó a cabo una 
importante reforma administrativa que constituyó un gran avance frente a la 
dispersión institucional al agrupar a las cuarenta y cinco entidades del 
distrito existentes en doce secretarías coordinadoras. Con la reforma se 
creó el Instituto Distrital de la Participación y Acción Comunal (IDPAC), 
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entidad que se encargaría en adelante de centralizar en el nivel distrital la 
coordinación de los procesos participativos en la ciudad, a través del 
Sistema Distrital de Participación que, a su vez, creó el Comité Intersectorial 
de Participación en el nivel distrital y la Comisión Local Intersectorial de 
Participación (CLIP), en el nivel local. Además, como se mencionó arriba, se 
adelantó la reforma del Sistema Distrital de Cultura. Todas estas acciones 
de la administración estuvieron atravesadas por el enfoque de derechos y la 
perspectiva poblacional diferencial y territorial. 
 
Finalmente, la administración de Samuel Moreno formuló la política pública 
de participación incidente (cabe aclarar que la expedición del decreto la 
realizó Clara López, quien asumió la Alcaldía Mayor luego de la suspensión 
de Moreno por parte de la Procuraduría). También se adelantaron ejercicios 
interesantes de presupuestos participativos en 2009, 2010 y 2011, aunque 
éstos se limitaron a la priorización de la inversión sin procesos de 
deliberación previa.  
 
2.4 Cultura política y nuevas ciudadanías 
De otro lado, haciendo el balance sobre los estudios de la cultura política 
como una dimensión clave de la ciudadanía, en Bogotá se observa que gran 
parte de éstos afirman que entre los bogotanos y bogotanas persiste una 
desconfianza generalizada frente al sistema político, y particularmente 
frente a los partidos políticos (Velásquez et ál., 2003). Varios de los estudios 
realizados muestran que los actores sociales encuestados o entrevistados 
manifiestan una actitud negativa frente a los políticos y la política en 
general.  
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En relación con esta realidad durante la década de los noventa las 
tendencias de identificación partidista se transformaron sustancialmente, 
evidenciándose un distanciamiento importante del tradicional bipartidismo 
del Frente Nacional, ligado a una amplia tendencia hacia la auto-
identificación como ciudadanos independientes o sin partido, lo cual se vio 
reflejado en los resultados electorales para la Alcaldía de Bogotá. A 
comienzos de la década de los noventa cerca del 33% de los electores 
potenciales declaraba carecer de simpatías partidistas (Velásquez et ál., 
2003). 
 
Otros estudios de la época no tardaron en evidenciar cómo las prácticas 
clientelistas —dotadas a nivel individual de una racionalidad coherente— 
que han perdurado con un arraigo importante en la cultura política de 
algunos sectores de la ciudad, penetraron considerablemente las nuevas 
formas de participación política, expresadas en la elección de las juntas 
administradoras locales, reforzando la desinstitucionalización y 
deslegitimación de los partidos políticos.  
 
Surge de esta manera una tensión central para la democracia local entre la 
apertura de espacios de participación y la cooptación de los mismos por 
redes políticas locales de tipo clientelista: “La ciudadanía se articula así, en 
el contexto de la negociación clientelista, la cual supone que el acceso a los 
derechos que ofrecen los nuevos espacios de representación se 
desenvuelve en medio de una transacción” (García, 2001: 2-3). Estos 
estudios sobre comportamiento electoral en Bogotá aluden al fenómeno del 
clientelismo político como un claro patrón de comportamiento, 
particularmente en algunos sectores del electorado y en determinados tipos 
de elección. 
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De este análisis se desprende un planteamiento hipotético general que 
busca orientar el análisis, en tanto es posible plantear que existen dos 
grandes escenarios de cultura política en conflicto. El primer escenario 
alude a aquellas prácticas y significados políticos comprendidos en la que 
denominamos cultura política tradicional, de tipo patriarcal y clientelista, 
ligada al intercambio de favores y a la constitución de micropoderes 
electorales. El segundo escenario agrupa la cultura política de las nuevas 
ciudadanías, que fundamentan su acción en la identidad cultural, en la 
reivindicación política de la subjetividad y en la lucha por ser reconocidas en 
la conformación de lo público, y específicamente en la construcción e 
implementación de la política pública, materializada en proyectos con 
recursos y metas puntuales en el plan de desarrollo local. 
 
De esta manera es posible rastrear diversos escenarios de la ciudadanía 
intercultural en la democracia local desde el diseño institucional de la 
participación ciudadana, así como en la constitución de la representación 
política en los procesos electorales. 
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Capítulo 3. Escenarios de la ciudadanía y la 
interculturalidad en la democracia de la 
Localidad Rafael Uribe Uribe 
 
3.1 Sobre el análisis cualitativo y la interpretación de los 
escenarios de la democracia local desde los actores 
sociales 
 
Hasta este momento se ha argumentado cómo en la ciudad de Bogotá, 
durante las últimas dos décadas, particularmente en el espacio social de lo 
local, los actores sociales han ido propiciando y apropiando una serie de 
escenarios de encuentros dialógicos, lugares de conversación-negociación 
entre discursos-acción sobre lo público, que promueven la reflexión-acción 
en la democracia local desde su subjetividad, desde su identidad cultural, 
que a su vez es conciencia de sí, o en términos de Bourdieu: conciencia de 
sus posiciones en la estructura social y de las relaciones de poder en las 
que están inmersos (Bourdieu, 1994).  
 
Las relaciones sociales entre los actores de la democracia local constituyen 
escenarios que promueven el diálogo (y el conflicto) intercultural y, por 
ende, la resignificación (negociación) de la ciudadanía. Escenarios diversos 
(múltiples) en tanto relaciones sociales diversas se erigen en los lugares de 
lo público que permiten la puesta en escena de significados y prácticas 
culturales que entran en interacción-negociación, en conflicto, y que se 
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resignifican de acuerdo a las agendas de movilización ciudadana de actores 
sociales individuales y colectivos.  
 
En ese orden, este capítulo presenta los resultados del trabajo de análisis 
cualitativo realizado a partir de entrevistas y grupos de discusión con 
actores sociales y políticos claves en la democracia de la Localidad Rafael 
Uribe Uribe —particularmente aquellos que estuvieron involucrados de 
alguna manera en el periodo comprendido entre 2004 y 2011— así como de 
la revisión documental de fuentes primarias y secundarias. El trabajo de 
campo contempló la realización de veintinueve entrevistas en profundidad a 
actores diversos, entre los cuales se incluyeron líderes y lideresas sociales, 
comunales, LGBTI, gestores culturales, ediles, representantes de 
organizaciones sociales, consejeros y delegados de diferentes instancias de 
participación, mujeres, funcionarios, alcaldesa y ex-alcaldesa local, entre 
otros. Se realizaron además siete grupos de discusión sobre diferentes 
dimensiones del problema de investigación en los que participaron, 
conversaron y reflexionaron colectivamente actores con agendas diversas 
de movilización en el espacio local. Asimismo se implementó la observación 
participante en los escenarios de participación ciudadana y de 
representación política, expresados en reuniones, comités, asambleas, 
sesiones y mesas de trabajo que posibilitan la interacción entre sociedad 
civil y la institucionalidad del Estado. 
 
De acuerdo con los planteamientos del sociólogo español Enrique Alonso 
(1998) acerca del método sociológico hermenéutico la percepción que los 
actores sociales tienen de su sociedad es un producto de las relaciones 
“objetivas” que los constriñen y de las situaciones comunicativas que los 
grupos sociales producen en su interacción. En este proceso se generan 
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símbolos, imágenes y discursos, que constituyen elementos conformadores 
fundamentales de la visión que los actores tienen de la realidad social, a los 
que podemos acceder a través de la entrevista y el grupo de discusión. No 
sin antes reconocer, como sujeto investigador en este caso, el carácter 
fundamental de la mirada interpretativa, esto es, la importancia del sujeto 
que mira desde una situación particular. En palabras de Alonso: 
La visión, como mirada de la realidad social, es el origen de las metáforas que 
tratan de modelizar nuestra percepción, considerando la metáfora como una 
reescritura y —por tanto una resemantización— que ordena, completa y 
estabiliza la relación del sujeto con el contexto que lo enmarca (Ricoeur, 1995, 
pp. 59-66). El concepto de visión ha sido muchas veces considerado como 
sinónimo de intuición o de conocimiento intuitivo […] pero, más que reducirlo a 
esta dimensión en la que teóricamente primaría la subjetividad […] habría que 
encajar […] la visión en todo proceso de conocimiento, y resaltar el lugar del 
sujeto […] poniéndolo en el origen de la creación del sentido de toda 
observación: constituyéndose en la base de la interpretación donde luego se 
encaja la información objetivada (Alonso, 1998: 18). 
 
Por tal razón es importante que el lector sepa de la vinculación del autor con 
su objeto de investigación, en tanto es tal la cercanía, el involucramiento 
con los escenarios de la democracia de esta Localidad como participante 
activo del movimiento social y cultural en el territorio, que es preciso 
manifestar la intención de que esta investigación aporte en el proceso de 
profundización de la democracia local a través de escenarios posibles de 
diálogo intercultural entre sujetos de derechos, en los que no solo se 
reconozcan las diferencias culturales, sino que se potencie la acción 
colectiva para la transformación de lo público desde lo local hacia los demás 
niveles (lo regional, lo nacional, lo global). 
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Las conversaciones estuvieron orientadas por un cuestionario de preguntas 
abiertas con el ánimo de propiciar una conversación abierta, con múltiples 
entradas al objeto de investigación, en donde los actores pudieron 
expresarse sobre los temas desde sus experiencias en el proceso 
democrático. En las entrevistas y grupos de discusión se buscó que los 
participantes narraran abiertamente sus puntos de vista sobre las realidades 
que suscriben, sus opiniones, sus discursos frente a aspectos diversos de 
los escenarios de la democracia local que los actores consideran 
significativos:  
 
• Los procesos de construcción de lo público.  
• La toma de decisiones y los conflictos entre micropoderes.  
• La elección y gestión del alcalde local y la Junta Administradora Local 
(JAL).  
• La descentralización.  
• La participación ciudadana. 
• El reconocimiento de las diferencias culturales. 
• La acción colectiva en la construcción de escenarios de futuro. 
• El papel de los partidos políticos. 
• La cultura política de los actores y la corrupción, entre otros.  
 
De esta manera fue posible rastrear los significados y prácticas frente a lo 
político que ponen en circulación los discursos de los actores sociales. En 
sus argumentaciones encontramos valiosa información sobre los 
fundamentos y representaciones culturales de la acción política y de lo 
público, así como sobre las formas en que se asume la subjetividad y la 
identidad cultural en la construcción de nuevas ciudadanías; constituyendo 
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un enriquecedor entramado textual para realizar el análisis cultural 
sociológico sobre los conflictos centrales de la democracia local.  
 
Los discursos, por su parte, nos sitúan en la esfera de lo simbólico, siendo 
definidos como combinaciones de signos, gracias a los cuales los sujetos 
pueden utilizar el código de la lengua para expresar sus pensamientos 
personales, ya que siempre la conciencia de los hechos por los sujetos 
humanos entraña la existencia de significados intersubjetivos estructurados 
por un sistema de signos o lenguaje; lo que origina un sistema de 
distinciones y convenciones que permiten que un grupo de fenómenos 
tenga el significado que tiene para los miembros de una cultura (Alonso, 
1998). 
 
Comprender el sentido de la acción es una operación que necesita de la 
situación comunicativa para asir los discursos de los actores en sus 
determinadas espacio-temporalidades. La sociología hermenéutica se 
sustenta en la capacidad humana de captar y otorgar significados. 
Interpretar la acción como texto implica entonces asumir el análisis de los 
discursos que involucran los actores para acceder al sentido y a los 
significados socioculturales que nutren las relaciones sociales. 
 
Complementariamente, y con el propósito de triangular la información 
reconstruida con los actores sociales, se analizaron y sistematizaron 
diferentes documentos y datos sobre los temas referidos por los 
entrevistados como elementos integrales para comprender la puesta en 
escena de las ciudadanías, en tanto culturas políticas presentes en la 
democracia local: datos electorales para explicar la dinámica de los partidos 
políticos, actas, comunicados, publicaciones, videos y demás documentos 
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que generan los actores sociales en su acción política sobre el territorio 
local. 
 
Los escenarios de lo público en la democracia local tienen soporte en el 
territorio. Lo local constituye el referente central de la deliberación pública 
entre las ciudadanías diversas que dan origen a los escenarios a partir de 
sus relaciones (relaciones comunicativas, prácticas de resistencia a la 
dominación, articulación de agendas de incidencia, lucha por la 
resignificación de la ciudadanía y de lo público, es decir, tanto de lo cultural 
como de lo político). 
 
De esta manera, desarrollamos en este apartado la fase interpretativa del 
proceso de investigación de acuerdo a las dimensiones y relaciones que 
integran nuestro problema de investigación, que busca comprender el 
sentido de los escenarios de la ciudadanía en la democracia local para 
establecer las posibilidades del diálogo intercultural, así como los alcances 
del conflicto que involucra actores sociales y políticos diversos que 
convergen en el espacio público local. Se trata además de comprender 
cómo se relacionan-enfrentan actores sociales que apuestan por la 
reproducción de modelos culturales antagónicos: la cultura política 
tradicional y la(s) cultura(s) política(s) de las nuevas ciudadanías en la 
construcción de lo público en el territorio local.  
 
3.2 Las relaciones entre los actores sociales claves de la 
democracia local 
Identificar los actores sociales claves en los escenarios de la democracia 
local implicó rastrear la dinámica de los procesos de construcción de 
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representaciones de intereses diversos. En tal sentido los actores sociales 
han logrado —a partir de sus luchas— la configuración de escenarios de 
representación de sus intereses, materializados en diversos espacios de 
participación política que han ido surgiendo sobre la base del reajuste 
estatal que supuso la descentralización. Complementariamente, algunos 
actores sociales en la Localidad (colectivos LGBTI, de mujeres, de jóvenes, 
grupos étnicos) se han ido generando lógicas de reconocimiento a través de 
la ampliación de nuevas esferas públicas en las que se organizan, 
identifican sus problemáticas en el territorio y construyen agendas de 
incidencia política, entre otras acciones significativas.  
 
A partir de esto fue posible efectuar el análisis de la democracia local como 
proceso político en donde los actores sociales orientan sus acciones en 
relación con la posibilidad (potencialidad) de incidencia sobre la toma de 
decisiones para transformar las problemáticas que identifican y construir 
escenarios de futuro. De esta manera es factible observar la satisfacción y 
la frustración de los actores con relación a una situación de referencia 
(Touraine, 1965). La acción es a la vez un discurso que expresa la relación 
del actor con el objeto de su acción. En ese contexto los actores cuentan 
con información y recursos limitados para su acción, de tal forma que la 
visibilidad de los factores de decisión e incidencia varían. 
 
Al indagar sobre la constitución de los escenarios de la ciudadanía en la 
democracia local encontramos fundamentalmente dos esferas complejas 
que se interrelacionan en diferentes niveles, constituidas de múltiples 
relaciones sociales que refieren los propios actores: la democracia 
representativa y la democracia participativa. De un lado tenemos la 
distribución de las fuerzas políticas electorales (representación política) que 
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observamos en la elección directa de los ediles y la elección indirecta del 
alcalde local, y que se relaciona (directa e indirectamente) con las 
dinámicas electorales del nivel distrital (elección de concejales y Alcalde 
Mayor). De otro lado encontramos los actores que conforman los escenarios 
institucionales (reglamentados normativamente) y no institucionales (acción 
colectiva autónoma) de la democracia participativa, en la que confluye 
privilegiadamente la sociedad civil local: consejos consultivos, mesas de 
trabajo permanente, comités, comisiones, espacios cívicos, etc. Durante el 
periodo estudiado hubo un importante fortalecimiento y ampliación de estos 
escenarios de participación en la democracia local que se relaciona con una 
apuesta de actores sociales por la transformación de las formas 
tradicionales de lo político y de las realidades de exclusión y segregación 
social en el territorio. 
 
En la Localidad Rafael Uribe Uribe la sociedad civil —compuesta de 
asociaciones de vecinos, organizaciones populares, de mujeres, grupos 
culturales y juveniles, medios de comunicación comunitaria y colectivos con 
agendas de reivindicación diversas— ha impulsado la ampliación de la 
esfera pública, se ha articulado a los nuevos espacios y escenarios de la 
democracia participativa, y de esta manera ha enriquecido la representación 
de los intereses de diversas identidades culturales. Los consejos de 
planeación, de cultura, de discapacidad, la mesa de mujeres, la mesa 
interétnica, entre otros, tienen una amplia delegación de sectores 
organizados de la Localidad (Alcaldía Local Rafael Uribe Uribe, 2011).  
 
De esta manera los actores sociales en la democracia local han ido 
propiciando una serie de escenarios que son expresión de la cultura política 
de las nuevas ciudadanías, en donde en principio se reconocen las 
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diferencias (por lo menos formalmente) como punto de partida para 
adelantar diferentes negociaciones que se verán reflejadas en la política 
pública local.  
 
Sin embargo, las relaciones entre los actores de la democracia local 
adquieren dimensiones conflictivas, particularmente aquellas en las que 
entran en escena los actores de la democracia representativa, que ponen 
en evidencia el enfrentamiento entre culturas políticas diametralmente 
opuestas: la cultura política tradicional y la cultura política de las nuevas 
ciudadanías. La primera, alude a las prácticas y significados de lo político 
que encontramos particularmente en los discursos de los ediles que 
integran la Junta Administradora Local y de muchos líderes y lideresas de 
las Juntas de Acción Comunal (sobre las cuales fundamentan su poder 
político-electoral los primeros), quienes se articulan en micro-redes de poder 
local de tipo patriarcal que incorporan el clientelismo, la transacción y el 
intercambio de favores como valores naturales de la práctica política.  
 
En contraste, la cultura política de las nuevas ciudadanías se expresa en los 
discursos de los actores sociales que fundamentan su acción desde la 
identidad cultural, que demandan el reconocimiento expresado en políticas 
públicas con enfoque diferencial, y que intentan transformar lo público 
desde la acción colectiva, la participación y la construcción de agendas de 
movilización social en el contexto institucional que implementó un enfoque 
de política pública centrado en el sujeto de derechos. Así lo expresa 
precisamente Martha Bolívar, entonces alcaldesa local de Rafael Uribe 
Uribe (2008-2011), y quien venía de los espacios de participación en una de 
las conversaciones sostenidas en el marco de esta investigación: 
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«[…] esas políticas permitían fortalecer la subjetividad y la diversidad de esa 
subjetividad, por ejemplo para mí, era absolutamente necesario reconocernos 
en una condición diversa, segundo, romper un poco la idea de lo patriarcal en lo 
público, visibilizar otras miradas que no fueran la del ciudadano caucásico 
cuarentón alfabeta y con recursos, sino visibilizar las diferencias que hay, 
generar escenarios de discriminación positiva como diría la Constitución, y 
además de eso agendas públicas por sector. Como Lucho (Garzón) logró 
empezar a posicionar temas de políticas públicas sectoriales y poblacionales, 
pues si yo no impulsaba estrategias locales, se quedaban sin una posibilidad de 
desarrollarlas localmente, o desarrollar agendas propias, a veces digo no, esto 
también puede dispersar un poco el impacto, pero no me arrepiento, yo creo 
que mal que bien la gente hizo ejercicios, buenos, malos, regulares, pero quedó 
en manos de la gente […]4»  
 
3.2.1 Escenarios de conflicto y complementariedad en las 
relaciones de los actores sociales y la configuración del 
poder local 
Durante el gobierno local 2004-2007 varios de los actores entrevistados 
manifestaron que no hubo una interlocución fluida con la Alcaldía Local 
debido a la interinidad de los alcaldes locales encargados. Situación que 
respondió, entre otras cosas, a la suspensión de la entonces alcaldesa local 
María Elena Rojas Cutiva —ordenada por la Personería Distrital debido a la 
adjudicación indebida de contratos (Eltiempo.com, 2004)— en el primer año 
de su gestión, y a las dificultades que se presentaron posteriormente en la 
conformación de una nueva terna, por causa de la negativa de la JAL para 
incluir a una mujer en ella. Asunto que finalmente resolvieron los altos 
tribunales ordenando la incorporación de una mujer en la terna. Solo hasta 
                                               
4
 Entrevista realizada a la alcaldesa Martha Bolívar el 3 de septiembre de 2011. 
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el último año de gobierno local (2007) cuando se posesiona Irma Estupiñán 
fue posible una interlocución importante de los actores sociales con la 
Alcaldía Local, sin embargo, no fue posible establecer agendas debido a la 
finalización del plan de desarrollo. Sobre ese proceso de configuración del 
poder local expresado en la elección del alcalde(sa) local, la ex-alcaldesa 
Irma Estupiñán recordó la experiencia de la siguiente manera: 
«Yo creo que partir de la destitución de todos los Alcaldes Locales, en esa 
época (año 2005) por parte del Alcalde Lucho Garzón, y con la convocatoria a 
un concurso eso ya empezó a sanear todo el proceso de escogencia, no en su 
totalidad, pero creo que fue un ejercicio de empezar hacer algo relacionado con 
procesos meritocráticos por parte de un Alcalde Mayor, porque él convocó 
como una especie de concurso y la gente teníamos que presentarnos a la 
ESAP, fue en ese momento un examen que se convirtió como en el primer ciclo 
para no escoger a dedo sino que por lo menos pasaran un examen, y ahí si 
venía el proceso de escogencia, creo que si no me equivoco en ese momento 
participamos 84 personas entre hombres y mujeres, de los cuales quedamos 
veintiuno, entre esos tres mujeres, pero obviamente la JAL no quiso escoger 
mujer en esa terna, eso se dilató por mucho tiempo y luego pasó a la Corte 
Suprema de Justicia, que los obligó a incluir una mujer por ley de cuotas y si no 
incluían a una mujer se tenían que atener a las consecuencias5». 
 
El reconocimiento, inicialmente formal, de los derechos de las mujeres, 
supuso un giro importante en la concepción de los espacios del poder 
político local. Espacios tradicionalmente masculinos que restringen la 
incursión de la diversidad se enfrentan a la apertura de múltiples escenarios 
de enunciación de las nuevas ciudadanías posibilitados (garantizados), en 
principio, por la racionalidad legal. La incursión de las nuevas voces de la 
democracia ha puesto en cuestión las viejas formas de lo político que se 
                                               
5
 Entrevista realizada a Irma Estupiñán exalcaldesa local el 12 de agosto de 2011. 
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soportan en la intermediación, la exclusión, y la instrumentalización del 
favor. En adelante los actores sociales quieren dotarse de voz y expresar su 
propia mirada, que es a la vez propuesta-acción. De allí la importancia de 
que las mujeres accedan al poder político local, del que tradicionalmente 
han estado marginadas, en tanto resignifican formas tradicionales, 
patriarcales, del poder político. 
 
Respecto al gobierno local 2008-2011, la mayoría de los actores 
entrevistados refieren que tuvieron una interlocución efectiva con la Alcaldía 
Local durante la administración de Martha Bolívar, en la medida en que les 
escuchó, reconoció sus agendas y problemáticas, y les posibilitó el acceso a 
procesos de formación y recursos en diferentes niveles (técnicos, 
tecnológicos, humanos) para fortalecer su incidencia política. Lo que nos 
permite establecer un alto contenido subjetivo en el ejercicio del poder que 
efectúa el alcalde local, que en este caso posibilitó una rearticulación 
efectiva entre la sociedad civil local y la institucionalidad del Estado en el 
escenario público local. De allí la relevancia que tiene para los actores 
sociales el hecho de que este gobierno local proceda, en este caso, del 
sector cultural de la Localidad, de la sociedad civil local, en tanto Martha 
Bolívar antes de fungir como alcaldesa hizo parte del Consejo Local de 
Cultura como representante de las organizaciones de mujeres —además de 
ser militante del Polo Democrático Alternativo y miembro del Partido 
Comunista Colombiano—. Esto tiene un significado importante para nuestro 
estudio en la medida en que esta adscripción previa a la lucha (política) por 
el reconocimiento de los derechos culturales de las mujeres suscitó una 
apertura a nuevos espacios de reconocimiento de las diferencias culturales 
en el territorio local. Apertura de lo público que tiene un significado relevante 
para los actores sociales, que encuentran allí nuevos escenarios para el 
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diálogo intercultural, como lo expresa uno de los líderes de la Mesa LGBTI 
en la Localidad:  
«[…] significa reconocer el ser humano en la diversidad, es reconocer diferentes 
componentes que tiene el ser humano, y reconocer la integralidad y la 
complejidad de ese ser humano, entender que un hombre gay sigue siendo 
hombre y sigue siendo tan actor social como cualquier otro, que una mujer sea 
negra no significa que deba apartarse de la discusión de mujeres por ser afro, ni 
que deba apartarse de la discusión afro por ser mujer, sino que al contrario esa 
complejidad la hace interesante. Las políticas públicas no deben ser cerradas, 
sino abiertas al cómo participan absolutamente todos los actores desde su 
particularidad, y desde su particularidad se respetan y dialogan esas 
particularidades y esas diferencias6». 
 
En este contexto es necesaria la presente investigación en la medida en 
que, durante el periodo estudiado, se gestó un importante movimiento de 
actores sociales expresado en colectivos y organizaciones sociales con 
agendas diversas de reivindicación de derechos, que confluyeron en la 
necesidad de reconocer las subjetividades como fundamento para la 
discusión y la construcción de las decisiones. Es en ese sentido que 
hablamos de sujetos en la democracia local, y cuando aludimos a esos 
sujetos debemos referirnos a la formación social de la subjetividad, pues el 
reconocimiento es el hecho fundamental constitutivo de lo humano (Alonso, 
1998), así como a la potencialidad del sujeto de convertirse en actor social, 
tal como lo concibe Alain Touraine (2004). 
 
 
 
                                               
6
 Entrevista realizada a Manuel Alfredo Gutiérrez, líder de la Mesa LGBTI, el 14 de agosto de 2011. 
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3.2.1.1 El movimiento comunal frente al poder político local  
En el caso del movimiento comunal, particularmente en el caso de 
Asojuntas (Asociación de Juntas de Acción Comunal de la Localidad Rafael 
Uribe Uribe), la organización desarrolló una estrecha articulación con la 
alcaldesa Martha Bolívar, quien les posibilitó el acceso a recursos a través 
de convenios de cooperación para el fortalecimiento de los procesos 
comunales en la Localidad. Sin embargo, esto no tardó en generarles un 
serio conflicto con los ediles —que habían perdido el control de la 
organización comunal en las elecciones de 2008— quienes arremetieron 
contra la organización cuestionándola constantemente por los procesos de 
contratación que adelantó con el Fondo de Desarrollo Local (FDL): «Con la 
JAL el trato fue nulo, no se ha tenido una relación de trabajo, el distanciamiento se 
debe al roce que hay entre la Alcaldía y la Junta Administradora Local7».  
 
Llama la atención que quienes han estado al frente de la Administración 
local refieren en su discurso que encontraron dificultades en la interlocución 
con las instancias de participación debido, en buena medida, a la escasa 
cualificación política de quienes integran estos espacios —lo que constituye 
un indicador de cultura política en relación con los conocimientos sobre el 
funcionamiento del sistema político. En cambio en las interlocuciones con 
las Juntas de Acción Comunal (JAC) evidencian una cultura política más 
cualificada por la experiencia que tienen estos líderes y lideresas (muchos 
llevan años allí, hay poca renovación en las directivas de las JAC), pero 
lastimosamente vinculada a la política tradicional y a prácticas políticas 
arraigadas culturalmente como el clientelismo, el intercambio de favores, e 
incluso el machismo.  
                                               
7
 Entrevista colectiva realizada con los miembros directivos de Asojuntas Rafael Uribe Uribe realizada el 14 
de agosto de 2011. 
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La mayoría de las JAC son células de la cultura política tradicional que se 
articulan a la dinámica electoral de las JAL y el Concejo principalmente: 
«[…] estructuras de clientela basadas en toda una red organizativa bastante 
sólida, que parte de las Juntas de Acción Comunal y que pasa por los actores 
que integran la Junta Administradora Local, hasta el Alcalde o Alcaldesa que 
estaba allí, había todo un sistema en el cual primaban los intereses particulares, 
personales de los habitantes, pues tenían facilidades para poder acceder al 
recurso público local, y esa, digamos, no es una ruta material sino básicamente 
una ruta cultural, una ruta simbólica que la gente entendía que era más fácil 
hacerlo por ahí, que hacerlo por los canales institucionalmente creados8». 
 
En esta apreciación encontramos las pistas para estructurar nuestra mirada 
interpretativa a partir del enfrentamiento entre dos discursos diametralmente 
opuestos sobre la ciudadanía, y las posibilidades del diálogo intercultural, 
que se expresan en las visiones sobre lo político: uno, ligado a la política de 
la transacción, el padrinazgo y el clientelismo, y otro, que reclama el 
fundamento cultural de la participación política, a través del reconocimiento 
de las diferencias culturales, las condiciones de exclusión social y el diálogo 
intercultural en la construcción de las decisiones (acuerdos, 
concertaciones).  
 
3.2.1.2 Las fricciones entre la JAL y la Alcaldía local 
Las alcaldesas entrevistadas manifestaron que tuvieron bastantes 
dificultades en la gobernabilidad local causadas por los problemas de 
interlocución-negociación con la JAL. Ante esa realidad optaron por 
fortalecer sus relaciones con las instancias y espacios de participación, lo 
cual trajo resultados significativos en la transformación de la cultura política 
                                               
8
 Entrevista realizada a un funcionario de la Oficina de Planeación de la Alcaldía Local de Rafael Uribe Uribe 
el 01 de julio de 2011 (Se reserva el nombre por solicitud del entrevistado). 
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de estos actores sociales, quienes empezaron a asumir la vocería por sus 
derechos y rechazaron la tradicional intermediación de los ediles, que es 
percibida como connatural a la gestión de estos asuntos en la democracia 
local. El representante político lo expresa así: 
«Ahí vemos dos elementos, lo que es la democracia en el contexto de la 
participación y la representación. Entonces digamos que todo el mundo quiere 
participar en muchas cosas, la gente está ávida o atiende el llamado para 
participar, pero muchas veces tienen el limitante de tiempo, de espacio, de 
muchas circunstancias que no les permite, entonces entra a jugar el papel de la 
democracia representativa, y en eso lo que nos parece ganancioso es que la 
gente ha tomado conciencia, la gente ya ve en los líderes y en este caso en los 
ediles, un representante que puede ser su vocero, su interlocutor, y la gente 
muchas veces no acude a la junta de acción comunal, sino que vienen 
directamente a buscar a los ediles, y eso debe pasar en muchas Localidades, 
entonces la gente dice: el edil es un vocero legítimo, un vocero auténtico, y si 
tuvo la posibilidad de estar allá es porque va a llevar la vocería, va a hacer las 
diligencias que nosotros no podemos hacer9». 
 
Por su parte los ediles que integran la JAL (2008-2011), expresaron en su 
totalidad que no tuvieron buenas relaciones con la Alcaldía Local, en la 
medida en que consideran que la alcaldesa les “incumplió” los acuerdos a 
que llegaron cuando integraron la terna, negándoles la posibilidad de decidir 
sobre la destinación de los recursos locales que tradicionalmente se 
“acordaba” entre los ediles y el alcalde local de turno. Para un edil: 
«[…] es claro que todo tipo de planeación, debe ser concertada, debe ser 
armonizada, debe ser socializada, en los tres últimos años Rafael Uribe ha 
sufrido eso, no hay una concertación, no hay una armonización, no hay una 
socialización frente a la planeación que debiera ser participativa, el compañero 
                                               
9
 Entrevista a Edil de la localidad Rafael Uribe Uribe realizada el 30 de agosto de 2011. 
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decía que la participación de los ediles está diezmada en la Localidad, no 
debería ser así, porque es la representación […] en mi condición de Presidente 
de la Junta Administradora Local en estos últimos dos meses, he estado 
socializando el ejercicio con otros presidentes de otras Localidades de Bogotá y 
me he enterado que el 90% de la administración local ha tenido totalmente 
concertación con los ediles, con la Junta Administradora Local, ¿por qué no en 
la Localidad de Rafael Uribe Uribe?, tiene que ser que algo está pasando y no 
es en la JAL. De ahí que hay que mirar si es en la democracia donde está la 
falencia, tratar de buscar la posibilidad de que en el futuro no se vuelva 
presentar, porque eso es catastrófico para un desarrollo democrático de una 
Localidad10». 
 
Para los ediles entrevistados la JAL fue excluida de la democracia local en 
el último gobierno (2008-2011) en la medida en que la inversión del 
presupuesto se hizo en territorios que no tenían representación de ésta. Esa 
exclusión percibida por la JAL alude a un cambio en la ‘tradición política 
local’, en donde el alcalde local de turno acordaba el presupuesto a puerta 
cerrada con la JAL, de tal manera que para acceder al presupuesto muchos 
actores sociales debían buscar la intermediación del edil, quien de esta 
forma se investía de un capital político importante para estructurar redes de 
clientelas en los diferentes territorios. Tenemos entonces un cambio abrupto 
de esta lógica en el gobierno de Martha Bolívar que explica en buena 
medida el conflicto que se desató entre la JAL y la administración local. 
Martha Bolívar recuerda los términos de este conflicto de esta manera: 
«[…] yo les dije directamente: miren yo no me voy a sentar con ustedes a 
negociar un presupuesto, sino que lo voy a hacer durante todo el mes de 
octubre con cada instancia, con cada mesa y con cada territorio, de los que se 
estructuró con la gestión social integral […] y ¡ahí si fue! fue imposible volver a 
                                               
10
 Grupo de discusión con ediles de la Localidad Rafael Uribe Uribe realizado el 14 de septiembre de 2011. 
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intervenir […] eso sirvió para que las comunidades empezaran también a exigir 
que en esos escenarios de deliberación de lo público estuviera la JAL, eso 
también significa otra cosa, que la misma JAL, estoy hablando simbólicamente 
como recinto, no es un espacio de deliberación de lo público […] pero ese 
mismo teatro de operaciones lo veo en el Concejo de Bogotá, es una cosa 
terrible11».  
 
3.3 Escenarios de la democracia representativa en la 
Localidad Rafael Uribe Uribe: procesos electorales y 
partidos políticos 2003-2011 
La dimensión electoral y, por ende, el papel de los partidos políticos en la 
Localidad Rafael Uribe Uribe, constituyen escenarios ineludibles para 
estudiar la ciudadanía y la democracia, en la medida en que permiten 
establecer la dinámica y los escenarios tendenciales de los micropoderes 
políticos en el territorio local. Así pues, realizamos el análisis del 
comportamiento electoral en la Localidad con el propósito de indagar sobre 
la dinámica de los partidos y movimientos políticos, así como de los 
liderazgos políticos, a partir de la consolidación, sistematización e 
interpretación de los datos oficiales de las votaciones a Alcaldía, Concejo y 
Junta Administradora Local. Asimismo nos interesaba evidenciar los efectos 
de las reformas políticas y el sistema electoral colombiano en la 
construcción del mapa político local. 
 
El ejercicio analítico e interpretativo se llevó a cabo partir de los datos 
disponibles de la Registraduría Nacional, con los cuales se elaboraron 
algunas tablas y gráficos para explicar y observar la dinámica electoral local 
                                               
11
 Entrevista a Martha Bolívar realizada el 3 de septiembre de 2011.  
111 
 
en el periodo estudiado (2004-2011). La sistematización de esta información 
tuvo el propósito de establecer tendencias, concentraciones de votación, 
diferencias y similitudes en los datos por diferentes niveles de agregación 
(temporal) y de acuerdo al tipo de elección: Alcaldía, Concejo y Junta 
Administradora Local. 
 
3.3.1 Claves para comprender el análisis electoral en la 
democracia local 
La reforma política implementada en Colombia a través del Acto Legislativo 
01 de 2003 estableció una serie de nuevos mecanismos y reglas electorales 
con el propósito de aglutinar a los partidos políticos, promover su 
democracia interna en la conformación de listas y aumentar su 
representatividad. Se estableció el umbral como el número mínimo de votos 
requerido (equivalente a la mitad del cociente electoral) para que una lista 
pueda participar en la asignación de curules en una corporación pública (en 
este caso Concejo y JAL). El cociente electoral se obtiene dividiendo el total 
de los votos válidos en el número de curules a proveer en cada Localidad. 
 
Se establece además la cifra repartidora, la cual corresponde al último 
número obtenido de la división del total de los votos de cada una de las 
listas que obtuvo el umbral sobre cada uno de los números de las curules a 
proveer. Por ejemplo, en Rafael Uribe cinco partidos superaron el umbral en 
las elecciones a la JAL en 2011, así, el total de las votaciones obtenidas por 
cada lista se divide por uno, por dos, por tres, hasta once (ver tabla 2). 
Luego se escogen los cocientes más altos y el cociente número once es 
aquél que se toma como la cifra repartidora. El total de los votos válidos de 
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cada lista se divide por esta cifra y se obtiene el número de curules 
obtenidos por cada partido o movimiento político. 
 
Tabla 2. Cálculo del umbral y la cifra repartidora en la elección de la JAL 
Rafael Uribe Uribe en 2011 
 
 
Fuente: Registraduría Nacional de Colombia 
 
Estas nuevas disposiciones en el sistema electoral trajeron consigo varias 
consecuencias: El partido o movimiento político que tenga la lista más 
votada obtiene más curules; no necesariamente ganan los candidatos con 
mayor votación, pues si la lista no obtiene el umbral no aplica para la 
asignación de curules; disminuyen paulatinamente los partidos o 
movimientos gracias al umbral; el elector puede votar tanto por un candidato 
como por un partido, lo que supuso el efecto del voto de opinión en la listas 
de partidos y movimientos con amplia aceptación ciudadana. A continuación 
presentamos las principales tendencias locales en los procesos de elección 
de Alcalde, Concejo de Bogotá y Junta Administradora Local. 
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3.3.2 Escenarios tendenciales en la elección del Alcalde Mayor de 
Bogotá en Rafael Uribe Uribe  
En la votación para la elección del Alcalde Mayor de Bogotá las tendencias 
de los resultados electorales en la Localidad se equiparan con las 
tendencias en la ciudad. Para el año 2003 el candidato de izquierda Luis 
Eduardo Garzón, del Polo Democrático, obtuvo el 59% de la votación de la 
Localidad, mientras que el candidato de la derecha, Juan Lozano, apenas 
alcanzó el 28% de la votación. Esta tendencia se mantuvo con algunas 
variaciones en la contienda electoral de 2007, en donde el candidato del 
Polo, Samuel Moreno, obtuvo el 56% de la votación local, mientras que el 
candidato de la derecha Enrique Peñalosa apenas obtuvo el 16%. Llama la 
atención la importante votación registrada por el candidato (y narrador 
deportivo) William Vinasco, quien logró el 20% de la votación local. Con 
estos datos es posible observar una gran simpatía electoral por el Polo 
Democrático en la Localidad que se reflejó también en la elección de la 
Junta Administradora Local. 
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Gráfico 2. Votación para Alcalde en Rafael Uribe Uribe (2003 y 2007) 
Votación para Alcalde en Rafael Uribe Uribe
59%
28%
3%
1% 1%
3% 5%
Porcentaje de votación elecciones 2003
PDI - Luis Eduardo Garzón
Colombia Siempre - Juan Lozano
Firmes por Bogotá - María Ema Mejía
Partido Liberal
Movimiento Metapolítico - Ángel Rojas
Voto en blanco
Tarjetas no marcadas
56%20%
16%
2% 1%
1% 4%
Porcentaje de votación elecciones 2007
Polo Democrático - Samuel Moreno
Movimiento Nacional Afro - William 
Vinasco
Peñalosa Alcalde - Enrique Peñalosa
Siempre Adelante - Antonio Galán
Movimiento ASI - Juan Carlos Flórez
Partido Conservador - Jorge Leiva
Voto en blanco
 
Fuente: Registraduría Nacional de Colombia 
En la elección del Alcalde Mayor el voto de opinión tiene una gran influencia 
en la medida en que Bogotá ha venido consolidando un voto crítico e 
independiente, en donde los electores evalúan las capacidades del 
candidato y los resultados de la gestión de acuerdo con el programa de 
gobierno. De allí la importancia que tienen para la ciudad iniciativas privadas 
de evaluación de la gestión pública como Bogotá Cómo Vamos. Esto 
permite explicar los resultados electorales de 2011 en donde se expresó el 
denominado ‘voto de castigo’ frente al Polo Democrático luego de la nefasta 
administración de Samuel Moreno. En esta ocasión el candidato Gustavo 
Petro, quien denunció el denominado ‘carrusel de la contratación’ en Bogotá 
en la administración de Moreno, se presentó como candidato del 
movimiento significativo de ciudadanos Progresistas —constituido a partir 
de la recolección de firmas— obtuvo el 39% de la votación local, seguido 
por un empate del 16% entre Gina Parody (candidata independiente) y 
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Enrique Peñalosa, candidato del Partido Verde y el Partido de la U. De otro 
lado se observa que la participación electoral es del 49% frente a un 51% de 
abstención.  
Gráfico 3. Votación para Alcalde en Rafael Uribe Uribe 2011 
39%
16%
16%
13%
5%
3% 2%
1%
1% 4%
Porcentaje de votación elecciones 2011
Movimiento Progresistas - Gustavo 
Petro
Cambio Radical - Fernando Galán
Partido de la U - Verde -Enrique 
Peñalosa
Gina Parody Alcaldesa - Gina 
Parody
Partido Liberal - David Luna
Movimiento Mira - Carlos Guevara
Polo Democrático - Aurelio Suárez
Partido de Integración Nacional -
Gustavo Páez
Movimiento AICO - Jaime Castro
Votación para Alcalde en Rafael Uribe Uribe 2011
Votos en blanco 4560
% de abstención 48,91
% de participación 51,09
Potencial de votación 222779
Total votos válidos 108350
 
Fuente: Registraduría Nacional de Colombia 
 
3.3.3 Escenarios tendenciales en la votación al Concejo de 
Bogotá en Rafael Uribe Uribe 
En la votación para el Concejo podemos observar que las tendencias tienen 
algunas diferencias importantes con respecto a la elección del alcalde. 
También encontramos una mayor articulación con las candidaturas a la JAL 
que se evidencia en el diseño mismo de las campañas, en tanto todo 
candidato o candidata a edil tiene una fórmula al Concejo, y a su vez, cada 
candidato al Concejo tiene varios candidatos/as a la JAL en diferentes 
Localidades. De esta manera es posible establecer relaciones entre la 
conformación de la JAL y la del Concejo de Bogotá. En este sentido, para el 
año 2007 las listas de los partidos más votados para el Concejo en la 
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Localidad corresponden con las más votadas para la JAL: Polo Democrático 
Alternativo y Cambio Radical. La tendencia se mantiene con algunos 
matices en 2011, en donde los partidos y movimientos políticos con mayor 
fuerza en el Concejo son los más votados en la elección de los ediles: 
Movimiento Progresistas, Cambio Radical y Partido de la U. 
Gráfico 4. Votación por listas al Concejo en Rafael Uribe Uribe 
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2011 15463 14103 6863 13336 12772 5281 3430 7988 625 524
2007 19116 18812 10344 9403 4544 3862 2566 257 76
Votación por listas al Concejo en Rafael Uribe 
Uribe 2007-2011
 
Fuente: Registraduría Nacional de Colombia 
 
3.3.4 Escenarios tendenciales en la votación para elegir la Junta 
Administradora Local 
En la elección de la JAL se han presentado unas dinámicas que ilustran 
claramente los efectos de la reforma política sobre la democracia 
representativa en el nivel local. En el siguiente gráfico se observa cómo han 
ido desapareciendo algunos partidos y movimientos políticos por la 
implementación del umbral, ya que la reforma estipuló que aquellos que no 
lo obtuviesen perderían su personería jurídica. En el tránsito entre 2003 y 
2007 desaparecen de la escena política el Movimiento Nacional y el Nuevo 
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Partido, y entre 2007 y 2011 desaparece el Movimiento ALAS Equipo 
Colombia. 
 
 
 
Gráfico 5. Votación JAL Rafael Uribe Uribe 2003-2011 
 
Fuente: Registraduría Nacional de Colombia 
 
No obstante, si bien desaparecen los partidos y movimientos políticos del 
escenario no sucede de la misma manera con los ediles que integran la 
JAL. Al analizar el transfuguismo (cambio de partido político) en la Junta 
Administradora Local encontramos una importante movilidad de los líderes 
políticos locales, que responde en buena medida a que la reforma política 
obligó al aglutinamiento de los partidos para contrarrestar la proliferación de 
listas y movimientos políticos coyunturales. 
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Tabla 3. Cambio de partido – Ediles Rafael Uribe Uribe 2000-2011 
 
En la tabla anterior observamos la adscripción partidista de los ediles para 
cada elección. Los casos más evidentes son los de los ediles Jairo Gómez y 
Luis Jorge Ortiz que cambiaron de partido o movimiento político en cada 
periodo. También observamos cómo para el año 2000 era posible que los 
candidatos se presentaran en listas de movimientos cívicos y comunales 
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independientes que desaparecieron con la reforma política. Esta tendencia 
también permite corroborar cómo estos movimientos y liderazgos políticos 
locales fueron subsumidos por los partidos políticos que se mantienen con 
la reforma política. 
 
3.3.4.1 Conformación de la Junta Administradora Local 2008-2011 
En las votaciones de 2007 los partidos más votados en la JAL de Rafael 
Uribe Uribe fueron el Polo Democrático Alternativo y Cambio Radical, lo que 
les permitió obtener tres curules a cada uno erigiéndose como las bancadas 
mayoritarias. El Polo Democrático tuvo la votación más alta por el partido, lo 
que se explica por la gran simpatía que tenía en la opinión pública gracias a 
la buena gestión de Lucho Garzón, expresada principalmente en los 
avances en la política social de la ciudad y la implementación del enfoque 
de derechos en las políticas públicas de Bogotá. Por su parte el partido 
Cambio Radical obtuvo la segunda votación en la JAL con una lista de 
candidatos fuertes que le permitió obtener tres curules. De otro lado, en 
estas votaciones incursionó el Partido de la U con una votación importante 
que le significó dos curules, lo cual se relaciona en alguna medida con la 
reelección presidencial de 2006, si bien los elegidos fueron ediles en el 
periodo anterior. Las tres curules restantes fueron para el partido Liberal, el 
Movimiento ALAS y el partido Conservador respectivamente. 
Tabla 4. Ediles electos 2007-2011 
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Fuente: Registraduría Nacional de Colombia 
 
Ahora bien, más allá de los resultados electorales concretos, es importante 
echar un vistazo sobre los líderes políticos que ganaron las elecciones para 
establecer continuidades y nuevas incursiones en el escenario de la 
democracia representativa de la Localidad. En el Polo Democrático fue 
reelecto Orlando Quintero e ingresaron los nuevos ediles Hernán Chaves 
(presidente de la JAC del barrio Inglés) y Julio Ramírez Choachí, docente 
de un colegio público de la Localidad. En Cambio Radical fue reelecto por 
cuarta vez Camilo Gaviria, procedente de la JAC del barrio Bochica, e 
ingresaron dos nuevos ediles: Felix Piñeros y Rosembert Ovalle. Del partido 
Liberal ingresa por primera vez Rigoberto Esquivel, presidente de la JAC del 
barrio la Marquesa en la parte alta de la Localidad (UPZ Diana Turbay). En 
el partido Conservador obtiene la curul Carlos Salamanca quien venía de 
ser edil del Movimiento Nacional en el periodo anterior. Finalmente, del 
Movimiento ALAS fue reelecto Jairo Gómez, quien fuera edil del Movimiento 
Comunal y Comunitario de Colombia y del Movimiento Nacional en los 
periodos inmediatamente anteriores. Hacemos este recuento con el fin de 
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evidenciar que si bien aparentemente hay cambio de partidos en la JAL, en 
la mayoría de los casos se trata de ediles que buscaron aval de un nuevo 
partido político para esas elecciones, adaptando su estrategia electoral a las 
disposiciones de la reforma política. 
 
Es de resaltar que el Polo Democrático Alternativo obtuvo 6.573 votos por el 
partido en 2007, lo que sirvió para arrastrar a un tercer edil gracias al 
método de la cifra repartidora implementado por la reforma política de 2003; 
situación que es parecida únicamente en el partido de la U que obtuvo 
2.911 votos (por el partido) y que logró dos escaños a pesar de tener una 
lista relativamente débil (con dos ediles a bordo, cada uno con un poco más 
de 2.000 votos) integrada por nueve candidatos. Esto puede sugerir una 
simpatía importante hacia el uribismo, presente también en la Localidad 
como en la ciudad. Álvaro Uribe Vélez obtuvo una importante votación en 
Bogotá tanto en 2002 (1.214.379 frente a 200.521 de Lucho Garzón, 
entonces candidato presidencial de una alianza entre diferentes partidos y 
movimientos de izquierda) como en 2006 para su reelección (1.396.155 
frente a 502.341 de Carlos Gaviria del PDA), a pesar de que Bogotá se 
constituyó en el fortín electoral de la izquierda, aglutinada en el Polo 
Democrático. Llama la atención que tanto el proyecto hegemónico de 
derecha que representó Álvaro Uribe como el proyecto de izquierda 
democrática del Polo Democrático tengan una acogida tan importante en los 
estratos bajos. 
Tabla 5. Votación JAL 2011 Rafael Uribe Uribe 
Votación JAL 2011 Rafael Uribe Uribe 
Partido o 
Movimiento 
político 
Candidatos 
Votación 
escrutinio 
Puestos de 
concentración de 
la votación 
Observaciones 
Partido 
Social de 
Votación 
lista 
16.763 
  
La lista obtuvo tres curules 
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Unidad 
Nacional 
Cristian 
González 
2.617 
Contry Sur (811) Concentra el 31% de la votación 
en el puesto Contry sur con 811 
votos. Sumando los puestos de 
mayor votación (San José con 
285 votos y Gustavo Restrepo 
con 168) se evidencia la 
concentración del 48% de la 
votación en la UPZ San José. 
Roberto 
Leguizamón 
2.076 
Claret (231) 
Lomas (221) 
Granjas de San 
Pablo (188) 
Concentra el 30% de la votación 
en tres puestos de votación, dos 
de ellos en la UPZ Marco Fidel 
Suárez y uno en la UPZ Quiroga 
Luis Jorge 
Ortiz 
1.765 
Lomas (455) 
Molinos II (173) 
Concentra el 35% de su votación 
en dos puestos, de los cuales 
Lomas representa el 26%. 
Movimiento 
Progresistas 
Votación 
lista 
14.294 
  La lista obtuvo dos curules. 
Fernando 
Calderón 
2.031 
Gustavo Restrepo 
(293) 
Contry sur (154) 
Quiroga B (189) 
Concentra el 31% de la votación 
en tres puestos. El 22% se 
encuentra en los puestos Gustavo 
Restrepo y Contry Sur en la UPZ 
San José. 
Juan Carlos 
García 
1.489 
Granjas de San 
pablo (389) 
Concentra el 26% de la votación 
en el puesto Granjas de San 
Pablo, UPZ Marco Fidel Suárez. 
Partido 
Cambio 
Radical 
Votación 
lista 
12.727 
  La lista obtuvo dos curules. 
Rosembert 
Ovalle 
2.040 
San Agustín (363) 
Marco Fidel 
Suárez B (357) 
Quiroga B (199) 
Concentra el 18% de la votación 
en el puesto San Agustín, el 
17,5% en Marco Fidel Suárez B y 
el 10% en Quiroga. 
Mayra 
Guarín 
2.015 
Molinos (370) 
Marruecos (330) 
Socorro (185) 
Concentra el 45% de su votación 
en tres puestos de la UPZ 
Marruecos: Molinos del sur, 
Marruecos apartamentos y 
Socorro. 
Partido 
Verde 
Votación 
lista 
10.001 
  La lista obtuvo dos curules. 
Jairo Gómez 1.762 
Palermo (338) 
Molinos (273) 
Concentra el 35% de su votación 
en dos puestos: Palermo y 
Molinos del Sur. 
Jaime 
Cardona 
1.164 
Colinas (294) 
Granjas de San 
pablo (146) 
Concentra el 38% de su votación 
en dos puestos de la UPZ Marco 
Fidel Suárez. 
Polo 
Democrático 
Alternativo 
Votación 
lista 
8.540 
   La lista obtuvo una curul. 
Orlando 
Quintero 
1.853 
Contry Sur (560) 
Gustavo Restrepo 
(200) 
Concentra el 41% de su votación 
en dos puestos de la UPZ San 
José. 
Partido 
Liberal 
Votación 
lista 
8.446 
   La lista obtuvo una curul. 
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Rigoberto 
Esquivel 
1.620 
La Marquesa (268) 
Molinos (179) 
Centenario (169) 
Concentra el 17% de su votación 
en el puesto La Marquesa, 
seguido del 11% en Molinos del 
Sur y el 10% en Centenario. 
 
En octubre de 2011 los ciudadanos eligieron la nueva Junta Administradora 
Local (JAL) en Rafael Uribe Uribe para el periodo 2012-2015. Ingresaron 
cinco nuevos ediles y se mantuvieron seis. De esta manera se constituyó un 
nuevo mapa político de la Localidad. Algunos territorios tienen 
representación en la JAL mientras que otros quedaron por fuera del 
espectro de la democracia representativa, evidenciando la existencia de 
micropoderes que corresponden a microterritorios con una importante 
incidencia electoral. En el cuadro anterior podemos observar que los ediles 
tienen su votación concentrada en determinados puestos que constituyen su 
fuerza electoral. 
 
Así pues, el Partido de la U constituye actualmente la mayoría en la JAL de 
Rafael Uribe Uribe. Su lista tuvo la mayor votación, con 16.763 votos, 
obteniendo tres curules. Estos tres candidatos electos ya habían sido ediles 
y demuestran que tienen un arraigo territorial importante, concentrando su 
votación en uno o dos puestos. La sorpresa en estas elecciones fue la 
incursión del movimiento Progresistas liderado por el actual Alcalde de 
Bogotá Gustavo Petro, que a pesar de su tardía conformación en el proceso 
electoral, soportada en la recolección de firmas, obtuvo un resultado 
significativo al obtener dos curules con una votación de 14.294 votos por la 
lista. En contraste, llaman la atención los resultados del Polo Democrático 
Alternativo que después de tener tres curules pasa a una, consecuencia 
directa del denominado “voto de castigo” por parte de la ciudadanía, 
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relacionado con los escándalos de corrupción de la administración de 
Samuel Moreno, lo cual debilitó significativamente la lista. 
 
El partido Cambio Radical pasó a dos curules después de tener tres, a 
pesar de que mantiene la votación con respecto al periodo anterior (12.727 
votos), y es el único partido con una edilesa en la Localidad. De otra parte, 
ingresaron dos ediles del Partido Verde, que aparece como una nueva 
fuerza política en la Localidad obteniendo 10.001 votos por su lista. 
Finalmente, el partido liberal se mantiene con una curul, constante en los 
últimos tres periodos.  
 
3.3.5 Escenarios de la política tradicional en la democracia de la 
Localidad 
A partir del análisis cualitativo de las entrevistas y los grupos de discusión 
realizados es posible inferir que en el escenario de la democracia 
representativa local los ediles se asumen como intermediadores entre las 
comunidades y el Estado. En ese sentido justifican su cultura política como 
práctica de la intermediación e intercambio de favores con su clientela; 
papel que se asume naturalmente porque hay un arraigo cultural 
(tradicional) significativo en estas prácticas que dotan de sentido el ejercicio 
político, lo que explica cómo el ‘favor político’ se convierte en rentabilidad 
política durante el proceso electoral y garantiza el ascenso social de los 
ediles, quienes se incorporan en redes de intercambio gracias al capital 
político que poseen y que les permite realizar transacciones en el mercado 
político: 
«[…] si uno lo hace como debe ser, con responsabilidad, con seriedad, pues 
seguramente que la gente va a tener un grado de satisfacción en ese entorno, 
la gente va a decir: el edil o la edilesa me representan, hacen la gestión, se ven 
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las obras, se ven los proyectos, se ven los procesos, y yo creo que es una 
ganancia de la constitución del 91, y que dio la posibilidad de aterrizar el trabajo 
político en las bases12». 
 
Ahora bien, en cuanto a las apreciaciones sobre la gestión de la JAL en 
Rafael Uribe Uribe los entrevistados evidenciaron serias limitaciones en el 
ejercicio del control político a la administración local que deben ejercer los 
ediles, situación que se explica, en buena medida, por la debilidad del 
diseño institucional que les niega competencias para citar funcionarios, de 
un lado, y por la dinámica de trabajo de los ediles, que aún no han generado 
una metodología clara para el ejercicio de dicho control y muchas veces no 
cuentan con la información adecuada para un ejercicio efectivo. Durante las 
entrevistas individuales y colectivas con los ediles, éstos manifestaron el 
débil alcance de sus herramientas para ejercer dicho control y vigilancia 
sobre las inversiones de recursos públicos, así como sobre los servicios que 
prestan las entidades distritales en el territorio local. 
«Los ediles hacemos un trabajo de base con las comunidades, y presentamos 
proyectos y jalonamos procesos de participación, de integración, y los alcaldes 
locales a veces se van por otro lado, pero ese aislamiento también se puede 
dar por el control político que se ejerce, una de las funciones principales de los 
ediles es hacer control político, algunos lo hacemos como debe ser, estudiando, 
investigando, y pidiendo cuentas como lo ordena la ley, otros ediles son más 
pasivos en el tema, y otros lo ignoran […] el alcalde local sabe que está sujeto 
al control político y debe venir y poner la cara en la JAL, y debe venir con su 
equipo, y contar por qué determinó hacer muchos convenios y contar por qué 
determinó hacer tal contrato, porqué se está beneficiando determinado sector y 
                                               
12
 Grupo de discusión con ediles de la localidad Rafael Uribe Uribe realizado el 14 de septiembre de 2012 
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otros no, yo creo que eso es legítimo, que la comunidad lo sepa y que nosotros 
lo hagamos. Sin embargo no tenemos las herramientas suficientes13». 
 
De otro lado, las relaciones de la JAL con las organizaciones sociales y los 
espacios e instancias de participación son muy débiles o casi inexistentes 
en muchos casos. Si bien formalmente existe delegación de los ediles en la 
mayoría de consejos, comités y mesas de trabajo, aquéllos no participan 
activamente o ni siquiera asisten a estos espacios por considerarlo poco 
relevantes.  
 
Así pues, es evidente que hay un distanciamiento importante entre la 
democracia representativa y la democracia participativa en los procesos de 
negociación de lo público en la Localidad Rafael Uribe Uribe, lo cual ha 
impedido la construcción de una agenda para el desarrollo local con la 
participación de todos los actores sociales. Distanciamiento que pone en 
evidencia las cualidades del modelo cultural de la política tradicional, que 
restringe el debate sobre lo público, no reconoce (o lo hace parcialmente) la 
diversidad de actores y agendas en el territorio local, e intenta legitimar la 
constitución de redes de intercambio de favores (clientelismo) como práctica 
natural dentro del ejercicio político. Así lo expresó uno de los entrevistados: 
«[...] ya lo político no es un debate para los sectores populares, entonces todo 
queda en manos del gamonal, del más fuerte, de la ley del más fuerte y el que 
mejores conexiones tenga y de la forma que tempranamente se puedan 
acumular estructuras clientelares, y en eso se concentra, usted mira la historia 
de esta vaina y pocas veces puede encontrar, por ejemplo dentro de la JAL, 
                                               
13
 Grupo de discusión con ediles de la localidad Rafael Uribe Uribe realizado el 14 de septiembre de 2012. 
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actores diferentes a los que se estructuraron a través de alianzas 
tradicionales14». 
 
En esa lógica las Juntas de Acción Comunal (JAC) se han constituido en las 
células claves de la cultura política tradicional, que se articulan a la 
dinámica electoral de la JAL y el Concejo de Bogotá principalmente (y en 
menor medida en las votaciones a la Cámara y el Senado). Esta práctica 
política tradicional está tan arraigada culturalmente que es difícil de 
transformar y se resiste al cambio cultural, lo cual explica la confrontación 
permanente con la cultura política de las nuevas ciudadanías que promueve 
la transformación de lo público a través de la participación directa (sin 
intermediación) de los diversos actores sociales.  
 
3.3.5.1 Los partidos políticos en la democracia local 
Se ha vuelto recurrente en las investigaciones sobre cultura política hablar 
de la crisis de los partidos políticos en las democracias contemporáneas, lo 
que se relaciona directamente con la escasa representatividad de éstos en 
un mundo con actores sociales cada vez más diversos que plantean 
agendas de movilización ciudadana alejadas de las apuestas tradicionales 
de los partidos (Delgado & Carvajal, 2003). De allí la necesidad de indagar 
por el papel de los partidos políticos en la democracia de la Localidad, en 
tanto actores centrales de la democracia representativa y, en buena medida, 
de la cultura política tradicional. 
 
En el análisis de la información recolectada con los actores sociales 
encontramos que los partidos políticos desconocen las realidades y 
problemáticas locales ligadas a los territorios y a las diferentes poblaciones. 
                                               
14
 Grupo de discusión realizado con representantes de organizaciones sociales el 28 de septiembre de 2011. 
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No han sido capaces de generar agendas de trabajo para el nivel local que 
convoquen a las nuevas ciudadanías, y tampoco han incorporado las 
agendas de éstas en sus plataformas políticas. Por el contrario, es por 
causa de prácticas ligadas a la cooptación de lo público por parte de los 
partidos políticos y sus representantes que se ha cuestionado y, por ende, 
atrasado la profundización de la descentralización en las Localidades. 
 
La mayoría de los actores entrevistados cree que los partidos han sido 
constantemente desprestigiados por quienes los representan en la 
democracia local, por cuenta de prácticas nocivas que van en contravía de 
la fundamentación democrática como el tráfico de influencias, el 
clientelismo, y la corrupción política que invade los procesos de la política 
pública local. Sumado a esto los partidos siguen siendo agrupaciones 
políticas de orden patriarcal, en donde la participación de las mujeres se ha 
limitado al cumplimiento formal de las cuotas en las listas dejándolas sin 
opciones reales de acceso al poder. De allí que se observe un marcado 
continuismo en la JAL con una escasa renovación y muy poca participación 
femenina. Además los partidos políticos no han consolidado aún procesos 
de democracia interna, y tampoco han incorporado la diversidad cultural ni 
el enfoque diferencial en la conformación de sus listas y estructuras 
internas. Para los representantes de las organizaciones culturales: 
«[…] es preocupante el accionar de los partidos políticos cuando no están 
inmersos en esa dinámica de participación, y en ese cambio de cultura, y no 
están inmersos porque no se tenga la oportunidad, no están inmersos porque 
no quieren, los partidos políticos en la Localidad, casi todos, sino todos, todavía 
manejan las estructuras politiqueras, del gamonal o del jefe político que tiene 
quién vota sin tener una apuesta del por qué votar, el voto programático aunque 
es una obligación no se cumple, la gente no reconoce esos derechos, la gente 
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cree que sus políticos son para hacerles la tarea […] y no para generar 
formación política, a los partidos políticos les hace falta la conciencia política, 
qué es y qué no es política, todavía estamos muy biches, y no solamente acá 
en la Localidad, en el país15». 
 
En los procesos electorales los intereses de los partidos políticos generan 
frecuentes enfrentamientos entre los líderes al interior de las Juntas de 
Acción Comunal, por la forma (mercado político) como tradicionalmente 
funcionan las candidaturas a la JAL y el Concejo, en donde los líderes 
comunales son cooptados y en ocasiones “comprados” por el poder político 
y el dinero. Según el testimonio de uno de ellos: «siempre va ganar las 
elecciones el que tiene la mayor cantidad de dinero y esto viene del poder 
nacional. De esta forma los ediles se reparten el micropoder de las Juntas de 
Acción Comunal en la Localidad16».  
 
3.3.5.2 ¿Elección popular de alcaldes locales? 
En la democracia local el proceso de elección del alcalde es determinante 
para observar y comprender la conformación del poder político local. 
Tradicionalmente, y según la expresión de algún edil, el mandatario local ha 
sido un coequipero de la JAL: «el edil doce». De ahí se comprende la 
permanente tensión y el recelo alrededor de la conformación de las ternas y 
se explica por qué no queda incluido necesariamente el candidato o la 
candidata de la democracia participativa. 
 
No obstante, la incorporación de elementos meritocráticos en 2005 —luego 
de la destitución de todos los alcaldes locales en el gobierno de Lucho 
                                               
15
 Grupo de discusión con organizaciones culturales realizado el 13 de octubre de 2011. 
16
 Entrevista colectiva realizada con los miembros directivos de Asojuntas Rafael Uribe Uribe realizada el 14 
de agosto de 2011. 
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Garzón— a partir de la realización de una prueba de conocimientos, 
introdujo una variable importante en el proceso de elección de los alcaldes 
locales que trajo consigo algunos cambios en la dinámica de la democracia 
local, en la medida en que ya no se elegía “a dedo” al burgomaestre. Desde 
entonces los ediles tuvieron que escoger la terna entre quienes pasan el 
examen, y allí los actores de la sociedad civil logran incursionar gracias a su 
capital cultural (como es el caso de Martha Bolívar e Irma Estupiñán). 
 
En su gobierno, el alcalde Garzón decidió nombrar mujeres en las alcaldías 
locales luego de la crisis de gobernabilidad que tuvo lugar en las 
Localidades en el año 2005. Sin embargo en Rafael Uribe Uribe apenas 
iniciando el 2007 se logró el nombramiento de Irma Estupiñán, luego de que 
la JAL por fin accediera a incluir una mujer en la terna por mandato de la 
Corte Suprema de Justicia. Durante el breve periodo en el que estuvo la 
alcaldesa Irma Estupiñán también se presentaron conflictos entre la Alcaldía 
Local y la Junta Administradora Local, frente a lo cual la alcaldesa decidió 
fortalecer el trabajo de base comunitario expresado en las organizaciones 
sociales y las Juntas de Acción Comunal.  
 
En este contexto se desarrolló el periodo de gobierno 2004-2007 en la 
Localidad, caracterizado por la interinidad de los alcaldes locales, que 
fueron funcionarios nombrados como encargados desde el nivel central 
(Secretaría Distrital de Gobierno). Esto no permitió que hubiese continuidad 
en muchos procesos que se trataban de consolidar en la Localidad. 
Finalmente lo que se dio fue una suerte de inercia en la ejecución del plan 
de desarrollo sin una línea de gobierno local clara, en contraste con el 
periodo 2008-2011 en donde hubo un mismo gobierno local durante los 
cuatro años (exceptuando una breve suspensión ordenada por la 
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Personería Distrital en el periodo de diciembre de 2009 a enero de 2010). 
Según lo recuerda uno de los actores claves, en uno de los grupos de 
discusión, esta situación de interinidad entre 2004 y 2006: 
«[…] generó unos procesos de administración inadecuada, primero porque no 
se ejecutaron todos los recursos, la Localidad tuvo siete administraciones, siete 
alcaldes de los cuales algunos duraron tres meses otros duraron más, unos no 
duraron un mes, la alcaldesa que había sido elegida en propiedad duró un año, 
fue sancionada un tiempo, volvió por decisión administrativa del Alcalde Mayor 
que en ese momento decidió que todos los alcaldes renunciaran, entonces no 
logró tener una lógica dentro de la estructura política, esa interinidad le hizo 
daño a la Localidad, porque generó un proceso de clientelismo directamente, 
procesos en los que no se generaban las discusiones desde lo político»17. 
 
Buena parte de los actores sociales están de acuerdo con incorporar la 
elección popular de los alcaldes locales, aunque son conscientes del riesgo 
que implica que el proceso sea cooptado por las maquinarias electorales de 
la política tradicional. Varios de los entrevistados están de acuerdo con que 
esto serviría para ampliar el debate sobre lo local, para que los ciudadanos 
se piensen localmente y se genere opinión pública sobre los temas locales 
que prácticamente están por fuera de la agenda de los medios masivos de 
comunicación. De ahí la importancia de la comunicación comunitaria y 
alternativa para fortalecer la democracia local. En esa perspectiva las 
nuevas ciudadanías que se vienen posicionando a través de las redes 
sociales e Internet, en lo local y en lo global, logrando ejercer contrapoder y 
convertirse en nuevo poder, en la posibilidad de aportar otras propuestas en 
la construcción de lo público en el territorio local. 
 
                                               
17
 Grupo de discusión con organizaciones culturales realizado el 13 de octubre de 2011. 
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3.3.5.3 ¿Cómo se manifiesta la corrupción en la Localidad? 
En relación con esta pregunta los actores sociales expresaron en sus 
discursos cómo perciben variadas formas y niveles de corrupción en lo 
local. Hay quienes la observan en la desviación de recursos o en la 
variación cualitativa y cuantitativa de las actividades de los proyectos del 
plan de desarrollo local, sin que haya posibilidades de ejercer control social 
y veeduría sobre las ejecuciones por variadas razones: confluencia de 
intereses entre contratistas, interventores y funcionarios; complicidad, 
parcialidad y poca efectividad de los organismos de control; y dificultad en el 
acceso a la información sobre los procesos de contratación. Por tales 
razones hay pocas posibilidades de hacer control social y político efectivo 
frente a los riesgos y manifestaciones de corrupción en la ejecución del 
presupuesto local. En palabras de un funcionario: 
«[…] el tema de la corrupción es bastante ambiguo, pero no porque sea 
ambiguo quiere decir que no exista, yo creo que sí existe en la Localidad, 
incluso existe dentro de la administración local y se manifiesta de diferentes 
formas. Yo creo que todas las lógicas de clientela son en sí mismas corruptas, 
porque usted pone un escenario de representación social […] en función de un 
interés particular […] a partir de ahí hay una lógica bastante desviada de lo que 
significa la representatividad y la organización, y a nivel interno yo he tenido 
evidencias de que mucha gente tramita cosas internamente favoreciendo x o y 
intereses, especialmente la oficina de jurídica18».  
 
Algunos actores sociales perciben que la corrupción se presenta en las 
actuaciones excluyentes frente a los beneficiarios —o en el 
direccionamiento particular de beneficiarios dejando por fuera a quienes lo 
necesitan y no tienen ‘padrino’ político— así como en la mala calidad de las 
                                               
18
 Entrevista realizada a un funcionario de la Oficina de Planeación el 12 de septiembre de 2011. 
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ejecuciones de los operadores, y en la mediocridad del trabajo que realizan 
algunos funcionarios y contratistas. Sumado a esto el marco técnico-jurídico 
de los procesos de contratación se presta para que se beneficien los 
grandes operadores frente a los pequeños contratistas, como lo referencia 
la entonces alcaldesa local: 
«[…] creo que la hay (corrupción) en todos lados y se debe también a dos tipos 
de fenómenos (causas): básicamente a los mecanismos de las estructuras 
clientelares […] la segunda es la falta de desarrollo endógeno, que significa 
también que nosotros no tengamos la posibilidad local de tener operadores 
propios, entonces las personas (contratistas) que se postulan para la operación 
de los proyectos locales terminan siendo de afuera, en su gran mayoría19». 
 
La corrupción también se asocia reiteradamente con las estructuras 
clientelistas y con la constante vinculación de operadores y contratistas 
externos, cuando se podría generar empleo y opciones productivas para los 
habitantes de la Localidad. Otros perciben que hay corrupción en las 
prácticas tradicionales de la JAL cuando buscan direccionar recursos y 
proyectos de acuerdo a sus intereses electorales. También se percibe que 
hay corrupción en los procesos electorales, en la medida en que la 
Registraduría Nacional no es una entidad garante de la transparencia 
electoral y, de hecho, se ha visto involucrada en varios escándalos por 
fraude electoral. 
 
Las nuevas ciudadanías proponen una apertura para que sean visibles los 
escenarios de construcción de lo público, y de esta manera los ciudadanos 
puedan acceder a la información sobre la contratación pública y sobre la 
ejecución de los proyectos. También es necesario que desde la 
                                               
19
 Entrevista a Martha Bolívar realizada el 03 de septiembre de 2011.  
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administración local se promuevan convocatorias públicas para la selección 
de los contratistas. Asimismo es indispensable que los medios comunitarios 
y alternativos realicen un cubrimiento permanente de las diferentes 
actividades que hacen parte de lo público en el territorio local. La Localidad 
ha avanzado significativamente en este sentido con la incursión de la 
emisora comunitaria y el fortalecimiento de algunos medios y 
organizaciones de comunicación locales. Además las organizaciones 
sociales y los colectivos juveniles, culturales, LGBTI, entre otros, son 
bastante activos en las redes sociales y utilizan Internet como plataforma de 
visibilización de sus agendas de movilización ciudadana. Sin embargo, aún 
está pendiente la consolidación de un sistema de comunicación local acorde 
con la política cultural de las nuevas ciudadanías que promueva medios 
autónomos e independientes, donde las poblaciones y los colectivos se 
doten de voz para democratizar lo público, ejercer control social y promover 
el cambio cultural frente a la corrupción como práctica política cotidiana.  
 
3.4 La política cultural del ‘Territorio de Derechos’ (2008-
2011) y el reconocimiento de las nuevas ciudadanías 
La política cultural alude a la apuesta institucional que permite la promoción 
de la creatividad estética y el reconocimiento de los estilos colectivos de 
vida en un territorio. De esta manera constituye un puente entre dos 
registros: el registro estético y el registro antropológico (Yúdice, 2004). En 
esta perspectiva la política cultural se materializa en acciones sistemáticas y 
focalizadas que adopta el Estado a fin de alcanzar sus objetivos. Así pues la 
política cultural en nuestro estudio alude a la apuesta de la sociedad civil 
local y del Estado, en cabeza de la Alcaldía Local, por promover ciertos 
significados y prácticas culturales en el territorio local. 
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De otro lado, las políticas públicas y la cultura política pueden interpretarse 
como variables que son susceptibles de tener relaciones en doble vía: i) la 
cultura política como variable independiente que produce determinadas 
políticas públicas; y ii) la cultura política como variable dependiente que se 
puede transformar a partir de políticas públicas. De allí que podamos 
plantear el supuesto de que la política cultural del ‘Territorio de Derechos’ —
implementada durante el gobierno local de Martha Bolívar (2008-2011)— 
tenía la expresa intensión de impulsar transformaciones en la cultura política 
de los actores sociales a través de acciones y procesos como la formación 
política, la construcción colectiva de agendas de incidencia, la promoción 
del reconocimiento de las diferencias culturales en tanto identidades 
diversas, y el fortalecimiento de la acción colectiva organizada: 
«[…] la regla de juego era básicamente desdoblar (…) los siete objetivos 
estructurales del plan de desarrollo distrital. Y en el marco de ese ejercicio, yo lo 
que hice fue una propuesta muy marxista, que fue identificar factores objetivos y 
factores subjetivos. Los factores objetivos: cuál sería la apuesta en términos de 
desarrollo y los subjetivos en que no solamente se necesitan cosas o elementos 
sino sujetos. Entonces ahí fue cuando dije, qué es más objetivo que el territorio, 
qué es más cultural que el concepto de territorio, y me fui por ahí20». 
 
El plan de desarrollo local ‘Rafael Uribe Uribe Territorio de Derechos 2008-
2012’ como política cultural impulsada por el gobierno de Martha Bolívar —
quien había sido consejera de cultura en representación de las 
organizaciones de mujeres antes de ser alcaldesa— es una muestra de 
cómo esta administración local, proveniente de la sociedad civil y la 
                                               
20
 Entrevista a Martha Bolívar realizada el 03 de septiembre de 2011. 
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izquierda, comprendió la importancia de la cultura como uno de los pilares 
del desarrollo local.  
 
En tal sentido, el discurso que el ‘Territorio de Derechos’ puso en circulación 
planteó tres ejes articuladores que orientaron la acción pública: la 
construcción de sujeto social y la movilización de las nuevas ciudadanías; la 
construcción participativa de políticas públicas con enfoque de derechos 
que reconocen la diversidad cultural; y la revisión-reflexión sobre el diseño 
institucional de lo local (autonomía local y descentralización).  
 
3.4.1 Escenarios de participación y movilización de las nuevas 
ciudadanías en el territorio local 
La política cultural del ‘Territorio de Derechos’ articuló varios elementos que 
se deben resaltar para comprender su importancia en relación con la 
promoción de escenarios para el diálogo intercultural y la participación 
ciudadana en la Localidad. Generó acciones de reconocimiento de la 
diversidad cultural materializadas en recursos para fortalecer la incidencia 
política a través de proyectos articulados a las agendas de reivindicación 
adelantadas por los actores sociales diversos: grupos étnicos, jóvenes, 
mujeres, grupos LGBTI, personas con discapacidad, artistas, 
organizaciones sociales, ambientalistas, entre otros. 
 
El ‘Territorio de Derechos’ partió de la necesidad de promover el 
autorreconocimiento de los ciudadanos en la Localidad y el fortalecimiento 
de las organizaciones sociales en torno a la construcción de Localidad. Fue 
una inversión y una apuesta por la cualificación de la cultura política de los 
actores sociales para la transformación de lo público.  
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La administración local invirtió importantes recursos en la promoción de la 
participación con perspectiva territorial y en el reconocimiento de la 
diversidad cultural a través del fortalecimiento de capacidades y la 
formación política de los ciudadanos, colectivos y organizaciones para 
lograr la construcción colectiva de agendas locales hacia escenarios futuros. 
Asimismo se promovió el intercambio de experiencias y el apoyo de 
iniciativas de los actores sociales: Festivales LGBTI, proyectos con barras 
futboleras, profesionalización de artistas, iniciativas culturales y juveniles, 
fortalecimiento de procesos comunales, y creación de nuevos escenarios de 
ciudadanía intercultural (Consejo de Mujeres, Consejo de Adultos Mayores, 
Mesa de Comunicación, Asamblea Local Constituyente, Foro Social Local, 
Congreso del Sur).  
 
Así pues, este gobierno local otorgó especial importancia a la constitución y 
reconocimiento de sujetos de derechos como eje central en la discusión y 
construcción de lo público en lo local. La propuesta del ‘Territorio de 
Derechos’ como política cultural se fundamentó en la articulación de los 
‘factores objetivos’ y los ‘factores subjetivos’ de acuerdo con la posición de 
la alcaldesa Martha Bolívar, es decir, planteó una apuesta en términos de 
desarrollo local (teniendo en cuenta los elementos estructurales, los 
indicadores sociales y los actores), contemplando la mayor participación de 
sujetos diversos que cotidianamente construyen el territorio y la 
territorialidad.  
 
En síntesis se trató de una apuesta por reconocer la diversidad cultural 
presente en el territorio como fundamento para la construcción de lo público, 
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lo cual se materializa en la política pública, a través de acciones que 
apuntan a transformar realidades problemáticas en el territorio. 
 
En esa perspectiva se planteó como escenario de partida la Asamblea Local 
Constituyente 2009, como resultado de un proceso de participación sólido 
con el objetivo de construir un mandato local que proyectara la acción hacia 
el futuro, fundamentado en la organización social y la participación de 
actores diversos, y orientado hacia la construcción de una agenda de 
incidencia política en la democracia local. De esta manera la construcción 
colectiva de un mandato ciudadano respondió a la intención de romper con 
las estructuras de clientela que se habían consolidado en lo local, y 
transformar así el modelo cultural de la intermediación política. 
«[…] la asamblea un poco quería posicionar la necesidad de que la gente no 
necesite intermediarios para poder tomar decisiones de lo público pero además 
hacer acuerdos como sobre cuáles valores se desarrollaba esa discusión 
pública y la toma de decisiones en lo local21». 
 
3.4.1.1 La Asamblea Local Constituyente (2009): Escenario para la 
reconfiguración de la sociedad civil y la construcción de un 
mandato ciudadano 
La Asamblea Local Constituyente expresa un intento por reconfigurar la 
sociedad civil en la Localidad en la búsqueda de construir colectivamente 
escenarios futuros a partir de un mandato ciudadano. Allí el gobierno local 
liderado por la alcaldesa Martha Bolívar apostó por la formación de una 
ciudadanía que apropiase las realidades territoriales, tanto en términos de la 
desigualdad y la segregación social y espacial, como a partir del 
                                               
21
 Grupo de discusión realizado con representantes de organizaciones sociales el 28 de septiembre de 2011. 
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reconocimiento de la diversidad cultural de los actores sociales como capital 
cultural que constituye una potencialidad de la acción ciudadana para la 
transformación de las problemáticas (conflictos) territoriales en el espacio 
(público) local. 
 
Logísticamente el proceso de Asamblea Local Constituyente se desarrolló a 
partir de una alianza (materializada en un convenio interadministrativo 
gracias a las facultades que permitieron los avances en la descentralización 
en la administración de Moreno) entre la Alcaldía Local y la Facultad de 
Derecho y Ciencias Políticas y Sociales de la Universidad Nacional de 
Colombia. De esta manera se constituyó un escenario de formación y 
reflexión política para la acción bajo las orientaciones del profesor Carlos 
Medina Gallego (sociólogo e historiador con amplia trayectoria en el estudio 
y la militancia de los movimientos sociales). De esta manera se creó la 
Escuela de Liderazgo Político y Social, en el marco de la Cátedra Rafael 
Uribe Uribe, “dirigido en lo esencial a profundizar y potenciar los 
mecanismos de participación ciudadana y en ampliar los escenarios de la 
democracia local” (Medina, 2010: 5). 
 
Este proceso de formación y movilización ciudadana, soportado en un 
proyecto de investigación-acción participativa —que permitió el encuentro 
entre la sociedad civil, la Universidad y la institucionalidad local (no sin 
tropiezos y resistencias)— desarrolló la caracterización y el diagnóstico 
participativo para que los actores efectuaran el análisis e interpretación de 
las problemáticas relevantes de la Localidad como base para la realización 
de la Asamblea Local Constituyente.  
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Este nuevo escenario de articulación entre la sociedad civil local y la 
Administración Local convocó activamente a una amplia variedad de actores 
sociales con apuestas políticas diversas en los espacios micro-territoriales 
de la Localidad: colectivos de jóvenes, organizaciones culturales, Juntas de 
Acción Comunal, organizaciones de mujeres, de grupos étnicos (afros e 
indígenas), colectivos ambientalistas, LGBTI, asociaciones de vecinos, y 
diversos liderazgos barriales, entre otros, que propiciaron una convergencia 
sin precedentes para la construcción de una agenda de reivindicaciones 
prioritarias para mejorar la calidad de vida “dotando a la localidad de un 
manifiesto y un mandato ciudadano construido desde las necesidades y 
urgencias de los ciudadanos y ciudadanos de las comunidades barriales” 
(Medina, 2010: 5). 
 
En las memorias publicadas de este proceso la apuesta organizativa de 
generación de una Agenda Social Integral para la toma de decisiones 
colectivas —que redunden en la construcción de Planes y Programas— 
definió la Asamblea Local Constituyente como:  
Organización y empoderamiento social, institucional y político para el pleno 
ejercicio de la autonomía local y la profundización de la democracia. Busca 
generar un modelo de liderazgo político y social, que contribuya a la generación 
de comunidades participativas con poder de decisión y capacidad de gestión 
social integral, comprometidas en el trabajo de mejoramiento significativo de la 
calidad de vida de la población a nivel local en el contexto de las 
transformaciones que se van produciendo en la ciudad (Medina, 2010: 48). 
 
En ese proceso los actores sociales dieron lugar a una interesante discusión 
sobre lo que se entiende por poder constituyente frente a lo cual lograron 
incorporar, con los insumos teóricos y políticos que brindaron los 
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dinamizadores de la Universidad Nacional, una síntesis del concepto como 
“la voluntad política colectiva y suprema que tiene una comunidad para 
decidir directamente y de manera autónoma sobre los principios, fines, 
metas, propósitos y en general los objetivos a través de los cuales dignificar 
su existencia” (Medina: 56). 
 
Ante esta realidad sociocultural el proceso de la ALC apuntó a identificar los 
sujetos políticos con los que se impulsó un proceso de reflexión-acción para 
el empoderamiento comunitario que los constituyera al mismo tiempo como 
sujetos de saber (intelectuales orgánicos). En ese orden los actores sociales 
que participaron se fueron dotando de unos referentes conceptuales 
dirigidos a potenciar la acción y la construcción colectiva de escenarios de 
futuro, para lo cual elaboraron ponencias sobre las dimensiones de la 
realidad local que se busca transformar: la calidad de vida, la seguridad, la 
discriminación, la convivencia, el bienestar, la salud, la educación, el 
trabajo, etc.  
 
La Asamblea Local Constituyente apuntó a que las comunidades 
ponderaran el territorio local reconociendo sus potencialidades como 
fundamento esencial en “la construcción de un proyecto de vida digno”. 
Potenciar todas las formas de organización de los actores sociales para que 
se articulen en una convergencia ciudadana para la construcción de un Plan 
de vida local. De manera que, y a pesar las dificultades, se logró por 
primera vez en la historia democrática de la Localidad Rafael Uribe Uribe 
que los actores sociales que convergieron allí suscribieran un Mandato 
Ciudadano que orientará la acción colectiva hacia el futuro. Dada su 
relevancia para esta investigación, en tanto plasma la síntesis de los 
discursos reivindicativos de la diversidad cultural de la Localidad, 
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presentamos a continuación el mandato que suscribió la sociedad civil en 
diciembre de 2009:  
 
LOCALIDAD RAFAEL URIBE URIBE 
ASAMBLEA LOCAL CONSTITUYENTE 
13 DE DICIEMBRE DE 2009 
DECLARACIÓN FINAL 
La Comunidad Constituyente de la Localidad Rafael Uribe Uribe, en 
representación de la Comunidad General, de los hombres y mujeres, niños y 
niñas, ancianos y ancianas, negritudes e indígenas, comunidad LGBT y 
desplazados que hemos ocupado este territorio para construir nuestra vida y 
materializar nuestros sueños, nos hemos reunido este 13 de Diciembre de 2009 
para dar vida a un imaginario colectivo de bienestar, tranquilidad y seguridad para 
nuestra localidad que plasmamos en un Mandato Ciudadano que a partir de hoy 
se convierte en el alma de nuestros esfuerzos y compromisos con la felicidad de 
los/as habitantes de nuestra localidad. 
Durante un largo periodo de seis meses, por iniciativa de la Alcaldía Local, en 
cabeza de la Dra. Martha Bolívar, nos dedicamos a cualificar los liderazgos 
sociales y políticos a través de la Cátedra Rafael Uribe Uribe y la Escuela de 
Formación Social y Política, este proceso fue adquiriendo los fundamentos de una 
gran movilización de entusiasmos y compromisos democráticos para pensar la 
compleja realidad de nuestro territorio y de sus poblaciones en materia de 
derechos en una Asamblea Local Constituyente que hemos venido desarrollando 
como proceso de formación, organización y reflexión creativa y propositiva. 
Construimos esta iniciativa amparados en el Artículo 3 de la Constitución Política 
de Colombia que establece que “La soberanía reside exclusivamente en el pueblo 
del cual emana el poder público. El pueblo la ejerce de forma directa o por medio 
de sus representantes, en los términos que la constitución establece”. Nos hemos 
instituido en Constituyente Primario Local, como la forma más importante de 
ejercer responsablemente la ciudadanía, para pensar nuestros problemas y sus 
soluciones, hacernos gestores públicos y sociales, sin ningún otro propósito 
colectivo que el desarrollo integral, el bienestar y la seguridad de los habitantes de 
nuestra localidad. 
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Soñamos y trabajamos por una localidad que resuelva sus necesidades y ejerza 
sus derechos en materia de empleo, educación, salud, medio ambiente, cultura, 
movilidad, seguridad, convivencia y democracia. Que le garantice a las 
generaciones presentes y futuras las mayores posibilidades de bienestar y calidad 
de vida. 
Soñamos y trabajamos por una localidad en la cual las iniciativas ciudadanas 
confluyan con los esfuerzos de la administración pública en la generación de 
proyectos productivos de alto impacto ocupacional, acompañados de procesos de 
formación técnica y profesional. 
Soñamos y trabajamos por una localidad donde la educación se garantice durante 
todo el ciclo de vida de la más alta calidad, brindándole la oportunidad a los 
habitantes de potenciar todas sus cualidades y talentos, proporcionándoles las 
herramientas que les permitan hacerse mejores seres humanos, ciudadanos/as, 
trabajadores/as y profesionales. 
Soñamos y trabajamos por una localidad donde el derecho a la salud este 
plenamente garantizado para todos los habitantes, donde la cobertura sea 
suficiente, los programa de prevención ocupen un lugar privilegiado, la asistencia 
médica y hospitalaria sea humana y de calidad, se atiendan las poblaciones con 
mayores niveles de riesgo y vulnerabilidad, en particular a los niños y niñas, 
ancianos y ancianas, población en condición de discapacidad, entre otras 
poblaciones demandantes del servicio de salud. 
Soñamos y trabajamos por una localidad que habita en un ambiente sano, que 
persiste en la reconciliación del ser humano con la naturaleza, que protege sus 
recursos como medios de vida y bienestar; se dota de una política pública para el 
manejo y protección del ecosistema local y la construcción de una cultura 
ambiental ciudadana. 
Soñamos y trabajamos por una localidad que pondera en alta estima sus prácticas 
y valores culturales y deportivos, estimula y promueve su expresión y creatividad, 
protege su patrimonio cultural, organizando y desarrollando una intensa gestión 
cultural y deportiva en beneficio de toda la comunidad. 
Soñamos y trabajamos por una localidad que cuenta con vías debidamente 
pavimentadas, servicio de transporte suficiente y humano, y con una activa gestión 
que integra a la localidad de manera adecuada y eficiente al sistema integral de 
transporte de la ciudad y la saque del actual aislamiento. 
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Soñamos y trabajamos por una localidad donde se protege integralmente la vida, 
honra y bienes de sus habitantes, se impulsan programas para aumentar los 
niveles de convivencia y solidaridad, disminuyendo los índices de violencia 
intrafamiliar, barrial, escolar, juvenil, delincuencial y de todo tipo. 
Soñamos y trabajamos por una localidad donde se profundiza el ejercicio de la 
democracia a partir del reconocimiento de la diferencia y la diversidad, del respeto 
por las ideas y creencias de las personas, los grupos y las comunidades. Una 
localidad participante que hace efectiva su cultura ciudadana en la construcción 
del bienestar general sin exclusiones, ni discriminaciones de ninguna naturaleza. 
Soñamos y trabajamos por una localidad gestora e innovadora en los procesos de 
administración pública, donde se integran y asumen las iniciativas ciudadanas y 
comunitarias, como construcción colectiva de la solución de sus problemas y 
ejercicios de sus derechos, que constituye una gobernabilidad local con mayor 
legitimidad social por su estrecha relación con las comunidades. Una 
administración abierta, promotora del control social de la gestión pública. 
Soñamos y trabajamos por una localidad que persiste en la profundización de la 
descentración distrital y que gana autonomía en la formulación de sus planes, 
programas y proyectos en el marco del Plan de Desarrollo del Distrito Capital, que 
optimiza sus relaciones interinstitucionales y administra eficientemente la 
ejecución de sus presupuestos. 
Soñamos y trabajamos por una localidad donde nuestros niños y niñas puedan 
correr tranquilos por sus calles y parques, no se estigmatice a nuestros jóvenes, 
se estimule y apoye a nuestras mujeres, nuestros adultos mayores se puedan 
sentar tranquilos en los portones de sus casas a ver pasar sus recuerdos y a 
compartir su sabiduría, nuestros vecinos en condiciones de discapacidad se vean 
fortalecidos con la solidaridad, el respeto y la ayuda colectiva, donde los hombres 
y las mujeres trabajadoras abandonen las angustias de la desocupación forzada, 
donde los desplazados encuentren por fin un lugar seguro y digno, donde los 
indígenas y negritudes recuperen el lugar que les usurparon a sus culturas, donde 
los recolectores del reciclaje se vean con respeto y sin temor y se les valore en su 
trabajo y dignidad. 
Esta comunidad constituyente se compromete a aunar sus esfuerzos por lograr 
estos sueños, hacerlos realidad y disfrutar de la felicidad que entre todos podamos 
construir. No existe un poder más fuerte que nuestra propia voluntad, hecha 
trabajo y compromiso. Esta Asamblea Constituyente Local instaura hoy este 
mandato ciudadano. (Medina, 2010: 153-155)  
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Esta síntesis discursiva que logra legitimar una sociedad civil que 
ingeniosamente se articula a la institucionalidad del aparato estatal 
descentralizado, a partir de la llegada de Martha Bolívar al gobierno local, 
evidencia las apuestas políticas que buscan la transformación de lo público 
y de la ciudadana a partir de la construcción colectiva de escenarios futuros 
entre el diálogo de las diferencias culturales (subjetividades) que interpretan 
la realidad social problemática en el territorio local. 
 
3.4.1.2 El Foro Social Local en 2011: la construcción ciudadana de 
escenarios de futuro 
El segundo momento de esta apuesta por construir escenarios de la 
ciudadanía intercultural fue la realización del Foro Social Local que tenía por 
objetivo construir una ruta de incidencia con las organizaciones, las 
instancias, las redes y los colectivos, a partir de las agendas concertadas y 
los tiempos y responsables definidos con el fin de articular-engranar el 
proceso de planeación participativa del siguiente periodo de gobierno 
(Consejo Local de Planeación y Encuentros Ciudadanos).  
 
El Foro Social Local logró un proceso más sólido en la discusión de las 
problemáticas locales. Los actores sociales en este momento contaban con 
acumulado significativo de reflexión-acción sobre lo local, como escenario 
del presente dotado de historia y memoria, que les permitió una 
argumentación más contundente en la construcción de las propuestas. En 
esa perspectiva se construye una declaración en la se amplía la 
participación de la sociedad civil local, motivada por la convergencia 
creciente de actores sociales en los escenarios de participación durante 
este periodo, con el propósito de potenciar y orientar la acción hacia el 
futuro en escenarios (autónomos) de la ciudadanía intercultural que 
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reclaman el derecho al desarrollo en las políticas públicas (de 
reconocimiento). A continuación presentamos el documento integral que 
firmaron alrededor de 280 ciudadanos participantes de los procesos 
sociales de organización comunitaria en el territorio. 
 
Foro Social Local de Rafael Uribe Uribe 
Junio 25 y 26 de 2011 
Declaración Final 
Durante el 25 y 26 de junio de 2011, nos reunimos más de 280 delegados y 
delegadas de organizaciones sociales, juntas comunales, jóvenes, adultos 
mayores, personas en condición de discapacidad, afros e indígenas, LGBTI, 
expresiones culturales, ambientales, defensores y defensora de derechos 
humanos, organizaciones deportivas y económicas, mujeres y hombres de todo el 
territorio de la Localidad Rafael Uribe Uribe, para desarrollar el Foro Social Local 
2011, con el propósito de fortalecer el poder constituyente de los pueblos, 
promover la acción emancipadora de los y las pobladoras y sus organizaciones e 
instancias de participación, consolidar la capacidad colectiva de definir el rumbo 
de nuestra propia historia y construir una agenda conjunta, que recoja los aportes, 
experiencias, reivindicaciones y aspiraciones de la localidad. 
Este foro es el primero de muchos otros que nos comprometemos a impulsar. En 
esta primera ocasión, presentamos a la comunidad local, a Bogotá, al país y al 
mundo. La presente DECLARACIÓN FINAL 
Considerando 
Que en el Territorio de Rafael Uribe Uribe se han venido consolidando procesos 
efectivos de participación, de toma de decisiones populares, de incidencia en la 
gestión pública local y distrital, en el marco de un espíritu constituyente, 
compartido por los y las habitantes. 
Que contamos con el respaldo de la administración local, que ha sido coherente 
con su programa de gobierno “Por un Territorio de Derechos”; lo que ha facilitado 
el trabajo de las organizaciones sociales, el fortalecimiento de las instancias de 
participación, desde una perspectiva del desarrollo participativo con vocación 
comunitaria. 
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Que el poder constituyente consiste en la materialización efectiva de las 
decisiones populares a través de las acciones directas de las organizaciones, 
colectivas e instancias, de la mano con una gestión pública democrática de cara a 
las necesidades de la gente y de la ciudad. 
Aprobamos 
1. El derecho al desarrollo y al territorio exige el compromiso de todas las 
organizaciones sociales y de la comunidad de la localidad Rafael Uribe Uribe; por 
tanto, nos comprometemos a trabajar en cada una de las apuestas presentadas 
en los ejes temáticos desarrollados y aprobados por el Foro Social Local 2011. 
2. Para el cumplimiento de las metas propuestas en este Foro es necesario 
fortalecer las instancias de participación y las organizaciones sociales, para 
superar las lógicas gubernamentales y consolidar los mandatos populares y las 
iniciativas autónomas de la comunidad en el corto, mediano y largo plazo. 
3. Es necesario reivindicar el derecho que nos asiste a las y los habitantes, a tener 
una mirada propia sobre el desarrollo y el derecho a vivir en el territorio, a decidir 
sobre nuestro destino colectivo, a la defensa del patrimonio público, a la defensa 
de la ETB como empresa de todas y todos los bogotanos, a la defensa de la 
educación pública con calidad y para todos; por lo tanto, nos oponemos a la 
privatización del patrimonio estatal local y nacional, a la venta de nuestras fuentes 
hídricas, nuestros recursos naturales, nuestra fuerza de trabajo y nuestro futuro. 
4. Nos comprometemos a trabajar por nuevas relaciones económicas, basadas en 
el principio de la solidaridad y el beneficio común, que le cierren el paso a los 
enfoques neoliberales que mercantilizan la vida social. Nos comprometemos a 
crear y consolidar las unidades comunitarias de producción, la red de 
abastecimiento local basada en la soberanía y seguridad alimentarias, las redes 
de trueque e intercambios solidarios, a profundizar los ejercicios de agricultura 
limpia y producción orgánica. 
5. Frente a las políticas regresivas en términos de salud, educación y vivienda, es 
necesario buscar escenarios de unidad con otras organizaciones sociales que 
propendan por un cambio estructural, exigiendo la universalización de la política 
social como respuesta al actual modelo de desprotección social, luchando para 
que la salud y la educación pública se consoliden como derechos fundamentales y 
no como mercancías. 
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6. Estamos en desacuerdo con la estigmatización contra los y las jóvenes que 
impone el nuevo Estatuto de Seguridad Ciudadana. En consecuencia, 
trabajaremos por el derecho a las expresiones culturales, artísticas, deportivas, 
intelectuales y morales de la juventud, en un marco de respeto de la diferencia y 
de reconocimiento de la diversidad. 
7. Promoveremos la convivencia escolar, la participación efectiva de la comunidad, 
el fortalecimiento de la democracia y la profundización de formas de poder 
ciudadano, como ejes de una nueva política que promueva la seguridad local y 
como estrategias para el fortalecimiento del respeto mutuo, la convivencia sana y 
la vida pacífica de nuestras comunidades. 
8. Le apostamos a la paz democrática y reclamamos la solución política al 
conflicto armado que desangra al país y genera el doloroso e inhumano proceso 
de desplazamiento forzado que ha despojado a cerca de 4 millones de pobladores 
del campo y ciudades. Exigimos sin excepciones el respeto a los Derecho 
Humanos por parte del Estado Colombiano. 
9. Nos comprometemos a ejercer el derecho a la ciudadanía plena, crítica, activa y 
organizada, que promueva la formación política y comunitaria permanente con 
enfoque de géneros, y con enfoques diferenciales, que reconozcan la diversidad 
de pensamientos y opiniones, caminos de acuerdos colectivos para la acción y la 
movilización en defensa del proyecto social que se consolida hoy. 
10. Defenderemos los procesos de planeación con ejercicios de presupuestos 
participativos y nos comprometemos a profundizarlos. Nos comprometemos a 
profundizar las formas directas de incidencia de la comunidad en las decisiones de 
la gestión pública, en aras de radicar la democracia en la planeación, la gestión y 
el control social de los recursos del Estado que se invierten en el territorio, sean 
ellos del orden nacional, distrital y local. 
11. Medios de comunicación comunitarios y alternativos locales sólidos que 
construyan un imaginario popular, que discutan con las “verdades” oficiales de los 
grandes medios de comunicación manipulados por un pequeño grupo de 
personas, representantes de los grupos económicos. Promoveremos la 
información libre, crítica y propositiva, implementaremos nuevas estrategias de 
comunicación local, apoyados en las herramientas tecnológicas que están a 
nuestro servicio, promoviendo la continuidad de los medios locales existentes y 
generando nuevas estrategias comunitarias para el fortalecimiento de la 
comunicación y la información alternativas. 
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12. Desde este escenario convocamos a las localidades y a las distintas 
organizaciones sociales y populares a unir esfuerzos para desarrollar, en un futuro 
próximo, el Primer Congreso del Sur Oriente Bogotano por el derecho al territorio y 
al desarrollo alternativo; que permita construís un frente amplio de resistencia a los 
megaproyectos, que consolide una agenda de movilización en torno a las 
necesarias modificaciones al POT, a la construcción de equipamientos 
comunitarios dignos para la cultura, el deporte y las acciones afirmativas de todos 
los sectores poblacionales, y de esta forma avanzar hacia un espacio de 
transformación de nuestra realidad, que supere la visión marginal del Sur y 
reconozca las potencialidades de nuestros y nuestras habitantes y del territorio. 
Este documento hace parte de la materialización del Mandato construido en la 
Asamblea Local Constituyente de 2009. Es nuestra voz, son nuestros sueños y 
esperanzas; representa nuestro anhelo de construir entre todos y todas un 
territorio de derechos; las responsabilidades asumidas en este Foro, el tesonero 
aporte de cientos de líderes locales, el compromiso de miles de personas por 
cambiar su propia historia, nos permiten afirmar hoy, al unísono y en forma 
polifónica, que ¡otra localidad es posible! 
Colegio Enrique Olaya Herrera 
Localidad Rafal Uribe Uribe 
Bogotá D.C, 
Colombia 
Junio 25 y 26 de 2011 
 
En constancia firman más de 280 líderes locales participantes en el Foro 
Social Local 2011. 
 
El Foro Social Local evidencia una maduración de las apuestas 
participativas que se observar en un discurso que da cuenta de cómo los 
actores sociales han apropiado la realidad social, tanto desde los elementos 
estructurales en el contexto hegemónico del mercado y el debilitamiento de 
la política, como desde las reivindicaciones culturales de los sectores 
populares. Este escenario de la interculturalidad puede observarse como un 
momento culmen de la reconfiguración de la sociedad civil local que 
estratégicamente incorpora en la reflexión las posibilidades de construir 
alternativas articulando la acción colectiva al diseño institucional de la 
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democracia local. De allí que se observe en el texto una necesidad de 
posicionar estos principios-propuestas en la planeación de la ciudad y la 
Localidad en el gobierno que se avecina, como orientaciones de la acción 
hacia la construcción de escenarios futuros.  
 
3.4.1.3 El Congreso del sur por el derecho al desarrollo 
El tercer momento lo constituyó el Congreso Local por el Desarrollo que 
apuntó a generar un proceso de empalme con el gobierno entrante con el 
propósito de que se tuviera en cuenta la agenda de movilización ciudadana 
que construyeron los actores sociales en estos procesos de participación. 
«[…] necesitábamos […] una apuesta política que permitiera que esos 
ciudadanos, primero, encontraran un proceso de identidad, que se 
autorreconocieran como ciudadanos de esta ciudad pertenecientes a esta 
Localidad, con esas características necesitábamos además fortalecer la 
organización social […] y ponerla en función ya no de intereses organizativos 
sino de intereses de la Localidad, esa fue la apuesta política que intentamos 
desarrollar22». 
 
El Congreso del sur por el derecho al desarrollo se planteó nuevamente 
como escenario estratégico para garantizar las opciones de futuro en la 
planeación del desarrollo de la ciudad. En este escenario se trabajó sobre lo 
concreto en términos de las propuestas para el Plan de Desarrollo de nuevo 
gobierno de la ciudad. De allí la intención de articularse a los procesos de 
empalme entre el gobierno entrante y el saliente. Sin embargo, no fue un 
proceso fácil en tanto el nuevo gobierno llega con una suerte de prejuicio 
sobre los actores que confluyen en los espacios del gobierno saliente. A 
pesar de esto los actores sociales continúan con la reivindicación de sus 
                                               
22
 Entrevista realizada a un funcionario de la Oficina de Planeación de la Alcaldía Local de Rafael Uribe 
Uribe el 01 de julio de 2011. 
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agendas de convergencia y producen una serie de documentos en un 
lenguaje más técnico, el de la planeación, con el ánimo de lograr la 
incorporación de sus temas en la agenda del nuevo gobierno. 
 
En síntesis, se trató de articular agendas sectoriales y poblacionales en un 
proceso soportado en el constituyente primario, la ciudadanía y la sociedad 
civil con perspectiva integral y territorial. La apuesta participativa del 
‘Territorio de Derechos’, fundamentada en la intención de lograr la 
construcción colectiva de un mandato local, se estructuró en dos estrategias 
claves: i) la formación política como escenario de reflexión permanente 
sobre la organización y la movilización social y ii) la construcción de 
agendas colectivas de movilización social que orientaran la acción política y 
organizativa hacia la consolidación de un mandato local o un plan de vida 
para la Localidad. Para quienes estuvieron al frente de esta apuesta desde 
la administración local: 
«[…] esos tres momentos fueron los momentos que diseñamos para 
encontrarnos como escenario social y que la administración fuera ganando 
fuerza, si se quiere institucional, en la medida que reconoce que esos actores 
son los directamente interlocutores de la democracia local, que allí aparte de la 
JAL existe ese tejido social que nos parecía que era lo más importante 
consolidar, un tejido social sólido que permitiera generar canales de 
interlocución. Si lo logramos o no, creo yo que no es el momento para evaluarlo, 
creo que los ejercicios los hicimos, eso es lo concreto, ya que los resultados 
creo que se van a ir mostrando, y el primer escenario para indicar si lo hemos 
hecho bien o mal pues van hacer los Encuentros Ciudadanos y la construcción 
del nuevo plan de desarrollo, creo que podría ser un buen indicador, y el 
indicador no es numérico […] creo que es sobre cómo la gente se está 
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pensando la Localidad y cómo los proyectos locales pueden incidir en la política 
pública distrital y nacional23». 
 
Todo este proceso de fortalecimiento de la organización social y la 
incidencia política de los actores sociales generó importantes resultados 
expresados en la construcción de mandatos ciudadanos que orientan la 
acción colectiva y sirven de referente (acumulado) de las luchas por el 
reconocimiento, y de escenarios de la comunicación intercultural, en la 
Localidad Rafael Uribe Uribe. Sin embargo, aún es débil la articulación de 
las apuestas políticas y muchos de estos escenarios aún no terminan de 
consolidarse, en buena medida, gracias a las limitaciones organizativas de 
los actores sociales, que se evidencian en la acción discontinua y 
fragmentada que se percibe en estos procesos. Según la visión de las 
organizaciones sociales: 
«[…] la verdad me parece que estaríamos en una mejor situación de desarrollo 
local si tuviéramos más organizaciones con un mayor nivel de autonomía, con 
una capacidad inclusive de autogestión, por ejemplo, esta Localidad estaría 
mucho mejor si las ollas comunitarias se realizaran ¿me hago entender? o si los 
combos juveniles se organizaran y punto, o si hubiesen colectivos de abuelitos 
y punto, pero la mitad más uno de todas esas iniciativas terminaron en una 
situación casi que asistencialista […] entonces, si no hay recursos para tal 
dinámica desde la administración, nada, se declaran en vacaciones hasta por 
ocho meses, hasta que vuelva a haber un proyecto que los apoye, eso es 
terrible, cómo solucionar esa cosa, no está en manos de la Administración, 
porque por algo se supone que es el desarrollo de ellos como procesos 
comunitarios o como procesos sociales, pero bueno, uno ve uno que otro 
                                               
23
 Entrevista realizada al profesional referente de los temas de participación ciudadana de la Alcaldía Local el 
12 de agosto de 2011. 
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ejercicio, lo ve con buenos ojos, inclusive desde las mismas Juntas de Acción 
Comunal, uno ve ejercicios que uno dice chévere, desde otros actores24». 
 
3.4.2 Políticas del reconocimiento de la diversidad cultural en el 
territorio 
El sector cultural de la Localidad y el Consejo Local de Cultura han sido 
particularmente decisivos en las luchas por el reconocimiento de nuevas 
subjetividades en los escenarios de lo público en la Localidad Rafael Uribe 
Uribe. En enero de 2007 se llevó a cabo una amplia Asamblea Local de 
Cultura en la que se aprobó la elección de representantes de nuevos 
sectores y poblaciones, entre los que se incluyó la representación de la 
comunidad LGBTI y de las mujeres, siendo delegada Martha Bolívar como 
consejera de cultura, joven abogada defensora de los derechos humanos y 
militante del Polo Democrático, quien sería elegida alcaldesa en abril de 
2008 luego de que una coalición de la JAL la ternara para el cargo.  
 
Este ejercicio se convirtió en todo un escenario de incidencia sobre el 
Sistema Distrital de Cultura que en esos momentos (2007) pasaba por un 
proceso participativo de reforma liderado desde la Secretaría Distrital de 
Cultura, Recreación y Deporte. De manera que estas luchas por el 
reconocimiento encontraron en el nuevo Sistema Distrital de Arte, Cultura y 
Patrimonio un escenario de visibilización de sus derechos culturales 
materializados en la conformación de los consejos poblacionales, 
sectoriales y territoriales (Decretos 627 de 2007 y 455 de 2009).  
 
                                               
24
 Entrevista realizada a Martha Bolívar, Alcaldesa Local. 
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Para el sector cultural de la Localidad, representado en el Consejo Local de 
Cultura, era clara la relación entre política cultural y cambio cultural, y por 
ello la apuesta fue más allá de las expresiones artísticas, planteando la 
reflexión sobre la cultura en términos de prácticas y significados culturales 
que configuran identidades y subjetividades diversas, que no son 
plenamente reconocidas e incluso son objeto de exclusión social y 
discriminación, como sucede con los grupos étnicos, la población LGBTI, las 
mujeres o los jóvenes. En palabras de un consejero de cultura: 
«[…] el objetivo básicamente es el reconocimiento del ser humano en toda su 
integralidad, qué significa, reconocerlo en sus diferencias, reconocer al ser 
humano como persona integral, no desintegrarlo dentro del tema. Reconocer 
que sus diferencias lo hacen único, pero que también las diferencias lo 
potencializan, que no se puede seguir segregando y dividiendo al ser humano 
como se ha venido haciendo en algunos procesos que fragmentan y no 
posibilitan el diálogo25». 
 
En tal perspectiva los actores culturales también apostaron por una política 
cultural para la transformación de lo público, en donde éste dejara de ser un 
espacio predominantemente patriarcal, ligado a las redes clientelistas y a la 
cultura política tradicional de la transacción. Por estas razones se explica 
que el sector cultural (quizás el único a nivel local) haya planteado la 
necesidad de proyectar la política pública en el mediano y en el largo plazo, 
en la medida en que la deliberación permanente los llevó a pensar el 
cambio cultural como un proceso que implica varias etapas, y que apenas 
está iniciando con la sensibilización de los actores sociales para que se 
reconozcan a sí mismos en el espacio y en el tiempo, reconozcan a los 
otros, y sean capaces de asumir el reto de la construcción colectiva del 
                                               
25
 Grupo de discusión realizado con el Consejo Local de Arte, Cultura y Patrimonio de la Localidad Rafael 
Uribe Uribe en julio de 2011. 
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territorio teniendo en cuenta la historia del mismo —gracias a esta 
movilización cultural se logró la concertación de un plan local de cultura 
proyectado a 2016 (Alcaldía Local Rafael Uribe Uribe, 2010). 
 
De otro lado, al indagar sobre esta tendencia en el territorio local, varios 
actores expresan su acuerdo en que si bien es importante el reconocimiento 
de las diferencias de género, étnicas, etarias, etc., en ocasiones estos 
proyectos están dividiendo a la población y se están generando otras 
exclusiones cuando no se promueve el diálogo intercultural y más bien se 
promueven espacios cerrados que corresponden a cada grupo poblacional. 
Se perciben acciones de reconocimiento a partir de las acciones afirmativas 
materializadas en proyectos pero aún no se propicia la comunicación 
intercultural, corriendo el riesgo de crear guetos o comunidades cerradas en 
la identidad y disminuyendo las posibilidades de intercambio y construcción 
de agendas colectivas. 
 
Los actores institucionales entrevistados encargados de la política social 
manifestaron que se presentan dificultades en el abordaje por poblaciones 
en la medida en que se fracciona la acción pública. La dispersión de la 
participación en una serie de comités, mesas y consejos para los diferentes 
grupos poblacionales hace que se fragmenten y se distancien las acciones 
por causa de las agendas propias de cada sector, afectando las 
posibilidades de una política pública integral sobre el territorio.  
 
En el mismo sentido se hace más difícil concretar una agenda conjunta que 
articule la diversidad de poblaciones que demandan su inclusión en las 
políticas públicas. Sumado a esto la descentralización tiene bastantes 
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limitaciones que impiden una respuesta institucional adecuada y oportuna 
desde el nivel local frente a problemáticas territoriales.  
 
No obstante, estas políticas han fortalecido la subjetividad y el 
reconocimiento de la diversidad de actores y agendas en el territorio local. 
Si bien aún falta mucha cualificación en términos de cultura política, se 
lograron avances importantes en el reconocimiento de la diversidad cultural 
de la Localidad. Los actores sociales tienen presente el riesgo de 
fragmentación pero están de acuerdo con el reconocimiento de los otros y 
de las agendas diversas en la negociación de la política pública, rompiendo 
de esta manera con la idea predominante de lo patriarcal-tradicional en lo 
público. 
 
De este modo los actores sociales han logrado establecer la situación de 
vulneración de derechos que padecen y en ese sentido han construido-
desarrollado sus agendas de movilización ciudadana con el propósito de 
reivindicar su derecho a tener derechos. En ese escenario la política cultural 
del ‘Territorio de Derechos’ propició la construcción colectiva en espacios de 
formación política y encuentros diversos para la deliberación y la 
concertación.  
 
En esa línea la política cultural estableció unos principios claves que 
fundamentaron la construcción de lo público en lo local, desde la ciudadanía 
y la interculturalidad: el sujeto de derechos como eje central de la 
formulación e implementación de la política pública; el enfoque diferencial 
articulado al reconocimiento de la diversidad cultural de los actores sociales; 
y la participación como estrategia de profundización de la democracia, para 
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la construcción de agendas de movilización ciudadana hacia la consecución 
de un mandato popular y un plan de vida local.  
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Capítulo 4. Conclusiones: conflictos y 
desafíos de la interculturalidad en la 
democracia local 
Esta investigación nos permitió observar de qué manera las decisiones 
políticas en la democracia local no ponen en juego únicamente datos 
objetivos, sino que implican juicios de valor sobre la subjetividad y la 
sociedad. En tal sentido se realizó la interpretación de los escenarios de lo 
público en el nivel local desde la perspectiva sociológica del sujeto, 
planteada por Alain Touraine (1987), que centra el análisis en la capacidad 
de los actores sociales para transformar y producir modelos culturales que 
reinterpretan los significados y las prácticas políticas. En la Localidad Rafael 
Uribe Uribe la esfera pública se ha redimensionado precisamente a través 
del conflicto de discursos que entran en pugna con las formas tradicionales 
de lo político en los ejercicios de incidencia política que adelantan los 
actores sociales desde sus agendas de movilización ciudadana. Los 
escenarios de la democracia representativa en la Localidad dan cuenta 
precisamente de cómo el modelo cultural de la política tradicional ha 
permeado estos liderazgos locales, que han surgido de las luchas de los 
pobladores por sus derechos, evidenciando la cooptación de lugares de lo 
público en esos micro-espacios sociales. 
 
En ese contexto, lo público (en lo local) se ha complejizado en tanto se ha 
constituido por actores sociales que resignifican la ciudadanía —más allá de 
la pertenencia a la comunidad y de los derechos civiles y políticos— y 
demandan la representatividad de sus intereses ligada al reconocimiento de 
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su identidad cultural como sujetos de derechos. De manera que fue posible 
comprender los escenarios de la ciudadanía intercultural en la democracia 
local como los lugares (espacios políticos) y las circunstancias que dotan de 
sentido la acción social que, a su vez, refieren las representaciones de la 
vida social que recrean los actores sociales (desde su identidad cultural) 
para proyectar la acción hacia el futuro. 
 
Nuestra intención ha sido la de reconstruir en el relato investigativo aquellos 
escenarios, en tanto representaciones de la vida social, que construyen los 
actores sociales en las circunstancias propias de lo local. Si los actores 
sociales reflexionan sobre los escenarios presentes y pasados pueden 
proyectar la transformación social, construir distintos escenarios (visiones) 
de futuro en la medida en que existen múltiples posibilidades desde la 
acción (individual y colectiva). Así pues es posible interpretar acciones 
colectivas como la Asamblea Local de Cultura en 2007, la Asamblea Local 
Constituyente en 2009, el Foro Social Local y el Congreso por el derecho al 
desarrollo en 2011, como escenarios de interculturalidad que permitieron la 
convergencia de actores sociales diversos en la sociedad civil local para la 
reflexión conjunta sobre el escenario del presente, es decir, sobre la 
situación y las circunstancias de la acción en el territorio local para orientarla 
hacia el futuro. 
 
La reconfiguración de la sociedad civil en el espacio público local, durante el 
periodo estudiado, fue posible gracias a la convergencia de los actores 
sociales en torno a la reflexión sobre la construcción cultural del territorio 
articulada a la discusión sobre sus derechos, posibilitando nuevos 
escenarios para el reconocimiento de subjetividades diversas que hacen 
parte del entramado cultural de la Localidad Rafael Uribe Uribe en el 
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Suroriente de Bogotá. El territorio en ese sentido es expresión de la 
construcción conflictiva de lo público. Se constituye en el escenario cultural 
y político de referencia para los actores sociales, alude a una posición 
privilegiadamente local que éstos apropian culturalmente y reinterpretan 
políticamente desde las prácticas y los significados culturales. En él se 
descifran los sentidos que las diversas subjetividades otorgan a sus 
relaciones con los lugares, y con los otros, como múltiples apropiaciones del 
espacio-tiempo local. Es una construcción política resultado de la 
correlación de fuerzas entre micropoderes presentes en los microterritorios 
que constituyen lo local.  
 
En la perspectiva teórica del sujeto los actores sociales incursionan en la 
escena pública, reivindican sus intereses desde su identidad cultural y se 
asumen como autores de su propia existencia, reconociendo en los otros su 
capacidad de ser sujetos. La democracia, de acuerdo con Touraine (2004), 
se concibe de esta manera como la política del sujeto, que se traduce en la 
capacidad de los actores sociales de tomar conciencia de su realidad 
colectiva para orientar la acción hacia la materialización de sus demandas 
sociales, lo que a su vez depende de la naturaleza de los vínculos entre la 
sociedad civil, la sociedad política y el Estado. En la localidad Rafael Uribe 
Uribe tanto los actores sociales como el gobierno local apostaron —en 
grados diversos durante las últimas administraciones (2004-2011)— por una 
resignificación de las formas culturales (tradicionales) de lo político, 
promoviendo el reconocimiento de las diferencias culturales y la 
participación política de nuevas ciudadanías en la construcción de 
mandatos ciudadanos como propuestas para materializar el derecho al 
desarrollo local. Sin embargo, aún faltan elementos para un verdadero 
diálogo intercultural que vaya más allá de la tolerancia vacía y el exotismo 
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posmoderno al que invita el mercado, y que permita la construcción 
colectiva de una agenda local propia que otorgue sentido y legitimidad a la 
apuesta por la autonomía territorial y la descentralización. 
  
En contraste con la nueva apuesta ciudadana de construir un ‘Territorio de 
derechos’ —que surge en la confluencia de los actores sociales en la 
sociedad civil local que logra acceder al poder a través del gobierno local de 
izquierda de Martha Bolívar (2008-2011)— se evidencia el predominio de 
una cultura política tradicional en la democracia representativa como matriz 
cultural (hegemónica) de lo político que se resiste al cambio cultural que 
promueven las nuevas ciudadanías en las formas de gestión de lo público. 
En esa dinámica de apuesta por el cambio cultural los actores sociales en la 
democracia local han ido propiciando una serie de escenarios de diálogo 
intercultural desde las nuevas ciudadanías, en donde se fundamentan 
relaciones sociales que reconocen las diferencias y la territorialidad como 
punto de partida para adelantar deliberaciones y concertaciones 
condensadas en mandatos ciudadanos que buscan incorporarse en la 
política pública local. 
  
En ese escenario de reconfiguración de la sociedad civil local la discusión 
sobre la descentralización adquiere una especial importancia en la medida 
en que constituye el diseño institucional de la autonomía y la democracia 
local. Los alcaldes locales aún tienen muchas dificultades expresadas en las 
debilidades y limitaciones del modelo de descentralización en el Distrito, que 
les endilga una serie de responsabilidades pero no les brinda las 
herramientas técnico-jurídicas y políticas mínimas para una adecuada 
gestión de lo territorial-local. No obstante, si bien estamos lejos de la 
autonomía local, fueron los avances en descentralización los que 
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permitieron que la política cultural del ‘Territorio de Derechos’ en la localidad 
Rafael Uribe Uribe avanzara significativamente en el reconocimiento de la 
diversidad cultural y en la construcción participativa de escenarios de 
diálogo intercultural y de agendas de movilización de nuevas.  
 
De otro lado persisten las debilidades en los procesos de planeación y 
gestión del desarrollo local, que se explican sobre todo por la escasa 
consolidación de la institucionalidad local por la persistencia del centralismo 
político en el Distrito justificada en los riesgos que implican la corrupción en 
la contratación y la gestión de los recursos públicos. Ahora bien, es 
necesario reconocer que se dieron importantes avances con la formulación 
de políticas públicas (diferenciales) con enfoque de derechos y la 
delegación de la facultad de contratación a los alcaldes locales durante los 
gobiernos del Polo Democrático, que le permitieron al gobierno de Martha 
Bolívar desarrollar políticas creativas, novedosas, a través de diversos 
proyectos de inversión que cualificaron la democracia participativa y 
fortalecieron la sociedad civil y la ciudadanía en la Localidad. 
 
Así pues el proceso de fortalecimiento de la organización social y de la 
incidencia política de los actores sociales que promovió el ‘Territorio de 
derechos’, como política cultural local, generó importantes resultados 
expresados en la construcción de mandatos ciudadanos que orientan la 
acción colectiva hacia el futuro y sirven de referente (acumulado) de las 
luchas por el reconocimiento, y de escenarios de la interculturalidad, en la 
Localidad Rafael Uribe Uribe. Sin embargo, aún es débil la articulación de 
las apuestas políticas y muchos de estos escenarios aún no terminan de 
consolidarse, en buena medida, gracias a las limitaciones organizativas de 
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los actores sociales, que se evidencian en la acción discontinua y 
fragmentada que se percibe en estos procesos. Sumado a esto es 
preocupante la desarticulación de los actores sociales con los partidos 
políticos que, si bien representan las formas culturales de la política 
tradicional, siguen siendo el mecanismo privilegiado de acceso al poder 
político. Esta escisión, que continúa desarticulando la democracia 
participativa de la democracia representativa, constituye un grave peligro 
para la continuidad del proceso iniciado con el mandato ciudadano. Ahora 
bien, no se trata de que una esfera de la democracia subsuma a la otra, se 
trata más bien de buscar cómo incorporar las agendas de movilización 
ciudadana en las agendas de los partidos políticos para transformar las 
lógicas tradicionales del poder político. El reacomodo ingenioso de un sector 
de la izquierda liderado por el actual alcalde de Bogotá Gustavo Petro tiene 
precisamente el reto de recomponer las relaciones con los actores sociales 
para repotenciar la vocación de poder de la izquierda. 
 
Los gobiernos del Polo Democrático, en la ciudad y en la Localidad, 
constituyeron un avance significativo en términos de la resignificación 
cultural de lo político. Sin embargo, no lograron distanciarse de las prácticas 
políticas tradicionales sucumbiendo ante las redes clientelistas y la 
corrupción en el nivel Distrital. Situación que irónicamente desdibujó (opacó) 
la gestión del gobierno de la Localidad que iba en el otro sentido, en el de 
las transformaciones sociales, la reconfiguración de las relaciones con la 
sociedad civil y la resignificación de la ciudadanía. De manera que los 
escenarios de futuro que lograron construir los actores sociales tienen el 
reto de asumir el devenir político de la ciudad para continuar hacia la 
consolidación de la incidencia política sobre la base de la agenda 
concertada en los mandatos.  
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De manera que la democracia local se constituye a partir de un 
conglomerado de nuevos escenarios de lucha política en los que interactúan 
actores sociales y políticos diversos que se articulan en la sociedad civil 
local (como sectores subordinados de la sociedad), que luchan por el 
reconocimiento de las diferencias culturales, que se distancian de las 
formas tradicionales de lo político (de las redes clientelistas), y que 
encuentran en el intercambio discursivo formas creativas de organización 
que potencian su vocación de poder e incidencia en la construcción-
negociación de las decisiones. Este es el caso de los escenarios de la 
ciudadanía intercultural que estudiamos en la democracia de la localidad 
Rafael Uribe Uribe, en donde la sociedad civil ha presionado a la sociedad 
política para ampliar los alcances de nuevos consensos (desde la diversidad 
cultural) materializados en mandatos ciudadanos que expresan visiones 
para un plan de vida del territorio local, orientado hacia la transformación de 
las realidades de desigualdad y segregación social que sufren los 
pobladores urbanos.  
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